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Esta investigación estudia las sentencias de la Corte Constitucional (1991-2017), a 
propósito de los casos donde estudiantes o aspirantes a serlo, invocan la libertad religiosa y 
de cultos en establecimientos educativos. Primero, se considera la importancia que ha 
tenido la religión para la humanidad en general, y para las sociedades modernas en 
particular, demostrando que hemos pasado de un paradigma secularista a uno de inclusión 
de la diversidad religiosa. En un segundo momento, se plantea un recorrido histórico por las 
disposiciones constitucionales que antecedieron a las normas vigentes sobre el tema 
religioso, de esta forma se observa el paso que realizó Colombia hacia un estado laico. 
Además, se hace referencia a las normas nacionales e internacionales algunas relacionadas 
con la libertad religiosa y de cultos y otras acerca de la educación, las cuales manifiestan el 
derecho de la exteriorización de las creencias y la relevancia de la educación para la 
convivencia de las diferencias, entre otros aspectos. Lo anterior, posibilita estudiar la línea 
jurisprudencial de la Corte Constitucional (1991-2017) sobre la libertad religiosa y de 
cultos invocada por estudiantes o aspirantes a establecimientos educativos. Esta línea 
jurisprudencial, permite evidenciar los fundamentos, argumentos y las normas que han 
sustentado las sentencias de este alto tribunal. Asimismo, permite observar cómo la Corte 
Constitucional, a través de sus sentencias ha venido fallando los casos relacionados al tema. 
Así, pues, se evidencia que en la Corte Constitucional, referente al asunto de la línea 
jurisprudencial, su orientación no ha sido siempre igual, por tanto, se ha decantado algunas 
veces, entre una postura de corte liberal, que se encamina hacia el amparo de los derechos 
de los estudiantes a profesar su libertad religiosa y otras veces se ha inclinado por una 
postura de corte conservador, en cuanto protege los derechos de los establecimientos 
educativos. 
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Religious pluralism in Colombia. Rulings of the Constitutional Court (1991-2017) 
regarding cases where the protection of the right to freedom of religion and worship 
has been invoked by students or applicants to educational institutions 
ABSTRACT 
 
This investigation studies the sentences of the Constitutional Court (1991-2017) of 
Colombia related to cases where students or applicants to educational institutions invoke 
the right to freedom of religion and worship. First, the text points to the importance that 
religion has had for humanity in general, and for modern societies in particular, 
demonstrating that we have come from a secularist paradigm to one of inclusion of 
religious diversity. In a second part, the text provides a historical overview of the 
constitutional dispositions that preceded the current norms on religious issues and the 
transition towards a secular State. In addition, we reference national and international 
standards related to religious freedom and education, standards which manifest the right of 
individuals to externalize their beliefs and the importance of education for the construction 
of pluralist societies where differences must live together. The third part of the text presents 
the jurisprudential line of the Constitutional Court (1991-2017) on the right to freedom of 
religion and worship, where this right is invoked by students or applicants to educational 
institutions. This jurisprudential line allows to show the foundations, arguments and norms 
that have supported the judgments of this High Court. It also allows us to observe how the 
Constitutional Court, through its rulings, has decided on the matter of concern. Thus, it is 
concluded that the Constitutional Court has not always ruled in the same line of thought: in 
some cases, it has taken its decision following a liberal stance, while in other cases it has 
followed a conservative one. In the first type of cases, it has given priority to the protection 
of the right of the students to profess their religious affiliation freely, while in the second 
type of cases it decided to protect the rights of the educational establishments. 
 
Keywords: religious pluralism, religious diversity, religious freedom, education, 
Constitutional Court, secular State. 
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La diversidad religiosa es un hecho evidente, la importancia de las religiones en la 
esfera pública contemporánea, por más de que se viva en una “era secular”1, no puede 
seguir siendo negada. El reconocimiento de la diversidad se manifiesta en el Estado 
colombiano, a través de su carácter pluralista, e incluye la diversidad religiosa, el cual busca 
promover el respeto por las diferencias de credo. Sin embargo, tampoco se puede negar que 
esas mismas diferencias generan conflictos entre los ciudadanos. En este sentido, surge este 
estudio como respuesta a la preocupación de la construcción de paz para la convivencia 
ciudadana, el cual tiene como objetivo analizar las sentencias dictadas por la Corte 
Constitucional (1991-2017) donde estudiantes o aspirantes invocan la protección del 
derecho a la libertad religiosa y de cultos en los establecimientos educativos. 
Es importante conocer estas sentencias considerando que las creencias religiosas no 
son una simple cuestión privada e íntima, sino que se expresan en los comportamientos 
públicos. En el contexto local, se observa que los establecimientos educativos, los cuales 
desempeñan un papel fundamental en la promoción de comunidades tolerantes, a veces 
presentan obstáculos al ejercicio de la libertad religiosa y de cultos. 
Este estudio se propone aportar al conocimiento del desarrollo jurisprudencial y a la 
materialización de la Constitución Política de 1991, que cambió el modelo de Estado 
adoptado por la Constitución de 1886, es decir, de un modelo de Estado con orientación 
confesional a uno laico. Además, contribuirá al debate sobre el derecho a la libertad 
religiosa y de cultos, a partir de los estudios de casos, expuestos en la línea jurisprudencial 
de la Corte Constitucional, a propósito del tema. 
Es menester crear espacios de diálogo con el fin de fortalecer conceptos 
democráticos que en algún momento ayudarán a plantear posibles soluciones a las 
problemáticas que acompañan la modernidad. Es necesario aprender a vivir en y con la 
diversidad, reconociendo al otro como un ser diferente. Cuando se abandona el velo del 
                                                          
1TAYLOR, Charles. A Secular Age. Cambridge: Harvard University Press, 2007.  
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egoísmo, se puede aceptar que no solo mis derechos e ideologías tienen asidero en este 
mundo, sino que existe campo para otras maneras de pensar y creer, y el hecho de que esas 
distintas cosmovisiones sean distantes a nuestros pensamientos, no excluye nuestro respeto. 
Con el propósito de realizar los objetivos de esta investigación, se utiliza un enfoque 
metodológico de tipo cualitativo, específicamente hermenéutico y argumentativo, por 
cuanto se trata de interpretación de textos. Se toma éste, como corpus documental o como 
base para hacer el análisis las sentencias de la Corte Constitucional.  
El corpus a analizar será conformado mediante los siguientes criterios de selección: 
Pertenencia a una línea jurisprudencial específica. Esta línea consiste en “una pregunta o un 
problema jurídico bien definido, bajo el cual se abre un espacio abierto de posibles 
respuestas. Este espacio abierto […] es una estrategia conveniente para graficar las 
soluciones que la jurisprudencia ha dado al problema”2. Es así que, la línea jurisprudencial 
que nos ocupa está relacionada con el derecho a la libertad religiosa y de cultos en 
establecimientos educativos, a propósito de los casos examinados por la Corte 
Constitucional (1991-2017) donde estudiantes o aspirantes a serlo invocan la protección del 
citado derecho en aquellos establecimientos.  
El problema presente en la línea puede ser tratado de manera diferente en las 
distintas sentencias. De tal forma, se puede evidenciar la postura que ha asumido la Corte 
Constitucional sobre este tema a lo largo de los años. 
Es así, como utilizando la metodología de línea de jurisprudencia presentada por 
Diego López, se identifica como sentencia arquimédica3, la T-778 de 2014, por cuanto este 
fallo de la Corte Constitucional fue hallado, como el más reciente que aborda el tema de la 
línea jurisprudencial a analizar. De esta manera, siguiendo con los pasos de la metodología 
                                                          
2LÓPEZ, Diego. El Derecho de los jueces. Bogotá: Legis, 2006. p. 141. 
3Denominada por López, como “una primera sentencia […] que cumpla con los siguientes requisitos: a) que 
sea lo más reciente posible, y b) que, en sus hechos relevantes, tenga el mismo patrón fáctico (o, al menos, el 
más cercano posible) con relación al caso sometido a investigación. De otra forma: la sentencia arquimédica 
debe situarse dentro del mismo escenario constitucional planteado en el caso bajo estudio”. LÓPEZ, Diego. El 
Derecho de los jueces. Bogotá: Legis, 2006. p.168. 
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mencionada, se revisan las sentencias citadas por este fallo y se identifican aquellas que 
pertenecen a la línea jurisprudencial, por cuanto tienen el mismo objeto de estudio. 
En procura de estudiar el asunto, teniendo en cuenta los pronunciamientos más 
actuales de la Corte Constitucional, se utilizan los pasos anteriormente descritos también en 
dos sentencias del año 2017. Se opta por la T-524 de 2017, aunque el fallo estudia la 
solicitud de protección de la libertad de cultos por parte de una profesora, los hechos del 
caso se desarrollan en los establecimientos educativos y la T-152 de 2017, ya que expone 
dentro de su sentencia los diferentes ámbitos en los que se han desarrollado los casos 
estudiados por la Corte Constitucional sobre la libertad religiosa y de cultos, incluyendo el 
educativo. 
En tal sentido, la presente tesis se encuentra conformada por tres capítulos. 
El primero, aborda la importancia que ha tenido la religión para la humanidad, y, 
más particularmente, para las sociedades modernas. De esta manera, se encuentra que las 
tesis secularistas que planteaban el fin de la religión a medida que avanzaba la modernidad 
carecen de validez, al mismo tiempo se constata la gran diversidad religiosa que existe a 
nivel global y regional. Todo ello lleva a la pregunta por el lugar de tal multiplicidad en el 
espacio público y en las instituciones educativas. 
El segundo, presenta el contexto normativo referente al pluralismo religioso en 
establecimientos educativos. De esta manera, coteja las normas constitucionales de 1886 
con las de 1991, respecto al tema de estudio evidenciando los cambios acaecidos a raíz de 
la promulgación de la Carta Política actual. Además, identifica aquellas normas que 
contienen elementos importantes acerca de la libertad religiosa y de cultos, y algunas acerca 
de la educación. Igualmente, se referencian algunas normas alusivas a estos dos derechos. 
El tercero expone y estudia la línea jurisprudencial sobre la libertad religiosa y de 
cultos en establecimientos educativos, específicamente los casos estudiados por la Corte 
Constitucional (1991-2017) donde los estudiantes o aspirantes solicitan la protección de 
este derecho constitucional. Este capítulo contiene una representación gráfica de la línea 
jurisprudencial que permite ilustrar la orientación que ha asumido la Corte Constitucional 
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en cada una de las 16 sentencias que componen este conjunto de fallos agrupados bajo un 
tema en particular. 
Finalmente, este estudio también lo acompañan tres gráficas que permiten observar 



















La Diversidad Religiosa en las Sociedades Modernas 
 
1.1 Pervivencia de la religión en la modernidad “secular” 
El debate sobre la presencia de lo religioso en las sociedades modernas, ha 
retomado una vigencia notable en los últimos años. Contrario a lo que ciertas corrientes 
secularistas y teorías sociales de décadas pasadas presagiaban, hoy se sabe que el proceso 
de modernización que viven múltiples países en todo el mundo no implica necesariamente 
la desaparición de lo religioso. Incluso Peter Berger, uno de los más prominente defensores 
de la teoría, según la cual el avance de la modernidad necesariamente implicaba una 
progresiva secularización4, recientemente ha tenido que admitir que tal teoría estaba 
simplemente errada, llegando a afirmar que “la suposición de que vivimos en un mundo 
secularizado es falsa. El mundo es hoy tan furiosamente religioso como lo ha sido 
siempre”5. Es así que actualmente se habla de la “des-secularización”6 o de la “post-
secularidad”. A propósito de este último, Habermas asegura que hoy en día: “la religión 
mantiene una relevancia pública mientras que va perdiendo terreno la certeza secularista de 
que en el curso de una modernización acelerada la religión desaparecerá a escala mundial”7. 
Manifestaciones llamativas de lo anterior son, por ejemplo, la importancia que tiene la 
religión en países símbolo de la modernidad como EE.UU, o la presencia masiva y 
crecimiento vertiginoso de iglesias protestantes en América Latina, África y Asia8. 
Para comprender la pervivencia de lo religioso en las sociedades y sus distintos 
momentos históricos, incluyendo la modernidad tardía, es pertinente tener en cuenta las 
                                                          
4BERGER, Peter. El dosel sagrado: elementos para una sociología de la religión. Buenos Aires: Amorrortu, 
1971. 
5BERGER, Peter (Ed.). The desecularization of the world: resurgent religion and world politics. Washington: 
Ethics and Public Policy Center, 1999. p. 2. 
6Ibídem. 
7HABERMAS, Jürgen. ¿Qué significa una sociedad ‘postsecular’? Una discusión sobre el Islam en Europa. 
En: ¡Ay, Europa! Madrid: Trotta, 2009. p. 69. 
8MARTIN, David. Pentecostalism: The world their parish. Nueva York: Wiley, 2002. 
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explicaciones sobre la importancia de la religión en los grupos humanos de manera general. 
Una de las más célebres definiciones de “religión” afirma que se trata de: 
(1) un sistema de símbolos que obra para (2) establecer vigorosos, penetrantes y duraderos 
estados anímicos y motivaciones en los hombres (3) formulando concepciones de un orden 
general de existencia, y (4) revistiendo estas concepciones con un aureola de efectividad tal 
que (5) los estados anímicos y motivaciones parezcan de un realismo único9. 
En efecto, otros autores importantes coinciden en que la religión cumple diversas 
funciones de tipo cognitivo-cultural, proporcionando ontologías10, haciendo inteligible el 
mundo y ordenándolo en categorías11. La religión cumple además funciones normativas, 
señalando los comportamientos correctos o incorrectos, y proporciona un fundamento 
simbólico para la cohesión social12. Si en un momento dado los dioses mueren, escribiera 
Durkheim13, la situación de incertidumbre no podría durar eternamente: siempre vuelven a 
surgir nuevas figuras sagradas que guían al menos por un tiempo a la humanidad. 
De manera complementaria a lo anterior, existen diferentes teorías que aportan a la 
compresión de un fenómeno un poco más específico y que nos concierne directamente, a 
saber, aquella fuerte presencia de lo religioso en modernidades aparentemente seculares y 
en Estados que en principio se declaran laicos. Parker14, por ejemplo, nos recuerda que los 
sujetos modernos recurren a ciertas religiosidades como una reacción a la incertidumbre y 
la desorientación que la misma modernidad tardía produce. La modernidad no proporciona 
las certezas y el sentido que los propios modernos demandan15. Si bien en el siglo XIX se 
creía que la Razón y la Ilustración iban a suplir esas demandas, hoy ha ocurrido en 
                                                          
9GEERTZ, Clifford. La Interpretación de las Culturas. Barcelona: Gedisa, 2003. p. 89. 
10ELIADE, Mircea. Lo Sagrado y lo Profano. Bogotá: Labor, 1996. 
11BERGER, Peter. El dosel sagrado: elementos para una sociología de la religión. Buenos Aires: Amorrortu, 
1971. 
12DURKHEIM, Émile. Las formas elementales de la vida religiosa. Madrid: Akal, 1982. 
13Ibíd.,  p. 398. 
14PARKER, Cristián. Mentalidad religiosa post-ilustrada: creencias y esoterismo en una sociedad en mutación 
cultural. En: América Latina y el Caribe. Territorios religiosos y desafíos para el diálogo. Buenos Aires: 
CLACSO, 2009. p. 337-364. 




Occidente un “desencantamiento de la razón”16 y una pérdida de fe en la Ciencia como 
fuente de fórmulas para construir un mundo mejor. Este proceso es explicado por varios 
autores, entre los cuales se destaca Zygmunt Bauman17. Para el sociólogo polaco, es 
pertinente distinguir dos modernidades, una sólida y una líquida. De manera muy sintética, 
en la modernidad sólida prima el valor de la estabilidad de los roles familiares y de las 
estructuras políticas, la duración de las instituciones y las empresas, la lealtad a una iglesia 
o a una comunidad, la certeza de las verdades científicas, los ideales inquebrantables como 
la lealtad a la patria o la fe en el Progreso. Con la profundización del liberalismo, el 
capitalismo, las migraciones, el consumismo, el pluralismo, el cuestionamiento de las 
formas de autoridad y el desencanto en la ciencia, las estructuras sólidas de antaño pierden 
sustento simbólico y se empiezan a “diluir” –de ahí la metáfora de la “liquidez” de la 
modernidad tardía utilizada por Bauman–, las instituciones pierden credibilidad, 
legitimidad y poder, los vínculos humanos se hacen cada vez menos fuertes, las certezas 
tienen una vida mucho más corta.  
Lo anterior genera lo que Berger y Luckmann18 llaman la “crisis de sentido” de 
nuestra modernidad. Estos autores explican que la gran diversidad de marcos referenciales 
que se presentan a los individuos –en el marco del flujo de objetos, narrativas, símbolos, 
etc., gracias, en buena medida, al desarrollo de las tecnologías de comunicación y de 
transporte–, genera confusión y desorientación. La pluralidad de referencias, 
paradójicamente, no redunda en una fundamentación más sólida de los marcos referenciales 
que los individuos necesitan. Añaden Berger y Luckmann19 que, en nuestra época, es 
necesario disociar analíticamente los conceptos de comunidad de vida y comunidad de 
sentido. En otros tiempos, la comunidad de vida proporcionaba las fuentes de sentido claras 
y sólidas que los individuos utilizaban en su vida cotidiana. En otras palabras, las 
comunidades de vida –allí donde los individuos desarrollaban su vida social– eran también 
                                                          
16MARDONES, José. El discurso religioso de la modernidad. Habermas y la religión. Barcelona – México: 
Anthropos– Universidad Iberoamericana, 1998. 
17BAUMAN, Zygmunt. Modernidad Líquida. Buenos Aires: Fondo de Cultura Económica de Argentina, 
2002. 
18BERGER, Peter y LUCKMANN, Thomas. Modernidad, pluralismo y crisis de sentido. Barcelona: Paidós, 
1997. 
19Ibíd., p. 13.   
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comunidades de sentido. Las comunidades de vida actuales, en medio de la gran diversidad 
e inestabilidad de referencias, no son necesariamente comunidades de sentido estable. Es 
por eso que las personas pueden verse avocadas a buscar comunidades de sentido más allá 
de sus comunidades tradicionales o medios cotidianos, buscando nuevas referencias en 
comunidades religiosas o espirituales, las cuales sí ofrecen orientación moral y ontológica, 
y todas aquellas funciones de la religión en general mencionadas arriba. Es así que, la 
religión se concibe en ciertos sectores como una alternativa que podría devolver el sentido 
de la vida, los valores y la orientación necesarios en determinadas circunstancias de la vida 
social contemporánea20.  
El marco teórico planteado por Berger y Luckmann21, permite comprender que el 
acceso a la diversidad religiosa disponible ahora para los colombianos, también tiene que 
ver con los intereses personales de los individuos que ven en dicho acceso la posible 
solución a algunos de sus problemas personales, tanto a nivel espiritual como material. Las 
diferentes adscripciones religiosas de las que hoy se reclama un número creciente de 
colombianos se presentan como fuentes de trascendencia que ya no encuentran en sus 
cotidianidades “seculares”22. Confirmando lo anterior, Bahamondes23 argumenta que 
actualmente los grupos están constantemente inventando nuevas respuestas para sus 
búsquedas de sentido, las cuales son motivadas porque ya no se cree de la misma manera en 
el Progreso y por las condiciones de incertidumbre y constante cambio que la misma 
modernidad produce. Se percibe una revaloración de las religiosidades o espiritualidades 
como fuentes de orientación y bienestar para los individuos.  
 
 
                                                          
20HABERMAS, Jürgen. Entre naturalismo y religión. Barcelona: Paidós, 2006. 
21BERGER, Peter y LUCKMANN, Thomas. Modernidad, pluralismo y crisis de sentido. Barcelona: Paidós, 
1997. 
22SARRAZIN, Jean y TAMAYO, Nicolás. Vivir islámicamente en Colombia: manifestaciones de una 
búsqueda de trascendencia. En: Nómadas. Bogotá. Abril, 2017, no. 46. 
23BAHAMONDES, Luis Andrés. Una mirada a la metamorfosis religiosa en América Latina: nuevas ofertas 
de sentido en la sociedad contemporánea. En: Revista Científica Guillermo de Ockham. Cali. Diciembre, 
2012, vol. 10, no. 2.  p. 109-116. 
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1.2 El hecho de la pluralidad religiosa en Colombia 
En las últimas décadas, muchos países de América Latina han experimentado un 
llamativo proceso de crecimiento de su diversidad religiosa, generando un impacto sobre la 
hegemonía católica que existió desde el periodo colonial24. Esto ocurre en un contexto de 
flujos globalizados y de pluralismo estatal que favorecen la presencia, en unos mismos 
espacios, de la diversidad cultural y religiosa. Adicionalmente, es notable la alta movilidad 
religiosa de los individuos, lo cual implica que se multiplican las denominaciones y 
adscripciones religiosas, complejizando el campo de estudio. Es así que Bastian25 nota que 
uno de los hechos más importantes en relación a la mutación y la pluralización del campo 
religioso latinoamericano, es el desarrollo de las iglesias pentecostales. Los nuevos 
movimientos religiosos han llegado a fortalecerse a tal punto, que los estados han tenido 
que diseñar leyes y políticas para regularlos. Bastian26 invita a preguntarnos por la relación 
entre estos movimientos y la política estatal, notando que varios de ellos constituyen un 
peso electoral importante, y también conforman sus propios partidos y movimientos 
políticos. 
En lo que respecta a Colombia particularmente, los estudios de corte histórico 
señalan, por ejemplo, el control eclesiástico sobre la educación que hubo en el país en el 
siglo XIX y las primeras tres décadas del siglo XX, así como las reformas liberales del 
gobierno de López Pumarejo a favor de la educación laica, el retorno del confesionalismo a 
mediados del siglo XX con la asistencia obligatoria a actos religiosos, o el ejercicio del veto 
a maestros, a textos de enseñanza, a tesis de grado, etc., por parte de la jerarquía 
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eclesiástica27. Con el avance de la modernidad se observa en Colombia un debilitamiento 
de la hegemonía de la institución Católica en el campo religioso, y, por lo tanto, una 
pérdida de influencia de dicha institución en la educación28. 
En el contexto de una creciente diversificación y fragmentación del campo religioso 
en Colombia es notable la reconfiguración del universo cristiano, donde el crecimiento y 
expansión del Pentecostalismo es un fenómeno que llama particularmente la atención29. Se 
trata de un proceso en el cual la Iglesia católica y, en menor medida, los protestantismos 
históricos, observan impotentes cómo un importante porcentaje de sus miembros busca 
nuevas opciones de fe. Esto ha generado una pluralización religiosa en Colombia, y un 
aumento en el número de adeptos a nuevas religiosidades, lo cual conduce a la pregunta por 
la tolerancia frente a esta diversidad y el lugar de las minorías religiosas en la sociedad 
colombiana. Finalmente, cabe notar una de las paradojas del fenómeno actual: la 
secularización que pretendía imponer la modernidad, lejos de disminuir la religiosidad de la 
población, la ha reactivado a través de su diversificación. La separación de la Iglesia y el 
Estado, una de las consecuencias del proceso de secularización –el cual se abordará más 
adelante–, en realidad favoreció la proliferación y el crecimiento de nuevos movimientos 
religiosos, como los llamados pentecostalismos30, los cuales ya no tuvieron que luchar 
frente al gran poder que tenía la Iglesia católica en su vieja alianza con el Estado. 
Por otro lado, el Estado pluralista, como lo es Colombia desde la Constitución 
Política de 1991, permitió la entrada de nuevos actores religiosos, los cuales seducen a una 
parte de la población. Al abandonar el catolicismo, el resultado no es la “no creencia”, 
como dice Parker31 sino que la mayoría de individuos buscan otras alternativas religiosas. 
Como ya se ha señalado, muchas de esas personas que abandonan el catolicismo migran 
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hacia iglesias evangélicas y, más específicamente, pentecostales. En su investigación sobre 
este tipo de migración religiosa, Sarrazin y Arango32 muestran que las personas abandonan 
el catolicismo y prefieren el pentecostalismo ya que este último les evoca emociones más 
fuertes, les proporciona una orientación moral más clara y corresponde mejor con los 
valores modernos relacionados con el progreso personal. Por demás, estos creyentes viven 
su nueva filiación religiosa de manera más intensa y con mayor convicción y motivación, 
razón por la cual esta religiosidad tiene mayor presencia en el espacio público hoy en día. 
 
1.3 Diversidad religiosa en establecimientos educativos 
Considerando lo expuesto hasta ahora en este capítulo, donde se demuestra la 
importancia de la religión para los individuos en general, y más particularmente en las 
modernas sociedades latinoamericanas, cabe entonces repensar el lugar que se le debe 
atribuir a la religiosidad en la esfera pública, y más específicamente, reflexionar sobre la 
relación entre las instituciones –tales como las educativas–  y la religión.  
De manera general, se puede afirmar que la diversidad cultural y religiosa se 
convierte actualmente en un reto para la convivencia y la cohesión social. La pregunta por 
la diversidad religiosa en los establecimientos educativos se enmarca así en una pregunta 
más amplia por el lugar de la diferencia cultural en las sociedades modernas y sus 
instituciones, un campo que está a su vez relacionado con los efectos concretos del 
pluralismo en la vida social. 
La existencia de una diversidad religiosa en el mundo, aunada al derecho a la 
libertad religiosa de cada individuo, y potenciada por un contexto globalizado en el que 
fluyen e interactúan diferentes visiones de mundo, implican que en los establecimientos 
educativos también es probable –y quizás cada vez más–, encontrar sujetos con diferentes 
creencias de tipo religioso. Los docentes y las instituciones, en consecuencia, deben 
adaptarse a estas realidades socio-religiosas plurales y convienen respetar los derechos de 
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los sujetos a practicar sus diversas creencias. Como lo afirma Méndez, esta realidad plural 
significa “una diversidad de posibilidades en la composición del alumnado de una clase, 
que hay que diagnosticar cada año. Puede haber homogeneidad total, puede darse una 
amplia mayoría homogénea con una o varias minorías heterogéneas, puede darse una 
combinación de varias identidades diversas en equilibrio o en dispersión”33. La 
heterogeneidad de voces implica un reto para las sociedades democráticas en general, y 
para sus instituciones en particular; frente a la heterogeneidad, “se trata de permitir y de 
cultivar su desarrollo en la armonía del conjunto al que todas pertenecen. No se trata de 
excluir o reducir al silencio, sino de atender escolarmente en común el derecho que todos 
tienen”34. El reconocimiento y la inclusión de las diferencias en los ámbitos educativos 
constituyen un ejemplo de gran importancia, ya que permiten transmitir los principios de 
respeto y tolerancia de las distintas convicciones a los jóvenes ciudadanos que se forman en 
estas instituciones. En palabras de Méndez:  
Que se conozcan y se comuniquen las diversidades es esencial a la vida social y al 
aprendizaje escolar de la misma; no es una lesión sino una riqueza que no debe ser 
escondida, acallada ni suprimida. En todo caso es una ocasión propicia para el ejercicio de 
los principios de tolerancia, convivencia, comprensión mutua y amistad en la paz35. 
Dada la situación de diversidad religiosa en los establecimientos educativos, 
existen, según Méndez36, dos tipos de discriminación religiosa. El primero ocurre cuando 
no respetan los derechos escolares de un estudiante en razón de su pertenencia religiosa. El 
segundo tipo de discriminación se presenta cuando “se afecta el derecho a la profesión de la 
propia fe y a la educación en ella en el ámbito escolar”37. Aquí es importante tener en 
cuenta la libertad religiosa y de cultos tanto de los niños, como de sus padres. El rol del 
Estado es clave en este tipo de análisis, cuyo marco jurídico debe ser respetado en cualquier 
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decisión38. Sin embargo, como señala Jiménez de Madariaga39 refiriéndose a las 
problemáticas educativas, aunque el marco jurídico favorezca la integración, en realidad 
dicho marco carece de sentido si no se buscan estrategias para llevarlo a la práctica en 
contextos sociales reales. 
 
1.4 Aportes sobre la religión en la esfera pública 
José Mardones40 plantea una propuesta normativa respecto a la relación entre el 
Estado y la religión en nuestros días. Las sociedades democráticas, afirma, aún no saben en 
realidad cómo manejar dicha relación que es, no obstante, fundante y fundamental en la 
constitución del Estado-Nación moderno. Después de una historia conflictiva como la que 
se vivió en Europa durante las guerras de religiones, las democracias actuales instauran las 
políticas laicas y pluralistas, lo cual sería la mejor solución para evitar volver a dichos 
conflictos. Las democracias se ven avocadas a la laicidad, es decir, a construir Estados 
independientes de cualquier religión en particular. Quienes defienden la laicidad de las 
instituciones estatales argumentan que, justamente porque vivimos en una era de 
globalización y pluralización social y religiosa, un estado democrático no podría seguir los 
lineamientos de una religión en especial, ya que esto sería injusto para con las demás 
religiones, las cuales se verían excluidas y quedarían en una situación de desventaja 
respecto a la religión acogida por las instituciones estatales41. Un Estado laico debe ser un 
estado no sólo a-confesional, sino neutral respecto a todas las religiones institucionalizadas. 
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“La neutralidad y a-confesionalidad del estado son condiciones necesarias para la 
realización del pluralismo en una sociedad democrática liberal”42. 
Se asume entonces que los Estados deben favorecer la convivencia de ciudadanos 
con diversas creencias religiosas o ideológicas43. Es así que autores como Touraine44 
plantean que la educación en la actualidad debe preparar al sujeto no sólo para tener éxito 
en el mundo laborar, sino que los establecimientos educativos deben preocuparse por 
formar sujetos con capacidades para vivir en un mundo de diversidad cultural, étnica y 
religiosa. Con esto, Touraine, llega a afirmar que la escuela debe centrarse en las 
problemáticas relacionadas con la convivencia en la diferencia. 
Desde la academia generalmente se ha asumido que puede y debe existir en la esfera 
pública una “ética laica, autónoma, es decir, independiente de cualquier religión o 
cosmovisión”45, basada en una racionalidad comprensible por cualquier ciudadano del 
Estado. Asimismo, existiría una “razón secular” basada en “el conocimiento compartido 
sobre el mundo y la realidad”46. La religión, por su parte, debería aceptar que no competirá 
con el Estado por el poder y no aspirará a monopolizar las creencias de los ciudadanos.  
A pesar de lo anterior, Mardones, como muchos otros, reconoce que dicha 
separación ideal de la religión no se da en la práctica. Aunque el estado se pretenda laico, 
persisten los conflictos entre la religión y el Estado, y ello por varias razones. Por un lado, 
se reconoce que un estado laico, al plantear sus políticas, actúa en favor o en contra de 
ciertos valores y concepciones de mundo. En otras palabras, es necesario reconocer que, 
aunque un estado se pretenda laico y neutral, siempre toma partido en uno u otro sentido, 
siempre está basado en una cierta visión de mundo y en determinados valores que no son 
necesariamente ni neutrales ni universales. Dado lo anterior, algunas religiones, con sus 
propias visiones de mundo y sus propios valores, pueden entonces sentirse excluidas o 
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contrariadas respecto a las posiciones y políticas definidas por el estado. Por otro lado, 
aunque las religiones aceptasen ser excluidas del poder estatal, ellas no renuncian a tener 
influencia en determinados aspectos de la vida social, incluyendo el espacio público y las 
políticas gubernamentales. En otras palabras, “el creyente no acepta una cultura y un estilo 
de vida definido exclusivamente desde los parámetros de la secularización”47, y muchos 
creyentes se rehúsan a limitar su accionar a la esfera de lo privado. Sobre esto tenemos 
evidencia en Colombia, donde, por ejemplo, algunas iglesias evangélicas reclaman una 
posición en diferentes espacios de la institucionalidad estatal y buscan imponer allí sus 
puntos de vista48. 
Surgen también otros tipos de roces, por ejemplo, cuando ciertos actores entienden 
la laicidad como una ideología militante que debe luchar contra toda manifestación 
religiosa, considerando entonces que cualquier religión puede ser perniciosa para la 
democracia y las libertades del hombre. Esta visión, que puede ser llamada “laicista”49, es 
entonces profundamente anticlerical, antirreligiosa, y cree obstinadamente que la religión y 
la democracia son incompatibles, por lo que una no puede convivir con la otra. Por demás, 
desde el laicismo radical se piensa que la racionalidad secular y científica es o debe ser la 
única y exclusiva guía para nuestras acciones, nuestro estilo de vida, nuestros valores. Pero, 
como señala Mardones –y en esto concuerda con Habermas, como veremos–, “esta laicidad 
tiene que entender que no posee la exclusividad de la racionalidad a la hora de determinar 
proyectos de vida”50. La posición radical del laicismo no deja de recordar ciertos 
integrismos religiosos, ya que, aunque en extremos ideológicos opuestos, ambos buscan la 
uniformización y homogenización cultural de la población.  
Norberto Bobbio parece coincidir con Mardones al señalar los problemas del 
laicismo. Es así que Bobbio, como respuesta al manifiesto laico que firmaron algunos 
intelectuales italianos a propósito de la religión en la escuela, criticó la posición beligerante 
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de dicho manifiesto, así como su lenguaje “emotivo y visceral, que no se expresa con 
argumentos”51, y mucho menos con “argumentos racionales”, los cuales son, según el autor, 
el deber de una persona que pretende distinguirse del creyente. Bobbio sostiene una 
posición a favor de un Estado democrático, liberal y laico, y considera que dicho estado no 
debe financiar las escuelas privadas confesionales. Sin embargo, el autor está en contra del 
laicismo, es decir, aquella posición beligerante que emprende una lucha –incluso con el uso 
de la fuerza–  para imponer sus términos y sus puntos de vista a toda la sociedad, 
incluyendo, por consiguiente, a los creyentes religiosos que viven en esa sociedad. El 
laicismo no es entonces lo mismo que una cultura laica. La segunda, que es la que Bobbio 
apoya, no necesita emprender cruzadas de conversión al laicismo, sino que es una cultura 
tolerante que no se cierra en un sistema de ideas de manera definitiva. Un intelectual laico 
“no pretende que los demás piensen como él y rechaza el brazo secular para defenderlo”.52 
De igual manera, Mardones añade que el “secularismo” también puede ser 
intolerante y contrario al pluralismo de ideas y de creencias. El proyecto secularista, “sacó a 
la religión de su posición social central y liberó a las ‘esferas de la realidad social’ o 
instituciones, de una dependencia infantil respecto a la misma. Pero su afirmación unilateral 
y sin fisuras ha conducido a una absolutización que desconoce sus propias limitaciones, las 
sacralizaciones que ha dado origen y las formas intolerantes de ideologías, como el 
laicismo beligerante o formas pseudo-religiosas como los totalitarismos del siglo XX”53. En 
este punto, las palabras de Mardones recuerdan inevitablemente a las de Bobbio. 
Ni los laicistas o secularistas beligerantes, ni los creyentes integristas son 
pluralistas, ya que no aceptan la presencia de otras formas de pensamiento. Ambos buscan 
monopolizar la esfera pública e imponer sobre los demás su punto de vista. Este aspecto es 
particularmente sensible en lo que respecta a la educación, ya que se demuestra que no 
basta con expulsar a la religión de estos espacios colectivos, pretendiendo que dicha 
expulsión va a generar automáticamente un contexto más democrático y pluralista. La 
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cuestión es si podemos vivir juntos en la diferencia, retomando las palabras de Touraine54, 
y cómo los establecimientos educativos pueden asumir esa diferencia y formar sujetos que 
la respeten. Por otro lado, la religión en la escuela tampoco puede ser impuesta ni puede 
tener pretensiones integristas. 
Para Bobbio, como para muchos otros, es innegable que una religión propone unos 
valores. La separación entre religión y valores –por ejemplo, los valores democráticos– es 
sumamente difícil de establecer. El mismo ethos democrático, según autores como Metz, 
citado por Mardones55, proceden de la religión en Occidente. En el derecho y en las leyes 
están ya implícitos ciertos valores que no se pueden desligar de un ethos cristiano. Esto 
lleva a notar que cualquier razón moral está necesariamente asentada sobre una tradición; 
no podemos ignorar que la modernidad y sus valores surgió de una matriz cristiana, y es en 
ese marco que se desarrolla también, de manera más reciente, el pluralismo. 
De acuerdo con Metz, Mardones, o incluso Gauchet56, el Estado laico, pluralista y 
democrático, tomó algunos valores y una cierta visión de mundo de origen cristiano. La 
diferencia radica en que la religión católica institucionalizada no está ya al mando del 
Estado, es decir, que la institución católica no es la que toma las decisiones estatales. Las 
religiones se han ido transformando y las nociones de lo sagrado y lo trascendente pueden 
encontrarse en otros discursos o instituciones consideradas convencionalmente como 
“seculares”57.  
Finalmente, y a propósito de esas transformaciones de lo religioso hacia visiones de 
mundo, creencias y sistemas de valores que ya no son identificados como “religiones”, 
existe el problema práctico de la inclusión de la diversidad religiosa, ya que los Estados no 
necesariamente están en capacidad de reconocer y manejar las nuevas formas de 
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religiosidad, especialmente aquellas formas desinstitucionalizadas, sincréticas, 
descentralizadas, que no obedecen a patrones organizativos tradicionales. Las democracias 
no pueden entonces afirmar con certeza que saben exactamente cuáles son aquellas 
religiones que conforman la sociedad civil. Quizás por eso sea problemático pensar en que 
la escuela u otras instituciones públicas pretendan ser incluyentes al reconocer sólo una 
lista determinada de religiones. Dicha lista se quedará siempre corta respecto a la verdadera 
diversidad religiosa en nuestras sociedades complejas y abiertas a la globalización. Es 
necesaria una posición abierta y tolerante que no delimite de antemano cuáles son las 
religiones que reconoce y tolera. Volviendo a Bobbio58 y lo que él llama “cultura laica”, lo 
que se busca es un espacio abierto a las diferencias, un espacio que reconoce que no tiene la 
única y última verdad, que no se cierra en un sistema de ideas de manera definitiva, incluso 
si ese sistema se denomina “secular”. 
Respecto a los conceptos de secularidad, secularización y secularismo, ningún autor 
presenta con tanta propiedad lo que distingue y diferencia estos conceptos como José 
Casanova. 
En cuando a “lo secular”, aclara Casanova59, se trata de una categoría epistémica 
central en la modernidad, y que atañe al ámbito político-legal. Lo secular ha sido entonces 
usado desde los discursos fundantes de la modernidad para entender aquello que se 
diferencia de “lo religioso”. Así pues, se trata de un par dicotómico (secular/religioso) 
donde un término no existe si no es por referencia y oposición al otro. El proyecto de 
construcción de la modernidad pretende crear esa diferenciación tajante, aunque en la 
práctica no hay nada más difícil que separar lo religioso de lo secular60. No siempre es 
absolutamente evidente cuándo una práctica, una creencia, o una visión de mundo puede 
ser llamada, sin lugar a dudas o a discusión, “religiosa” o, por el contrario, “secular”61. En 
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una reciente revisión de las definiciones académico-científicas de la categoría de “religión”, 
Sarrazin62 concluye que no existe claridad ni consenso a este propósito. De manera si no 
hay claridad sobre qué tipo de fenómenos son clara e indiscutiblemente “religiosos”, 
tampoco podemos definir fácilmente aquello que sería considerado como “secular”. Quizás 
haya cierto acuerdo respecto a las religiones institucionalizadas, tradicionales y 
convencionalmente llamadas así –hinduismo, cristianismo, Islam, Judaísmo, etc.– las 
cuales se entienden tácitamente como esferas diferenciables de lo secular. No obstante, la 
verdad es que vivimos en un mundo de constantes transformaciones y sincretismos, por lo 
que la realidad cultural no se puede limitar a ciertas categorías tradicionales. 
Puesto que no hay claridad ni unanimidad respecto a qué es “religioso” y qué es 
“secular”, la diferenciación, es decir, el momento en que los distintos actores sociales – 
académicos, líderes políticos, legisladores, jueces, etc.–, pretenden afirmar definitivamente 
que determinada práctica, creencia o visión de mundo son “religiosas” o “seculares”, es, 
como proponen Arnal y McCutcheon63, un acto de clasificación que generalmente se da en 
el marco de relaciones de poder: una forma de clasificación se impone sobre otras, lo cual 
tiene efectos políticos considerables.  
En cuanto a la secularización, señala Casanova64, se trata de un término referente a 
los procesos –reales o supuestos– de transformación de las sociedades modernas, las cuales 
serían cada vez menos influenciadas por la religión. La secularización, como ya vimos, es 
un concepto que se convirtió en parte esencial de las teorías sociales sobre la modernidad 
que reinaron hace varias décadas. Se trata de una teoría teleológica que vaticinaba el 
eventual fin de lo religioso a medida que la modernidad avanzaba en el mundo. Este 
modelo teleológico del cambio sociocultural estaba marcado por un cierto evolucionismo 
según el cual las sociedades “primitivas” eran más religiosas que las modernas65. Por otro 
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lado, parte de esa teoría presuponía que, en la eventualidad que lo religioso se mantenga a 
pesar de la modernización, sólo se limitaría a la esfera de lo privado, una tesis conocida 
también como “la privatización de la religión”66.  
Sin embargo, se mencionó que la gran teoría de la secularización, con sus 
componentes de desaparición y privatización, ha sido contundentemente criticada en las 
últimas décadas. Así, por ejemplo, autores como Peter Berger, inicialmente grandes 
defensores de dicha teoría, tuvieron que reconocer que la religión no solo resistía a los 
avances de la modernidad, sino que en muchas sociedades del mundo aumentaba de manera 
paralela al avance de los procesos de modernización. En otras palabras, modernización y 
religiosidad pueden ir de la mano. Un solo aspecto queda vigente de la gran teoría, y ese es, 
como Casanova67 nos recuerda, que quizás la modernización sí genere una creciente 
diferenciación de las esferas institucionales, de manera que la esfera de la religión 
institucional se diferencia claramente de la esfera de la política institucional68. 
En lo que respecta al concepto de “secularismo”, este puede ser entendido como una 
perspectiva, una visión de mundo o una ideología que aboga por la secularización de la vida 
social, promoviendo -implícita o explícitamente- los procesos considerados como moderno-
seculares en el mundo. Se trata, como dice Casanova69 de un punto de vista ideológico-
normativo, ya que sostiene que la secularización es el deber ser de las sociedades modernas. 
En otras palabras, se trata de una “doxa moderna”70.  
Para Casanova71, se puede decir que ciertas teorías son secularistas en la medida en 
que pretenden afirmar que la religión corresponde a un estado primitivo de la humanidad, y 
que, si “aun” existe, es porque se preserva como una suerte de reliquia del pasado. Por 
demás, ciertas teorías políticas secularistas presuponen que la religión es una fuerza 
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irracional o una forma no racional de discurso que debería desaparecer del debate público 
en cualquier democracia72. Casanova llega incluso a afirmar que estas expresiones de 
secularismo se manifiestan en ciertas expresiones del liberalismo o del laicismo 
republicano. 
Como Taylor73 ha propuesto, vivimos en una “Era Secular” en la cual coexisten dos 
tipos de marcos referenciales para los individuos: el marco de inmanencia y el marco de 
trascendencia. El primer marco es aquel en el que se realizan las actividades cotidianas y 
productivas, las cuales pueden llevarse a cabo por parte de los individuos sin ninguna 
referencia a entidades o dimensiones trascendentes. Sin embargo, Taylor insiste en que la 
existencia de este marco de inmanencia no excluye o anula la existencia de marcos de 
trascendencia a los cuales remiten también los individuos en diferentes situaciones de su 
vida. Vivimos en una era secular no porque se hayan acabado o se estén acabando los 
marcos de trascendencia –como los que proponen las religiosidades–, sino porque el marco 
de inmanencia se ha convertido en aquel que goza de mayor legitimidad en los sectores 
dominantes de las sociedades modernas o en vías de modernización. En palabras de 
Casanova74, vivimos la naturalización de la “no creencia” o de la “no religión” como si se 
tratase de la condición normal de cualquier ser humano en la modernidad. Los hechos que 
contradicen semejante suposición han sido señalados por el mismo Casanova o por Peter 
Berger. El caso más llamativo es el de Estados Unidos, un país líder de la modernidad, 
donde se observan altos niveles de religiosidad entre su población. Recurriendo a la teoría 
de Taylor, se puede decir que en Estados Unidos la población recurre a un marco de 
inmanencia en cuestiones de productividad y administración, pero también tiene muy 
presente un marco de trascendencia que guía sus vidas. La coexistencia de ambos marcos 
en una misma población se ha observado igualmente en países como Colombia75. 
                                                          
72Ibíd., p. 1052. 
73TAYLOR, Charles. A Secular Age. Cambridge: Harvard University Press, 2007. 
74CASANOVA, José. The secular and secularisms. En: Social Research. Estados Unidos, 2009, vol. 76, no. 4. 
p. 1053.  
75SARRAZIN, Jean y TAMAYO, Nicolás. Vivir islámicamente en Colombia: manifestaciones de una 
búsqueda de trascendencia. En: Nómadas. Bogotá. Abril, 2017, no. 46. 
29 
 
Pero si la modernización en sí misma no lleva necesariamente al progresivo 
descenso de las prácticas y creencias religiosas, parece necesario encontrar otra explicación 
a la innegable expansión de esa secularidad en la que el marco de inmanencia se convierte 
en la referencia más legítima. Para Taylor76, se trata de una profecía autocumplida que se 
difundió con el proceso de colonización. Desde la Ilustración europea, en efecto, se impuso 
el discurso de la emancipación de la religión y sus creencias “irracionales”. Esta 
emancipación progresiva implicaba un rechazo crítico de todo tipo de trascendencia que 
fuera más allá de la realización humana. En este sentido, el secularismo se encargó de auto-
justificarse planteando una historia humana en la que era justo y necesario que las personas 
de todo el mundo debían emanciparse y, por lo tanto, liberarse de las imposiciones de las 
religiones. Se creó así un mito moderno que llevaba de la oscuridad de las creencias 
irracionales a la racionalidad pura y diáfana77. Todo ello, por supuesto, no hacía más que 
confirmar la superioridad del pensamiento secular moderno. Ser secular, en este orden de 
ideas, no es vivido como una elección propia de un momento sociocultural particular –la 
modernidad–, sino como el resultado obvio y necesario de cualquier persona que pretenda 
progresar y ser moderna78. Para la mayoría de europeos, es “natural” que una persona 
moderna, liberal, ilustrada no sea “religiosa”. Ser secular significa avanzar, dejar atrás la 
religión, emanciparse de ella, sobrepasar las formas irracionales de ser y de pensar79. Es así 
que las teorías de la secularización se auto-confirman por parte de los mismos intelectuales 
herederos del discurso moderno-liberal ilustrado. 
Existe además un cierto “secularismo político”80 que no necesariamente considera 
de manera negativa la religión, ni tampoco asume que la religión será cada vez más 
irrelevante. Por el contrario, este secularismo político estaría dispuesto a aceptar que la 
religión es un recurso moral o una reserva colectiva de valores compatibles con la 
organización social y la vida moderna. Sin embargo, señala Casanova, este secularismo 
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político puede llevar al problemático ideal de contener la religión en una esfera 
diferenciada y alejada de las decisiones políticas.  
Las posiciones secularistas se han encargado de difundir la idea de que la religión es 
intolerante y genera guerras. Esta afirmación se basa en el imaginario de sectas religiosas 
de tipo islámico, o en el imaginario de un pasado europeo donde la religión habría sido 
intolerante y fuente de confrontaciones violentas. Todas estas afirmaciones parecen 
implicar que los europeos se liberaron o dejaron atrás su propia intolerancia gracias a que 
dejaron atrás su religión. De esta manera el argumento de la tolerancia se ha convertido en 
una justificación para la secularidad. Pero se trata de un argumento circular, de una 
tautología que no tiene ningún sustento empírico en la historia colectiva de las sociedades 
del siglo XX o en las experiencias personales de la mayoría de los modernos 
contemporáneos81. 
Curiosamente, en la historia de Occidente el siglo XX, fue un período violento y 
sangriento, un siglo supuestamente secularizado como ningún otro. Todos los horribles 
genocidios y actos de barbarie violenta, por ejemplo, los millones de jóvenes europeos 
muertos en las trincheras de la Primera Guerra Mundial, o las millones de víctimas que dejó 
la revolución Bolchevique, la gran hambruna de Ucrania, los repetidos ciclos de terror 
estalinista o, el peor de todos, el holocausto Nazi que dio lugar a una guerra mundial y al 
uso de bombas nucleares en Hiroshima y Nagasaki, todas estas son expresiones de 
violencia que se fundamentaron no en el fanatismo y la intolerancia religiosa, sino en 
ideologías modernas y seculares. Sin embargo, el discurso dominante en Occidente parece 
tener una memoria muy selectiva, borrando todo lo anterior y, en cambio, reproduciendo 
insistentemente memorias sobre las guerras religiosas de un pasado europeo. Estas 
memorias, no obstante, sirven al discurso secularista proporcionando modelos para 
imaginar la amenaza que representarían las religiones hoy en día. Esta memoria histórica 
selectiva82 protege la percepción que quieren tener los mismos occidentales de su 
construcción moderna secular, proporcionando así una justificación auto-proclamada sobre 
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la necesidad de separar la religión de la política para que pueda haber democracia y paz 
global. 
De otra parte, también es necesario reconocer que las democracias actuales –
incluyendo las europeas– no son tan seculares como las teorías secularistas pretenden. Los 
países nórdicos, por ejemplo, son excelentes ejemplos de sociedades democráticas y muy 
pacíficas, donde la presencia de la iglesia (Protestante) en el Estado ha sido abiertamente 
reconocida. De otra parte, los estados europeos, recuerda Casanova83, están lejos de ser 
intrínsecamente seculares o neutrales, lo cual tiene su ejemplo más claro en el hecho de que 
la cristiandad, exceptuando la Iglesia católica, favoreció el establecimiento de las 
democracias en muchos países del mundo.  
En lo que se refiere a Estados poscoloniales, éstos tienen dinámicas particulares 
respecto a la secularización de su política. El caso de Estados Unidos es particularmente 
diciente. La naciente nación norteamericana, basada en 13 colonias, no tenía una iglesia 
nacional común a todas ellas, por lo que, a diferencia de casos europeos como Francia, no 
tenía la necesidad de separarse de una iglesia muy poderosa que pudiera impedir el 
establecimiento de un nuevo gobierno independiente de ella. No hubo entonces en el país 
norteamericano una relación hostil entre el nuevo gobierno y una vieja iglesia. Para los 
norteamericanos era importante que hubiera una separación, no porque se creyera que la 
religión era incompatible con la democracia, sino porque se observó la necesidad de que un 
Estado federal fuera tolerante respecto a las distintas formas religiosas, por lo cual el 
Estado no debía adscribirse a una religión en particular. El ejercicio de la religión por parte 
de los individuos fue una prioridad que debía ser protegida y se observó la necesidad de 
construir las condiciones de posibilidad para un pluralismo religioso en la sociedad.  
 
1.5 Del Liberalismo de Rawls a la “Razón Comunicativa” de Habermas 
En un artículo donde se sintetiza el debate que ha enfrentado a Habermas y Rawls, 
Cepeda recuerda que el problema fundamental ha sido planteado por Habermas bajo la 
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pregunta: “cómo puede ser integrado socialmente un mundo diferenciado, pluralizado, 
desencantado”84. Este, en principio, podría decirse que es el mismo objetivo que se propone 
Rawls en “Liberalismo Político”85. Tanto Habermas como Rawls consideran, según 
Cepeda, que “la unidad en condiciones de pluralidad se logra por medio de un 
ordenamiento social que pudiera ser objeto de acuerdo en condiciones de igualdad y de 
libertad”86 
Para Rawls, los ciudadanos libres deben poder llegar a definir leyes que los atañen 
en intereses comunes y que son, por lo tanto, propios de la esfera pública. En lo relativo a 
esta esfera, Rawls87 propone la constitución de una “razón pública”, la cual se diferencia de 
la razón moral, o de las razones de las iglesias, las universidades u otras asociaciones de la 
sociedad civil. Literalmente Rawls define la “razón pública” así: “en una sociedad 
democrática, la razón pública es la razón de ciudadanos iguales que, como un cuerpo 
colectivo, ejercen poder político terminante y coercitivo unos respecto de otros aprobando 
leyes y mejorando su constitución”88. Para este autor, es necesario aclarar que la razón 
pública concierne las cuestiones básicas o fundamentales de convivencia de los ciudadanos. 
“Los límites impuestos por la razón pública no rigen para todas las cuestiones políticas, 
sino sólo para aquellas que implican lo que podríamos llamar «esencias constitucionales» y 
cuestiones de justicia básica”89 Las esencias constitucionales, según Rawls90, pueden ser 
asumidas razonablemente como aceptadas por todos los ciudadanos de acuerdo con sus 
principios e ideales. Así pues, la legitimidad de la coerción de las leyes debe ser reconocida 
por los ciudadanos, quienes deben considerar que las acciones tomadas desde la razón 
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pública son razonables y racionales. Los ciudadanos deben entonces comprender y dar a 
comprender los principios que fundan esa “razón pública”91.  
Para Rawls es “fácil conseguir un acuerdo acerca de lo que deberían ser los 
derechos y libertades básicos, no hasta el último detalle, evidentemente, pero sí en líneas 
generales”92. En consecuencia, las políticas públicas deben “justificarse para todos los 
ciudadanos, como exige el principio de legitimación política. Agreguemos a eso que, al 
proceder a tales justificaciones, tenemos que limitamos a apelar a creencias generales 
actualmente aceptadas y a formas de razonar procedentes del sentido común, y a los 
métodos y a las conclusiones de la ciencia siempre que no resulten controvertidos”93. 
Sin embargo, la idea de “razón pública” excluye la posibilidad de que diferentes 
visiones del mundo e intereses como las que pueden estar contenidas en diversas religiones, 
no puedan aceptar o comprender las razones de la “razón pública”. Como se anotó 
anteriormente, autores como Metz y Mardones han recalcado sobre el hecho que las 
sociedades democráticas están construidas sobre una matriz cristiana. ¿Qué sucede 
entonces cuando existen grupos con racionalidades completamente ajenas a dicha tradición 
cristiana?  
Ante esta pregunta, se anota que los debates democráticos, al pretender ser 
realmente abiertos y pluralistas, no deberían excluir las más diferentes cosmovisiones, ni 
relegarlas al ámbito de lo privado. En el fondo, es dudable que todas las personas, en 
sociedades plurales y un mundo globalizado, estén necesariamente de acuerdo con aquello 
considerado por Rawls como fundamental o de justicia básica. En efecto, no es seguro que 
exista aquello que Rawls llama “creencias generales actualmente aceptadas” y “formas de 
razonar procedentes del sentido común” que sean compartidas por todos los integrantes de 
sociedades verdaderamente pluralizadas. En otras palabras, se debe admitir la posibilidad 
de que existan diferencias de pensamiento que llevan a concepciones divergentes de lo 
fundamentalmente bueno o malo para una sociedad en su conjunto –el “bien común”–, lo 
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admisible e inadmisible en la vida humana, o los ideales de lo que es una “vida buena” o 
una vida digna de ser vivida94. De manera general, Rawls asume que la “razón pública” 
eventualmente puede ser considerada sin lugar a dudas como “razonable” por todos los 
ciudadanos luego de haber sido confrontada a los debates de rigor. No obstante, autores 
como Latour95 insisten en el hecho de que lo que es razonable desde un modo de existencia, 
puede no serlo desde otro modo de existencia.  
Habermas,96 por su parte reconoce una revitalización de lo religioso y una 
aceptación del pluralismo en buena parte de las sociedades occidentales; No sostiene este 
autor que las religiones sean simples rezagos de un pasado arcaico e irracional que 
terminará por evaporarse, ni admite que las religiones se releguen al ámbito de lo 
meramente privado.  
Adicionalmente, Habermas97 hace un diagnóstico de las crisis de sentido en la 
modernidad tardía, la destrucción cultural y ambiental o los problemas que conlleva una 
sociedad en la que los individuos siguen únicamente los imperativos económicos orientados 
al éxito personal. Respecto a dicho diagnóstico, el autor concluye que las religiones pueden 
ser parte de la solución para los problemas de la modernidad, proponiendo otras visiones y, 
por lo tanto, salidas a algunos de los problemas en los que se ha enfrascado el sistema 
capitalista moderno. En este punto, el filósofo retoma las teorías según las cuales las 
religiones han tenido una función moral en las sociedades. Las religiones estarían en 
condición de señalar algunas de las carencias de las sociedades modernas, particularmente 
en temas de convivencia y la construcción colectiva de sentido98. Por eso, considera 
necesario sostener una “actitud postsecular”99, que permita incluir y tener en cuenta el 
punto de vista religioso en asuntos políticos. Como menciona el autor, “podemos llamar 
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‘postsecular’ a una situación en la que la razón secular y una conciencia religiosa que se ha 
hecho reflexiva entablen una relación”100. 
Para lograr lo anterior, Habermas propone el diálogo de todas las partes, sin excluir 
a la religión o las distintas moralidades. Para él, el debate no puede excluir lo que Rawls 
llamaría las diferentes “razones morales”. Para eso, Habermas plantea la posibilidad de 
llegar a consensos mediante el diálogo. Pero para dialogar, añade este autor, es necesario 
realizar esfuerzos de traducción, ya que los conceptos de las diferentes religiones o visiones 
de mundo se anidan en lenguajes profundamente diferentes. En ese marco de diálogo y 
traducción, es necesario que tanto los religiosos como el Estado liberal, tengan una apertura 
no dogmática a escuchar las razones del otro101. Las religiones no pueden pretender 
imponer sus conceptos y valores por sobre los demás. El Estado liberal, por su parte, no 
deberá imponer tampoco su “metafísica secular” y deberá abrirse a los mensajes de verdad 
que puedan proponer las religiones. Así, señala Dockendorff102, la neutralidad del poder 
estatal no debe confundirse con la imposición de una visión de mundo secularista.  
Para Habermas, la “esfera pública” es un espacio social en el que los ciudadanos 
pueden debatir sobre sus concepciones del bien común. Se asume que la visión secularista 
no es la única y definitiva fuente para establecer dichas concepciones de bien común. Como 
ejemplos de estos espacios sociales que componen la “esfera pública” podemos identificar a 
las instituciones de educación, donde cabe pues la deliberación de lo que conviene o no a 
los individuos, y donde se debe cultivar la actitud de escucha frente a las cosmovisiones y 
los valores diversos. Una posición secularista imposibilita dar crédito a las palabras del 
religioso, ya que, según esta posición “podemos prever que a la larga las concepciones 
religiosas se disolverán a la luz de la crítica científica”103, por lo que, tarde o temprano, las 
comunidades religiosas tendrían que ceder ante la modernización cultural. Las personas que 
partan de dicha suposición –errada– respecto a la religión, añade Habermas, no tomarán en 
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serio las contribuciones de los creyentes respecto a los asuntos políticos importantes o 
controvertidos. 
Para el filósofo alemán, “en estas sociedades, la religión mantiene una relevancia 
pública mientras que va perdiendo terreno la certeza secularista de que en el curso de una 
modernización acelerada la religión desaparecerá a escala mundial”104. Habermas reconoce 
la necesidad que tienen las sociedades occidentales y democráticas de convivir con la 
diversidad étnica, cultural y religiosa, y considera que las diferentes cosmovisiones tienen 
derecho a participar en las instituciones estatales y los debates públicos. Sin embargo, al 
mismo tiempo señala la dificultad que puede haber para llegar a acuerdos cuando se lleven 
a cabo debates y toma de decisiones en este contexto de pluralidad, ya que cada tipo de 
agente puede hablar en un lenguaje diferente, aunque utilicen un mismo idioma como el 
alemán, el inglés o el castellano.  
Vivimos en un momento en el cual los grupos religiosos exigen legítimamente su 
participación en la vida pública y las decisiones colectivas. Yendo entonces más allá de un 
secularismo que niega completamente la participación a los actores religiosos, Habermas 
considera que las religiones pueden y deben contribuir a la vida política y a los debates 
públicos. De hecho, las decisiones políticas pueden enriquecerse y las sociedades 
democráticas beneficiarse del aporte de las cosmovisiones anidadas en tradiciones 
religiosas. 
Para alcanzar lo anterior, plantea Habermas105, se deberán traducir los puntos de 
vista y valores religiosos a un lenguaje secular que sería comprensible por todas las partes, 
independientemente de sus creencias. En otras palabras, la racionalidad del creyente debe 
convertirse, a través de ese proceso de traducción, en una racionalidad accesible por todos. 
Si se realiza el esfuerzo de traducción, los conciudadanos seculares estarán, a su turno, 
comprometidos a considerar seriamente los argumentos de los religiosos106. Se trata de que 
una “razón comunicativa” impere en los debates públicos y permita al Estado y a quienes 
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trabajan en sus instituciones, considerar y eventualmente incluir los argumentos de los 
distintos grupos religiosos. 
Este planteamiento genera optimismo en un principio, pero las críticas en su contra 
no pueden ser ignoradas. Para empezar, se ha considerado que la razón comunicativa se 
limita demasiado a una concepción de racionalidad propia de la tradición europea –la 
Ilustración– y a la transmisión de un conocimiento lógico-argumentativo que no es 
universal107. La razón comunicativa, por demás, asumiría erradamente que toda 
experiencia, emoción o cosmovisión pueden ser expresadas, justificadas y argumentadas a 
través de un lenguaje verbal, como si se tratase de demostraciones filosóficas o científicas. 
Pero la verdad es que no todo lo que se puede experimentar, sentir, conocer o creer es 
susceptible de expresarse mediante ese lenguaje verbal y argumentativo. El lenguaje de la 
razón que propone Habermas “presenta dificultades para aprehender el espesor vital de lo 
simbólico, o de las afectividades y cogniciones del mundo y de lo social inscritas en los 
cuerpos y su historia; dimensiones éstas que ocupan una parte importante de la experiencia 
religiosa”108. 
Por otro lado, puesto que la lengua y las cosmovisiones u ontologías están 
intrínsecamente ligadas y son mutuamente dependientes, no es siempre posible expresar las 
nociones de una cosmovisión en otras lenguas que no sean la propia. En otras palabras, hay 
nociones que no se pueden traducir de un lenguaje a otro. Al respecto, es ejemplar el caso 
analizado por Sarrazin109 en el cual se evidencia que muchos de los conceptos básicos de la 
Constitución Política colombiana no tienen equivalentes cercanos en las lenguas indígenas 
de este país. Pero el problema no es simplemente que no haya equivalentes exactos entre las 
distintas lenguas. Más grave aún es el hecho de que los actores crean comprender las 
cosmovisiones del Otro, cuando en verdad lo único que están conociendo es una versión 
                                                          
107MARDONES, José. El discurso religioso de la modernidad. Habermas y la religión. Barcelona – México: 
Anthropos– Universidad Iberoamericana, 1998. 
108IRANZO, Ángela y MANRIQUE, Carlos. Religiones, post-secularidad y democracia en América Latina: 
reconfiguraciones del discurso y la acción política. En: Revista de Estudios Sociales. Bogotá. Enero, 2015, no. 
51. p. 15.  
109SARRAZIN, Jean. Las Hojas Sabias en Otra Casa. Análisis de la Traducción de la Constitución Política 
Colombiana a la Lengua Indígena Inga. En: Signo y Pensamiento. Bogotá. Septiembre, 2014, vol 33, no. 65. 
p. 16-31.  
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deformada de ellas. Adicionalmente, la traducción es siempre problemática por cuanto las 
relaciones entre los interlocutores son desiguales; existen, en efecto, relaciones de poder 
que hacen que una de las partes esté en una posición dominante con respecto a la otra, lo 
cual hace que el proceso de traducción no sea igualitario. Este suele ser el caso cuando se 
trata de las relaciones de las elites “ilustradas” del Estado moderno frente a minorías 
religiosas. En estos casos, las traducciones pueden convertirse en dispositivos mediante los 
cuales el grupo dominante anula las particularidades del pensamiento del Otro110, 
imponiendo sus propios conceptos etnocéntricos.  
Finalmente, el planteamiento de Habermas propone que los debates públicos, donde 
participarán los grupos religiosos, sean debates donde quienes vencen lo hacen por medio 
de la fuerza de sus argumentos. Literalmente se habla de “la fuerza de coerción del mejor 
argumento”111. El problema de esta parte del planteamiento habermasiano es que, de nuevo, 
parece ignorar que los grupos humanos no están en condiciones igualitarias que les 
permitan a todos ellos tener las mismas capacidades de oratoria, de argumentación y de 
retórica, las cuales son fundamentales para ganar en esos debates de los que habla 
Habermas. Los sujetos religiosos –muchas veces pertenecientes a grupos minoritarios 
marginalizados y/o con poca educación formal–, no necesariamente manejan con tanta 
pericia como sus contendores aquellas técnicas lingüísticas y el capital cultural necesario 
para imponerse en los debates políticos. 
1.6 Conclusiones 
Como varios autores han señalado, es importante aclarar que el secularismo no es lo 
mismo que la secularización o lo secular. El secularismo es una posición normativa que ha 
buscado imponerse desde el siglo XVIII en el pensamiento moderno-ilustrado de 
Occidente. Se trata de una ideología prescriptiva según la cual no es posible construir 
sociedades verdaderamente modernas y democráticas si estas siguen rigiéndose por 
modelos conceptuales o visiones de mundo determinadas por una religión.  
                                                          
110Ibídem. 
111HABERMAS, Jürgen, et al. El poder de la religión en la esfera pública. Madrid: Trotta, 2011. p. 13. 
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De alguna manera, teorías sociales que imperaron hasta hace unas décadas fueron 
influenciadas por dicho secularismo, y consideraban que el avance de la modernidad 
conllevaría necesariamente la pérdida de importancia de lo religioso en la vida social. Para 
estas teorías, la religión en las sociedades modernas va relegándose a la esfera de lo privado 
y eventualmente puede llegar a desaparecer. Desde esta perspectiva, evidentemente la 
política pública no debe estar influenciada de ninguna manera por religión alguna. Sin 
embargo, hay autores que, desde una perspectiva crítica más reciente, cuestionan incluso 
una tradición epistemológica que imagina la separación tajante entre lo secular y lo 
religioso. De otra parte, es evidente que las religiones cumplen funciones primordiales en 
los diversos grupos humanos que han existido, proporcionando normas, ontologías, 
nociones de sacralidad y trascendencia, y motivando así a los seres humanos. Esto permite 
no sólo cuestionar la ideología secularista, sino que aporta al debate sobre la presencia de lo 
religioso en el espacio público, desde la política institucional hasta las instituciones 
educativas.  
Por otro lado, es imposible negar la revitalización y la diversificación religiosa de 
nuestras sociedades modernas. Bajo un modelo democrático, el secularismo o el laicismo se 
convierten en imposiciones inaceptables por cuanto niegan o pretenden borrar las diferentes 
cosmovisiones y normatividades que una sociedad democrática debe incluir. Por eso, el 
paradigma secularista ha sido reemplazado por un modelo pluralista. Los sujetos en nuestra 
modernidad tardía comienzan a reivindicar su adscripción a ciertas religiosidades o 
espiritualidades como parte fundamental de su concepción del mundo y de los valores que 
los mueven a actuar en la cotidianidad. No se trata pues solamente de un deseo de ciertas 
organizaciones religiosas a participar en las políticas estatales o en el sistema democrático, 
sino de individuos que reclaman su derecho a profesar y practicar su fe en espacios y 
situaciones que van más allá de lo privado, tales como las instituciones educativas. Como 
afirman ciertos creyentes, no se trata de pertenecer a una religión, sino de practicar 
constantemente un estilo de vida y una visión de mundo que no necesariamente son 
compatibles con aquellos propuestos por las instituciones o los grupos hegemónicos. 
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De igual manera, importantes autores han problematizado la supuesta división entre 
la esfera política y la religiosa aun en instituciones modernas de países occidentales. 
Aunque la Iglesia católica como institución no se inmiscuya en asuntos estatales –de 
acuerdo al ideal de laicidad del Estado–, la verdad es que los Estados no son tan neutrales 
como se cree, y sus valores pueden contradecir aquellos de los creyentes. Esta afirmación 
no solo proviene de actores pertenecientes a movimientos religiosos, sino que además ha 
sido demostrada desde la academia. Cualquier Estado, por muy laico y modernizado que 
sea, está influenciado, desde sus raíces –particularmente cristianas, para el caso de los 
estados europeos o americanos–, por una estructura de creencias y valores de origen 
“religioso”. 
Todo lo anterior permite cuestionar que en la práctica las instituciones de los 
estados como el colombiano sean neutrales y, por lo tanto, gocen de una posición 
privilegiada para determinar cuáles creencias son admisibles o no en los espacios públicos 
como las escuelas y en las decisiones que afectan a la colectividad. Se observará así el 
origen de algunos de los dilemas que enfrenta la Corte Constitucional o el sistema judicial 
en general, ya que pervive una confrontación entre quienes ven con malos ojos la presencia 
o manifestación de toda expresión de religión en lo público como algo intrínsecamente 
negativo para el desarrollo de las instituciones modernas, y otras personas que reconocen la 
religión como un hecho cultural humano y deseable para enriquecer nuestras democracias.  
Por demás, puesto que los límites entre lo religioso y lo secular no son siempre 
claramente definidos, algunos actores pueden alegar que ciertas manifestaciones 
institucionales son equivalentes a una religión y por tanto, no pueden serles impuestas. Las 
más recientes reflexiones invitan a pensar la relación entre las instituciones estatales y los 
agentes religiosos en términos de diferentes cosmovisiones y racionalidades que coexisten, 
más que en términos de instituciones puramente racionales enfrentadas a agentes y 
creencias irracionales. 
El Estado debe, sin embargo, promover el pluralismo religioso, permitiendo que los 
diferentes actores reclamen el derecho a ser reconocidos en contextos públicos y/o 
institucionales como los establecimientos educativos. Por demás, también se ha demostrado 
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que, aunque vivamos en una “era secular”, pervive la necesidad en los individuos de 
encontrar un marco de referencia, normativo y de trascendencia que motiva las acciones y 
que no puede ser excluido de espacios públicos como las escuelas. El reconocimiento de la 
pluralidad religiosa y de su aporte a las sociedades democráticas es compartido por diversos 
teóricos. Por ejemplo, Habermas señala el reto de llevar a la práctica la inclusión de dicha 
diversidad en los debates públicos, una preocupación que se manifiesta en esta tesis de 
maestría, donde se analiza distintos casos de inclusión de la diversidad en el marco 
educativo. Habermas propone una actitud de escucha en un debate público, abierto y 
tolerante, en donde se consideren las razones de las distintas partes, incluyendo los grupos 
religiosos. Este autor reconoce, sin embargo, que considerar el punto de vista de los 
religiosos no es tarea fácil cuando se trata de un debate público en el que se tienen que 
tomar decisiones prácticas y de gobierno. Sería necesario, considera el filósofo, abrir 
amplios espacios de discusión y, sobre todo, será necesario hacer un esfuerzo de traducción 
entre las partes. No obstante, la propuesta de Habermas ignora que dichas traducciones no 
siempre son posibles y que no existen condiciones igualitarias para los grupos que entrarían 
en el debate público a competir con la “fuerza de los argumentos”, razón por la cual los 
grupos religiosos minoritarios estarían en situación de desventaja. Todas estas reflexiones 
deben ser tenidas en cuenta en los distintos casos que la Corte Constitucional ha analizado, 
ya que esta última pretende tener en cuenta los argumentos de los grupos religiosos, 











Marco normativo del Pluralismo religioso en establecimientos educativos 
 
2.1 Contexto histórico de las normas constitucionales referentes a la religión: 
comparativo entre la Constitución de 1991 y la de 1886 
En Colombia, la promulgación de la Constitución Política de 1991, trajo consigo 
cambios profundos. En efecto, la Constitución de 1886 iniciaba de forma inmediata 
evocando el nombre de Dios, reconociéndolo como “fuente suprema de toda autoridad”. En 
contraste, la Constitución Política, en su preámbulo, no comienza citando a Dios sino al 
“pueblo de Colombia”, y posteriormente alude a “la protección de Dios”. Sobre esta última 
frase, la Corte Constitucional recalca que “la invocación a la protección de Dios, que se 
hace en el preámbulo, tiene un carácter general y no referido a una iglesia en particular”112, 
ya que el modelo laico que asume el Estado colombiano no permite la adhesión a una 
creencia religiosa en especial. 
Continuando con este análisis, se observa que el artículo 116 de la Constitución de 
1886 señalaba: “el Presidente de la República […] prestará juramento en estos términos. 
Juro a Dios cumplir fielmente la Constitución y leyes de Colombia”. A diferencia de la 
Constitución Política vigente, el juramento que expone el presidente de la República 
vincula a dos figuras, a Dios y al pueblo. De esta manera, el artículo 192, señala que “El 
presidente de la República […] prestará juramento en estos términos: ‘Juro a Dios y 
prometo al pueblo cumplir fielmente la Constitución y las leyes de Colombia'”. 
De los artículos mencionados, se puede notar que la Constitución Política, le 
atribuye al pueblo una posición de mayor grado, en comparación con la anterior 
Constitución de 1886. En efecto, el artículo 3 de la Carta Política actual señala que “la 
soberanía reside exclusivamente en el pueblo” mientras que en la Constitución de 1886 
dicha soberanía residía en la Nación. A través de la Constitución vigente “el pueblo se 
                                                          
112Corte Constitucional, Sentencia C-350 de 1994. 
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eleva a la categoría de constituyente primario, es decir, el que crea el gobierno y determina 
las normas y procedimientos para el ejercicio del poder”113. De esta manera, se amplían los 
diferentes mecanismos para la participación del pueblo en las decisiones de tipo político 
que los afectan directamente. 
La Constitución de 1886, a través de su preámbulo,114 expresaba que “La Religión 
Católica, Apostólica y Romana, es la de la Nación”. Allí se adicionaba que “los Poderes 
públicos la protegerán y harán que sea respetada como esencial elemento del orden social”. 
Como se puede apreciar del texto anterior, Colombia era un Estado con una orientación 
confesional115.   
La Corte Constitucional, al pronunciarse sobre la consagración oficial por parte de 
Colombia al Sagrado Corazón comenta que esta acción “era plausible durante la vigencia 
de la anterior Constitución, la cual establecía que la religión católica era la de la Nación y 
constituía un esencial elemento del orden social. Pero esa consagración oficial vulnera el 
nuevo ordenamiento constitucional que establece un Estado laico y pluralista”116. De esta 
manera, el Estado colombiano no adopta una determinada religión como propia y permite a 
los individuos abrazar las creencias religiosas que hayan elegido.    
La Constitución de 1886 contenía un título denominado “De la religión y de las 
relaciones entre la iglesia y el estado”; este título cuarto, en su artículo 53, iniciaba 
estableciendo que: “El Estado garantiza la libertad de conciencia. Nadie será molestado por 
razón de sus opiniones religiosas, ni compelido a profesar creencias ni a observar prácticas 
                                                          
113HERRERA, Carlos. Una nueva Constitución  para un nuevo país. Colombia: El Cid S.A., 1991. p. 9. 
114Preámbulo conforme a lo establecido por el Decreto Legislativo 247 de 1957, sobre plebiscito para una 
reforma constitucional. 
115Al decir de la Corte Constitucional, “como una variante de los Estados confesionales con libertad o 
tolerancia religiosa, existen lo que algunos autores denominan Estados de orientación confesional o de 
protección de una religión determinada, en los cuales si bien no se establece una religión oficial, el régimen 
jurídico acepta tomar en consideración el hecho social e histórico del carácter mayoritario de una o más 
confesiones religiosas, a las cuáles confiere una cierta preeminencia” (Corte Constitucional, Sentencia C-350 
de 1994). Es así, como, la Constitución colombiana de 1886 “puesto que, si bien desde la reforma de 1936 se 
había consagrado la libertad de conciencia, el preámbulo, aprobado por el plebiscito de 1957, señalaba que 
una de las bases de la unidad nacional era "el reconocimiento hecho por los partidos políticos de que la 
religión católica, apostólica y romana es la de la nación, y que como tal los poderes públicos la protegerán y 




contrarias a su conciencia”. Por otra parte, el párrafo posterior a este texto consagraba la 
libertad de todos los cultos. Sin embargo, solo cobijaba aquellos “que no sean contrarios a 
la moral cristiana ni a las leyes”. Entonces, dichos “actos contrarios a la moral cristiana o 
subversivos del orden público, que se ejecuten con ocasión o pretexto del ejercicio de un 
culto, quedan sometidos al derecho común”117. De lo anterior, se evidencia que todos los 
actos religiosos estaban condicionados a la moral cristiana, las prácticas opuestas o 
diferentes no se encontraban amparadas por dichos artículos constitucionales. Contrario a 
esto, la Constitución Política consagra la libertad religiosa y de cultos, sin hacer 
distinciones por el tipo de moral que hayan asumido las religiones. 
Finalmente, el artículo 53 de la Constitución de 1886 expresaba que “el Gobierno 
podrá celebrar con la Santa Sede convenios sujetos a la posterior aprobación del Congreso 
para regular, sobre bases de recíproca deferencia y mutuo respeto, las relaciones entre el 
Estado y la Iglesia Católica”. Al respecto, cabe precisar que el Concordato es “el convenio 
celebrado entre un Estado y el Vaticano sobre asuntos eclesiásticos […] Por lo general, a 
través del concordato se regulan las relaciones de un Estado con la Iglesia Católica y se 
establecen las normas de conducta del clero, la forma de nominación de las autoridades 
eclesiásticas, las disposiciones relativas a la educación confesional, el régimen de 
propiedad de la Iglesia y otros temas de esta índole”118. 
En Colombia, mediante la Ley 20 de 1974119 se aprobó un nuevo Concordato con 
La Santa Sede120 “con el propósito de asegurar una fecunda colaboración para el mayor 
                                                          
117Constitución de 1886 [en línea], artículo 53. [consultado: septiembre 25 de 2017]. Disponible en Internet: 
http://www.minjusticia.gov.co/SistemaIntegradodeGesti%C3%B3n-SIG/Normograma/normograma1.aspx. 
118BORJA, Rodrigo. Enciclopedia de la Política [en línea], 2018. [Consultado: enero 9 de 2019]. Disponible 
en Internet: http://www.enciclopediadelapolitica.org/concordato/. 
119“Por la cual se aprueba el 'Concordato y el Protocolo Final entre la República de Colombia y la Santa Sede' 
suscrito en Bogotá el 12 de julio de 1973”. 
120Colombia “ha celebrado dos concordatos con la Santa Sede, el primero de ellos tuvo lugar en el año de 
1887, y el segundo en 1973, ambos, dentro del marco de la Constitución de 1886” (NIETO, Leydi. El derecho 
a la libertad religiosa y de cultos en la legislación colombiana [en línea].  Tesis de grado. Bogotá. Pontificia 
Universidad Javeriana. Facultad de Ciencias Jurídicas, 2005. p 251. [Consultado: abril 13 de 2018]. 
Disponible en Internet: https://www.javeriana.edu.co/biblos/tesis/derecho/dere7/DEFINITIVA/ 
TESIS%2013.pdf). Manifiesta Nieto, que el concordato de 1887 tuvo muchas “críticas […] y se llegó incluso 
a pedir no sólo la revisión del mismo, sino su abolición, al considerarse como protuberante violación de la 
Carta Constitucional […], ya en el período presidencial del Dr. Misael Patrana Borrero, y siendo ministro de 
relaciones exteriores Alfredo Vásquez Carrizosa […] se emprendió otro proceso de negociación con la Santa 
45 
 
bien de la Nación colombiana […] sobre bases de recíproca deferencia y mutuo respeto, las 
relaciones entre la Iglesia Católica y el Estado”121. 
La Corte Constitucional, a través de la Sentencia C-027 de 1993, realiza un análisis 
sobre la constitucionalidad de la Ley 20 de 1974, declarando algunos de sus artículos 
exequibles, parcialmente exequibles otros y otra parte inexequibles. Dentro del grupo de 
artículos declarados inexequibles se encuentran: VI, IX, XI, XII, XIII, XVI, XVII, XX y 
XXII. Estos hacen parte del artículo 1o. de la Ley 20 de 1974, y los artículos VIII y IX del 
Protocolo Final del Concordato. 
A continuación, se presentarán algunos de los artículos que componen esta Ley, a 
propósito del tema. El artículo V expresa que, conforme al cometido que tiene la Iglesia 
Católica relacionada con su trabajo en favor de las personas, dicha institución “continuará 
cooperando […] por medio de sus instituciones y servicios pastorales, en particular 
mediante la educación, la enseñanza…”. Al respecto, la Corte Constitucional declara 
exequible el artículo anterior, entre otras razones, por cuanto no contraría el derecho a la 
libertad de cultos y el derecho que ostentan las personas de crear establecimientos 
educativos. Este alto tribunal finaliza sus argumentos reconociendo que “a través de la 
historia la Iglesia Católica ha demostrado una gran vocación pedagógica, actividad de la 
cual se ha beneficiado en grado sumo el pueblo colombiano”122. 
Del mismo modo, el artículo X es declarado exequible. En su numeral 1, este 
artículo manifiesta el derecho que tiene la Iglesia Católica “de fundar, organizar y dirigir 
bajo la dependencia de la autoridad eclesiástica centros de educación en cualquier nivel, 
especialidad y rama de la enseñanza”. El anterior artículo continúa dejando en claro que 
este derecho no puede desconocer el “derecho de inspección y vigilancia que corresponde 
al Estado”. Por el contrario el artículo XI, es declarado inexequible, al establecer que “el 
Estado contribuirá equitativamente, con fondos del Presupuesto Nacional, al sostenimiento 
                                                                                                                                                                                 
Sede, tendiente a celebrar un nuevo concordato, con el fin de que éste consultara las circunstancias reales del 
país […] este nuevo acuerdo concordatario fue aprobado por el Congreso colombiano, mediante la Ley 20 de 
1974” (Ibíd.,  p 255-256). 
121Ley 20 de 1974, artículo Primero. 
122Corte Constitucional, Sentencia C-027 de 1993. 
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de planteles católicos”. Lo anterior, se realizaba con el propósito “de hacer más viable el 
derecho que tienen las familias de escoger libremente centros de educación para sus 
hijos”123. Este artículo, a la luz de la Constitución de 1991, resulta inaceptable, ya que 
denota un trato o un manejo desigual con respecto a las confesiones religiosas no católicas, 
las cuales no podían acceder a los capitales del presupuesto nacional. Además, como lo 
expresa la Corte Constitucional, “constitucionalmente se prohibió el auxilio a las entidades 
de derecho privado, como son los centros educativos de la Iglesia Católica o de cualquier 
otra fe religiosa”124.  
El artículo XII también es declarado inexequible por la Corte Constitucional, al 
determinar que en “los planes educativos, en los niveles de primaria y secundaria incluirán 
en los establecimientos oficiales enseñanza y formación religiosa según el Magisterio de la 
Iglesia”, proseguía este artículo otorgándole más facultades a la Iglesia Católica en cuanto 
al tema educativo, al establecer que le “corresponde a la competente autoridad eclesiástica 
suministrar los programas aprobar los textos de enseñanza religiosa y comprobar cómo se 
imparte dicha enseñanza”. 
Asimismo, el artículo XIII es declarado inexequible, al disponer que “en las zonas 
marginadas, necesitadas temporalmente de un régimen canónico especial, la iglesia 
colaborará en el sector de la educación oficial”. La Corte Constitucional, en su análisis, 
recuerda que este artículo hace referencia a “las zonas marginadas de indígenas”125 y que 
debido a los derechos reconocidos por parte de la Constitución Política a estas 
comunidades, este artículo no se encuentra acorde con los  nuevos preceptos 
constitucionales que rigen el país126. 
                                                          
123Ley 20 de 1974,  artículo XI. 
124Corte Constitucional, Sentencia C-027 de 1993. 
125Ibídem. 
126 Sobre los mencionados derechos reconocidos a las comunidades indígenas, ver: SARRAZIN, Jean. Le rôle 
des élites intellectuelles dans le processus de visibilisation des indigènes en Colombie. En: E-Migrinter. 
Poitiers. Octubre, 2009, no. 4. 100-106 p. Y desde una perspectiva crítica, ver: SARRAZIN, Jean y 
REDONDO, Saira. Indígenas Evangélicos y Diversidad Cultural. Análisis de una Problemática 




En conclusión, la Corte Constitucional ha revisado los 32 artículos que componen la 
Ley que aprobó el Concordato, celebrado entre Colombia y la Santa Sede, y su Protocolo 
final, declarando mediante la Sentencia C-027 de 1993, como ya se expresó anteriormente, 
algunos de sus artículos exequibles, parcialmente exequibles y otros inexequibles. Ante este 
pronunciamiento presenta salvamento voto el magistrado Simón Rodríguez Rodríguez, 
quien considera que “una interpretación sistemática de los preceptos constitucionales en 
vigor y de los principios del Derecho Internacional ha debido conducir a un fallo inhibitorio 
de esta Corte por carecer de competencia para resolver acerca de las demandas 
incoadas”127, es decir, las demandas de inconstitucionalidad interpuestas contra la ley que 
aprobó el Concordato y su Protocolo final. 
Cabe recalcar en este punto, como lo señala Munévar que, “en el ámbito del derecho 
público  interno  de  Colombia, las estipulaciones concordatarias declaradas inexequibles 
por la Corte han dejado de estar en vigencia y han sido retiradas del ordenamiento 
jurídico”128. 
Bajo este contexto histórico, que evidencia el paso de Colombia hacia un estado 
laico la Corte Constitucional retoma el tema de la libertad religiosa y de cultos. De esta 
forma, por ejemplo, la sentencia de la Corte T-403 de 1992, recuerda los debates llevados a 
cabo ante la Asamblea Nacional Constituyente de 1991 por los delegatarios con el 
propósito de promulgar la nueva Carta Política. Así pues, este alto tribunal expresó que: “El 
Constituyente Augusto Ramírez Ocampo, en el informe-ponencia para segundo debate en 
plenaria, afirmó: ‘Tema que produjo intensos debates fue el de las libertades de conciencia, 
religión y cultos’”129.  
En cuanto al derecho a la libertad religiosa y de cultos, una de sus discusiones “giró 
en torno a la igualdad de religiones e iglesias ante la ley, ya que un sector buscó proteger 
constitucionalmente a la Iglesia Católica, mientras que otros consideraron que debía 
                                                          
127Corte Constitucional, Sentencia C-027 de 1993. 
128MUNÉVAR, Jorge. Aproximación histórica al desarrollo normativo y cultural del hecho religioso en 
Colombia. En: Comunicación, Cultura y Política. Bogotá. Julio-Diciembre, 2011. no. 4. p. 143. 
129Corte Constitucional, Sentencia T-403 de 1992. 
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establecerse la igualdad religiosa”130. Al respecto, la Corte Constitucional cita la 
participación del constituyente Ramírez Ocampo, ante la Asamblea Nacional 
Constituyente, donde manifestó que: 
se deben respetar las creencias religiosas ajenas -respeto a los agnósticos, respeto a los 
ateos, respeto a los politeístas- pero una gran mayoría del pueblo colombiano es católico y 
reconocer este hecho no hace ningún mal sino que obedece a un comportamiento 
estrictamente democrático; es una realidad nacional y es una realidad que yo creo debería 
ser reconocida131. 
Por su parte, el constituyente Francisco Rojas Birry, entregó a la Asamblea 
Constituyente, para su consideración el Título IV de la Constitución Nacional que trata 
sobre la religión y las relaciones entre la iglesia y el Estado. La Organización Nacional 
Indígena de Colombia se acogió a lo que a continuación propuso el constituyente:  
Artículo 53. El Estado colombiano garantiza la libertad de conciencia, de creencia, de 
religión y de cultos que no contravengan los derechos humanos. En consecuencia, no podrá 
otorgar privilegios religiosos o misionales. Nadie será molestado por razón de sus opiniones 
religiosas ni compelido a profesar creencias ni a observar prácticas contrarias a su 
conciencia132. 
Consideró el constituyente indígena Rojas Birry, al respecto que: 
La plena libertad de conciencia, de cultos, de religión y de creencias requiere como 
principio básico la igualdad de todas las iglesias, lo cual implica que el Estado se sitúe en 
una posición equidistante respecto de todas las iglesias, y así las convicciones interiores y la 
vida espiritual de los habitantes quedan en su plenitud reservadas al fuero interno de las 
personas133. 
Planteó también, el Constituyente, la eliminación del artículo 54 de la Constitución 
de 1886, el cual establecía que “El ministerio sacerdotal es incompatible con el desempeño 
                                                          
130Corte Constitucional, Sentencia T-430 de 1993. 
131Ibídem. 
132ROJAS, Francisco. Asamblea Nacional Constituyente, Comisión Primera. Reforma constitucional [en 
línea]. Bogotá, Colombia, Marzo 8 de 1991, p. 19. [Consultado: marzo 29 de 2018]. Disponible en Internet: 
http://babel.banrepcultural.org/cdm/ref/collection/p17054coll28/id/447. 
133Ibíd., p. 55.  
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de cargos públicos. Podrán, sin embargo, los sacerdotes católicos ser empleados en la 
instrucción o beneficencia públicas”. Estimó Rojas Birry que para “este caso somos de la 
opinión de que todos los ciudadanos, sin importar su dignidad o estado, tienen derecho a 
contribuir a la función pública”134; indicó, además, que “la intervención de los eclesiásticos 
en política, su posible asistencia a las corporaciones públicas, le daría mayor diafanidad a 
una deliberación política que de todos modos ejercitan”135. 
Horacio Serpa, Guillermo Perry y Eduardo Verano, pertenecientes al partido liberal, 
expusieron en el artículo 12 de su proyecto reformatorio de la Constitución, la Libertad de 
Conciencia, Religiosa y de Cultos, señalando que “ninguna confesión tendrá carácter 
estatal”136. De la misma forma, el constituyente Navarro Wolf y otros137, al exponer como 
derechos de la persona el de la libertad de conciencia y de religión indicaron también que 
no tendría ninguna confesión carácter estatal. 
El constituyente Juan Carlos Esguerra, a propósito del  tema, manifestó: “hay un 
punto final que he visto en alguno de los proyectos138, […] que establece la prohibición de 
recibir instrucción religiosa, nadie será obligado a recibir instrucción religiosa”139. Este 
constituyente miembro del partido Movimiento de Salvación Nacional, discrepó sobre este 
asunto. Explicó Esguerra ante la comisión primera de la Asamblea Nacional Constituyente 
que “si ponemos que nadie será obligado a recibir instrucción religiosa, estaríamos 
                                                          
134Ibídem.  
135Ibídem.  
136SERPA, Horacio; PERRY, Guillermo y VERANO, Eduardo. Asamblea Nacional Constituyente, Comisión 
Primera, Segunda y Quinta. Derechos, libertades y deberes fundamentales [en línea]. Bogotá, Colombia, 
Marzo 8 de 1991, p. 4. [Consultado: marzo 26 de 2018]. Disponible en Internet: 
http://babel.banrepcultural.org/cdm/singleitem/collection/p17054coll28/id/474/rec/5. 
137Los otros autores del proyecto fueron: Rosemberg Pabón, Angelino Garzón, José Toro, Abel Rodríguez, 
Carlos Ossa, Jose Velasco, Héctor Pineda, Otty Patiño, Orlando Fals, Germán Rojas, Álvaro Leyva, María 
Carranza, Fabio Villa, Óscar Hoyos, Augusto Ramírez Cardona, Álvaro Echeverri (NAVARRO, Antonio. et 
al. Asamblea Nacional Constituyente, Comisión Primera, Segunda, Tercera y Quinta. 
Derechos, garantías y deberes fundamentales: título III [en línea]. Bogotá, Colombia, Marzo 7 de 1991,  p. 27. 
[Consultado: abril 3 de 2018]. Disponible en Internet: http://babel.banrepcultural. 
org/cdm/singleitem/collection/p17054coll28/id/470/rec/4). 
138Comentó el Constituyente Juan Carlos Esguerra que “en la propuesta de Jaime Arias dice: nadie será 
obligado a recibir instrucción religiosa y vi algo semejante en la propuesta de la doctora Aída Abello” 
(ASAMBLEA NACIONAL CONSTITUYENTE, Comisión Primera. Informe de la sesión de la Comisión 
Primera del día 24 de abril de 1991 [en línea]. Bogotá, Colombia, Abril 24 de 1991, p. 22. [Consultado: abril 




limitando de esa manera el derecho que tienen los padres a darles la instrucción religiosa 
que consideren más adecuada a sus hijos hasta cuando ellos lleguen a la situación en que 
podían decidir por si solos ese punto”140.  
También el Constituyente Alberto Zalamea consideró que: 
sería una carencia lamentable que no hubiera instrucción religiosa, porque es que todas las 
religiones toman parte de la civilización, de la cultura humana, sería como que no se 
obligara a estudiar aritmética, o historia, o filosofía, o ciencias naturales, se trata de un tema 
importantísimo, fundamental para la educación de la gente141.  
A diferencia de estas posturas, el Constituyente Horacio Serpa expresó “que es 
necesario establecer […] que nadie puede ser obligado a recibir instrucción religiosa…”142. 
Igualmente el Constituyente Darío Mejía “está de acuerdo con la no obligación de recibir 
instrucción religiosa”143. 
Por otra parte, motivados con el propósito de seguir reformando la Constitución, el 
constituyente Gustavo Zafra, miembro del partido liberal, planteó en su proyecto 
presentado ante la Asamblea Nacional Constituyente que “las instituciones educativas no 
podrán discriminar por razón de raza, origen nacional, étnico o familiar, -lengua, religión, 
opinión política o filosófica”144. De igual manera, los constituyentes Abel Rodríguez, José 
Toro y Fabio Villa, miembros del partido Alianza Democrática M-19, también sugirieron 
que se estipulara que “para el ingreso, permanencia y promoción en todos los niveles 
                                                          
140Ibídem. 
141ASAMBLEA NACIONAL CONSTITUYENTE, Comisión Primera. Informe de la sesión de la Comisión 
Primera del día 24 de abril de 1991 [en línea]. Bogotá, Colombia, Abril 24 de 1991, p. 25-26. [Consultado: 
abril 1 de 2018]. Disponible en Internet: http://babel.banrepcultural.org/cdm/ref/collection 
/p17054coll28/id/86. 
142Ibíd., p. 4. 
143Ibídem. 
144ZAFRA, Gustavo. Asamblea Nacional Constituyente, Comisión Segunda. Reforma constitucional [en 




educativos, los planteles de enseñanza no podrán discriminar por razón de raza, origen 
nacional, étnico o familiar, lengua, religión…”145. 
Sobre lo anterior, este grupo de constituyentes advirtieron que “una práctica común 
en nuestra educación es la discriminación por razones […] religiosas”146. Por tanto, para 
cambiar esta situación comentaron los delegatarios que “habría que decretar el carácter 
laico de toda la enseñanza […] la prohibición perentoria de toda forma de discriminación y 
la estipulación de que nadie podrá ser obligado a recibir educación confesional”147. 
Consideraron también, que debe incluirse en la nueva Constitución lo siguiente: 
la 1ibertad de los padres o tutores para escoger centro de enseñanza para sus hijos menores; 
la libertad de los centros de enseñanza para determinar democráticamente su ideario y 
modelo pedagógico; la 1ibertad de los educadores para definir los contenidos, métodos y 
textos de enseñanzas; 1a 1ibertad de los a1umnos para recibir enseñanza sin sujeción a 
parámetros confesionales o doctrinarios148. 
Por su parte, el constituyente Carlos Giraldo, miembro del partido liberal, en su 
propuesta de reforma hizo un recorrido histórico indicando entre otros hechos, que con “la 
llamada regeneración de Núñez y Caro, [...] a quienes es justo reconocer, establecen una 
política educativa clara, aunque confesional, y que quedo consignada en el texto 
constitucional de 1886, al ordenar en su artículo 41 que ‘la educación pública será 
organizada y dirigida en concordancia con la religión católica’”149. 
Continuó el constituyente afirmando que “los reformadores de 1936, establecieron 
la libertad de cátedra y de enseñanza y abolieron lo referente a la educación confesional, 
                                                          
145RODRIGUEZ, Abel; TORO, José y VILLA, Fabio. Asamblea Nacional Constituyente, Comisión Primera. 
Reforma democrática a la educación [en línea].Bogotá, Colombia,  Marzo 6 de 1991,  p. 3. [Consultado: abril 
3 de 2018]. Disponible en Internet: http://babel.banrepcultural.org/cdm/ref/collection/p17054coll28/id/468. 
146Ibíd.,  p. 18.    
147Ibídem. 
148Ibíd., p. 2. 
149GIRALDO, Carlos. Asamblea Nacional Constituyente, Comisión Segunda. La educación  [en línea]. 




pero se olvidaron de dejar establecido cual es el tipo de ciudadanos que el estado debe 
contribuir a formar”150. 
En cuanto al tema del preámbulo de la Constitución Política, se presentaron varias 
proposiciones, entre ellas la del constituyente Jaime Ortiz Hurtado, perteneciente al 
Movimiento Unión Cristiana, dicho proyecto iniciaba así: “En nombre de Dios, fundamento 
de la dignidad humana, y fuente suprema de la autoridad para justicia y bienestar de los 
hombres y de los pueblos, con el fin de: Lograr la convivencia pacífica dentro de un orden 
económico y social justo…”151 
Al respecto, el constituyente explicó que:  
mantener el nombre de Dios en el preámbulo de nuestra Constitución no es un capricho 
religioso o confesional. Entendemos que el propósito fundamental del Estado es realizar la 
dignidad integral del hombre, dignidad que sólo encuentra su fundamento en el Ser del 
Creador, afirmación que descubre la dimensión trascendente de cada hombre152.  
A diferencia de esta propuesta, el constituyente Alberto Zalamea Costa señaló:  
Hablar ‘en nombre de Dios’, decretar ‘en nombre de Dios’, parece hoy una desmesurada 
ambición. No pueden los hombres en el siglo de la relatividad, física como humana, 
adjudicarse la representación de Dios […] Lo que sí podemos hacer, y debemos hacerlo, es 
colocarnos bajo la advocación de Dios, anhelar y pedir la protección divina153. 
En consecuencia, Zalamea integrante del Movimiento de Salvación Nacional  puso 
a consideración el siguiente preámbulo: “Bajo la advocación de Dios, fuente suprema de 
vida, misericordia y bondad, en representación de la Nación colombiana, unida para 
                                                          
150Ibídem.  
151ORTIZ, Jaime. Asamblea Nacional Constituyente, Comisión Primera. Proyecto de preámbulo [en línea]. 
Bogotá, Colombia, Febrero 14 de 1991,  p. 3. [Consultado: marzo 26 de 2018]. Disponible en Internet: 
http://babel.banrepcultural.org/cdm/singleitem/collection/p17054coll28/id/444/rec/2. 
152Ibíd., p. 4. 
153ZALAMEA, Alberto. Asamblea Nacional Constituyente, Comisión Primera. Reforma constitucional al 
preámbulo de la constitución vigente [en línea]. Bogotá, Colombia, Marzo 7 de 1991, p. 2. [Consultado: 




asegurar a todos sus pobladores los bienes de la existencia, la convivencia social, la paz, el 
conocimiento, la justicia y la libertad”154. 
Misael Pastrana Borrero, Augusto Ramírez Ocampo y otros, propusieron el 
preámbulo que a continuación se presenta: “Nosotros en ejercicio del poder constituyente, 
conscientes de nuestra responsabilidad ante Dios, fuente suprema de toda autoridad, y ante 
el pueblo, depositario de la soberanía nacional, hemos acordado las siguientes reformas a la 
Constitución”155. Asimismo, el constituyente Augusto Ramírez Cardona, hizo también 
alusión al compromiso ante Dios y ante el pueblo por lo confiado, de esta manera entregó el 
sucesivo preámbulo:  
Nosotros, los representantes del pueblo de Colombia, elegidos libre y democráticamente, 
sabiendo de nuestra responsabilidad con Dios y ante los hombres, reunidos, en Asamblea 
Nacional Constituyente, en pro de llevar una unión más perfecta de nuestro país, 
organizando política y jurídicamente al Estado, afirmando la tranquilidad interior, la 
igualdad, la fraternidad y reconociendo a la familia, como génisis de la sociedad y 
fundamentalmente de los valores éticos y morales de la comunidad nuestra […] Nosotros el 
pueblo Colombiano adoptamos y proclamamos la siguiente Constitución156. 
Por otra parte, el Constituyente Lorenzo Muelas perteneciente al partido 
Autoridades Indígenas de Colombia, presentó ante la Asamblea Nacional Constituyente, el 
documento denominado: “La propuesta indígena de reforma constitucional”157, conteniendo 
el siguiente preámbulo: 
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Proyecto de acto reformatorio de la Constitución política de 1886 [en línea]. Bogotá, Colombia, Febrero 27 de 
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Colombia, en su diversidad étnica, territorial, social y cultural, es producto de su gente y de 
su historia. Su mira es incrementar el patrimonio espiritual, cultural y material común, y 
constituir un Estado democrático de derechos. Para lograrlo y garantizar la vida la unidad 
nacional y la convivencia en Solidaridad. Libertad y Justicia, la Nación, en ejercicio de 
plena soberanía adopta la siguiente Constitución Política158.  
Antonio Navarro Wolf y otros constituyentes pertenecientes al partido Alianza 
Democrática M-19, plantearon como propuesta el preámbulo que a continuación se expone: 
El Pueblo de Colombia con el propósito de afianzar plenamente la soberanía, independencia 
e integración  nacionales, la paz, la libertad, y la justicia […] Para el logro de estos 
objetivos e invocando la Protección de Dios, DECRETAMOS la siguiente: 
CONSTITUCION POLITICA159. 
Igualmente, el constituyente Antonio Galán Sarmiento, miembro del partido liberal 
invocó la protección de Dios, como se evidencia en su propuesta: “En representación del 
pueblo de Colombia e invocando la protección de Dios, con el objetivo de realizar sus 
propósitos fundamentales de desarrollo social y cultural para que a través del poder del 
saber, del hacer y del deber se alcancen los ideales humanos”160. 
Finalmente, el preámbulo de la Constitución Política quedó positivizado de la 
siguiente manera, “El pueblo de Colombia, en ejercicio de su poder soberano, representado 
por sus delegatarios a la Asamblea Nacional Constituyente, invocando la protección de 
Dios”. Sobre esta última frase la Corte Constitucional aclara al respecto que “la referencia 
que se mantuvo no establece la prevalencia de ningún credo religioso, ni siquiera de tipo 
monoteísta; se trata entonces de una invocación a un Dios compatible con la pluralidad de 
creencias religiosas”161. Añade esta Corte que “al invocar la protección de Dios, los 
                                                          
158Ibídem. 
159NAVARRO, Antonio. et al. Asamblea Nacional Constituyente, Comisión Tercera.  
Proyectos de actos reformatorios de la Constitución política [en línea]. Bogotá, Colombia, Febrero 13 de 
1991, p. 2. [Consultado: marzo 28 de 2018]. Disponible en Internet: http://babel.banrepcultural.org/ 
cdm/ref/collection/p17054coll28/id/446. 
160GALÁN, Antonio. Asamblea Nacional Constituyente, Comisión Tercera. Proyecto de reforma 
constitucional [en línea]. Bogotá, Colombia, Marzo 8 de 1991,  p. 18. [Consultado: marzo 28 de 2018]. 
Disponible en Internet: http://babel.banrepcultural.org/cdm/ref/collection/p17054coll28/id/365.   
161Corte Constitucional, Sentencia C-350 de 1994. 
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Constituyentes no consagraron un Estado confesional sino que simplemente quisieron 
expresar que las creencias religiosas constituían un valor constitucional protegido, tal y 
como lo establecieron en el artículo 19 de la Carta”162. Con este fundamento constitucional 
se establece una normatividad relativa a la libertad religiosa y de cultos, la cual será 
analizada en el siguiente apartado. 
 
2.2 Libertad religiosa y de cultos en las normas nacionales –y algunas 
internacionales–, relativas a la educación 
En el conjunto de normas que se exponen en este apartado, figuran algunas que 
desarrollan aspectos sobre la libertad religiosa y de cultos, y otras sobre la educación. 
Asimismo, se presentan ciertas normas que relacionan ambos derechos. 
a) Normas constitucionales 
La Constitución Política establece, a través de su artículo 1, que Colombia es un 
Estado pluralista, lo cual incluye, desde luego, al pluralismo religioso. Según Sarrazin, el 
pluralismo religioso “se basa en el principio de la libertad de culto, lo cual implica el 
respeto e inclusión de las diferencias culturales y religiosas”163. Asimismo, Mardones 
comenta que el Estado moderno y democrático debe ser “pluralista desde el punto de vista 
de las religiones y cosmovisiones”164. De esta manera, el Estado no adopta una determinada 
religión como propia de la nación y permite a los individuos abrazar libremente las 
creencias religiosas y de cultos que hayan elegido. 
Desde esta perspectiva, la Corte Constitucional aclara que es errado estimar que “el 
pluralismo del Estado colombiano en materia religiosa, es el resultado de una especie de 
                                                          
162Ibídem. 
163SARRAZIN, Jean. Debates alrededor del pluralismo religioso en Colombia. En: Horizontes. Bogotá. Ed. 2, 
2013. p. 6. 
164MARDONES, José. Religión y democracia. En: Cuestiones teológicas. Medellín. Enero-Junio, 2006, vol. 
33, no. 79. p. 11. 
56 
 
competencia entre todas las religiones por acceder a los privilegios del Estado, cuando lo 
cierto es que tal pluralismo supone y deriva de la neutralidad estatal en esta materia”165. 
En tal sentir, Colombia le apuesta a configurar un Estado laico, donde se “defiende 
la separación entre el Estado y la iglesia e impone un deber de neutralidad en materia 
religiosa, que se deriva, principalmente, del artículo 19 Superior, y que garantiza el derecho 
a la igualdad de todas las confesiones religiosas”166. En concreto, el artículo 19 de la 
Constitución Política señala de forma literal que: 
Se garantiza la libertad de cultos. Toda persona tiene derecho a profesar libremente 
su religión y a difundirla en forma individual o colectiva. Todas las confesiones religiosas e 
iglesias son igualmente libres ante la ley.  
A propósito de este artículo, se puede precisar que:  
1. La libertad religiosa y de cultos es un derecho fundamental. Se encuentra 
localizado en el título II: “De los derechos, las garantías y los deberes”, capítulo I: “De los 
derechos fundamentales” de la Constitución actual. 
2. El Estado colombiano garantiza la protección de este derecho, lo cual implica 
mecanismos, políticas, e instrumentos para su ejercicio y salvaguarda. 
3. Este derecho fundamental, no solo permite a las personas practicar su religión o 
sus creencias religiosas, sino también la promulgación de éstas. En consecuencia, el Estado 
colombiano no puede obstaculizar la libre creencia religiosa. 
4. El “profesar libremente su religión” y “difundirla en forma individual o 
colectiva”, incluye manifestaciones que se pueden hacer en forma privada y pública, ya que 
profesar una fe no puede ser considerado únicamente como algo interno, sin posibilidad de 
expresarse a la vista de todos. Es así que la difusión de las creencias religiosas puede 
conllevar a la realización de actos en contextos públicos y masivos, siempre dentro de los 
límites de la ley y la Constitución. 
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5. Las distintas confesiones religiosas e iglesias son iguales ante la ley y la 
Constitución. Por tanto, no se admiten prerrogativas para alguna en especial. 
En este mismo sentido, el artículo 13 de la Constitución Política señala que “todas 
las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma protección y trato de las 
autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y oportunidades sin ninguna 
discriminación por razones de […] religión”.  Asimismo, el artículo 18 de la Constitución 
Política consagra la libertad de conciencia, lo cual significa que “Nadie será molestado por 
razón de sus convicciones o creencias ni compelido a revelarlas ni obligado a actuar contra 
su conciencia”.  
Así pues, la Corte Constitucional, indica que “la libertad de conciencia constituye la 
base de la libertad religiosa y de culto”167. Lo anterior, en consideración que “la libertad de 
conciencia confiere a las personas un amplio ámbito de autonomía para que adopte 
cualquier tipo de decisión acerca de sus opiniones, sentimientos o concepciones incluyendo 
[…] la posibilidad de negar o afirmar su relación con Dios”168. Por consiguiente, la libertad 
de conciencia169 garantiza que las personas no sean hostigadas por sus creencias, ni sean 
forzadas a confesarlas. En conclusión,  
el derecho a la libertad religiosa, de cultos y de conciencia debe ser entendido como un 
derecho subjetivo en virtud del cual toda persona tiene la libertad de elegir la creencia o 
doctrina para el desarrollo de su plan de vida y, en consecuencia, es libre de elegir la forma 
en la que va a practicar sus creencias. En cuanto a la dimensión objetiva o externa del 
derecho esta se entiende como el deber de respeto de los particulares y del Estado frente a 
las creencias de las personas y la prohibición de obligar a otros a realizar actos que 
                                                          
167Corte Constitucional, Sentencia T-575 de 2016. 
168Ibídem. 
169Al respecto, “La libertad de conciencia se ha distinguido […] de la libertad religiosa, considerándose que 
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contraríen su culto o que exalten y/o promuevan una religión diferente de la que 
profesan170. 
En relación con el núcleo esencial171 de este derecho, es decir, “el mínimo de 
contenido que el legislador debe respetar”172 la Corte Constitucional, en distintas sentencias 
expresa, por ejemplo, en la T-602 de 1996, que “el núcleo esencial de la libertad de cultos 
está constituido por las posibilidades, no interferidas por entes públicos o privados, de dar 
testimonio externo de las propias creencias, en espacios abiertos o cerrados”173. Asimismo, 
en la Sentencia C-616 de 1997, la Corte Constitucional indica que “el núcleo esencial de la 
libertad de religión es, justamente, la facultad de una relación con Dios”174. También, a 
través de la Sentencia T-588 de 1998, la Corte Constitucional expresa que “para el creyente 
la coherencia de su vida personal con los dogmas y creencias de su religión, reviste una 
importancia capital, […] la aspiración de coherencia a la que apunta el creyente entre lo que 
profesa y lo que practica”, hace parte del núcleo esencial de la libertad religiosa175. 
Por otro lado, la Corte Constitucional, manifiesta que, al decidir un caso sobre la 
presunta violación del derecho a la libertad de cultos, situado en distintos ámbitos como el 
educativo, el juzgador tomará en consideración: “(i) la importancia de la creencia invocada 
frente a la religión que se profesa; (ii) la exteriorización de la creencia; (iii) la oportunidad 
de la oposición frente al acto contrario a la libertad religiosa., y (iv) el principio de razón 
suficiente aplicable”176. Este último elemento integra dos fases: “(i)Si el medio elegido es 
necesario para llegar al fin, precisando si no existe otro medio alternativo que no implique 
                                                          
170Corte Constitucional, Sentencia T-524 de 2017. 
171Sobre el núcleo esencial se puede manifestar que “se ha definido como […] esa parte del derecho que lo 
identifica, que permite diferenciarlo de otros y que otorga un necesario grado de inmunidad respecto de la 
intervención de las autoridades públicas” (Corte Constitucional, Sentencia C-756 de 2008). 
172Ibídem. 
173Corte Constitucional, Sentencia T-602 de 1996. 
174Corte Constitucional, Sentencia C-616 de 1997. 
175Entre otros fallos de la Corte Constitucional donde se aborda este tema, se encuentra la Sentencia T- 1083 
de 2002, la cual retoma lo anteriormente expresado por la T-602 de 1996 y C-616 de 1997 manifestando que, 
en virtud de ello, a primera vista “le está vedado al Estado (así como a particulares), impedir que la persona 
establezca la relación personal con […] un ser superior y que lo haga público, en las condiciones que el 
particular credo […] y código moral […] impongan”. 
176Corte Constitucional, Sentencia T-524 de 2017. 
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afectar en tal grado el derecho a la libertad religiosa y (ii) si la afectación es 
desproporcionada”177.   
Respecto a la educación, es conveniente precisar que aquel es un derecho que “ha 
sido catalogado como fundamental, inherente a la persona, propio de la esencia del hombre 
y de su dignidad humana”178. Además, es un servicio público –art. 67 Constitución 
Política–, y como tal, “la educación es inherente a la finalidad social del Estado, y se 
convierte en una obligación de éste, pues él es quien tiene que asegurar su prestación 
eficiente a todos los habitantes del territorio nacional”179. De esta manera, “la educación 
vista como derecho fundamental y como servicio público, ha sido reconocida por la 
doctrina nacional e internacional como un derecho de contenido prestacional”180.  
Lo anterior “indica la posibilidad que tiene su titular de exigir de parte del Estado o 
de los particulares […] la adopción de ciertas medidas, acciones o actividades de hacer o 
dar, para materializar o hacer efectivo su disfrute”181. Particularmente, este derecho se 
encuentra consagrado en el artículo 67 de la Constitución Política, el cual señala que “La 
educación formará al colombiano en el respeto a los derechos humanos, a la paz y a la 
democracia; y en la práctica del trabajo y la recreación, para el mejoramiento cultural, 
científico, tecnológico y para la protección del ambiente”.  
El derecho a la educación implica la libertad de enseñanza, aprendizaje, 
investigación y cátedra182. La libertad de enseñanza en su concepción amplia abarca los 
anteriores elementos citados, los cuales “son garantizadas por el Estado como derechos 
fundamentales”183. En cuanto a las primeras tres libertades mencionadas se puede precisar 
lo siguiente: 
                                                          
177Corte Constitucional, Sentencia T-575 de 2016. 
178Corte Constitucional, Sentencia T-137 de 2015. 
179Corte Constitucional, Sentencia T-779 de 2011. 
180Ibídem. 
181Ibídem. 
182El artículo 27 de la Constitución Política señala que “El Estado garantiza las libertades de enseñanza, 
aprendizaje, investigación y cátedra”. 
183Corte Constitucional, Sentencia C-832 de 2007. 
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los destinatarios del derecho fundamental  pueden ser tanto el plantel educativo como el 
educando, a quienes se les garantiza, en el primer caso la libertad de enseñar, de escoger el 
sistema o método de aprendizaje y el sistema o método de investigación; y si se trata del 
educando, éste se encuentra en libertad de decidir cuál es el sistema de educación e 
investigación que se ajuste a su personal criterio o el de sus padres, cuando se trate de 
menores de edad.184 
Caso distinto sucede con la libertad de cátedra, puesto que “tiene un destinatario 
único y este es el educador, cualquiera fuese su nivel o su especialidad”185. En efecto, esta 
libertad es un “derecho garantizado constitucionalmente a todas las personas que realizan 
una actividad docente a presentar un programa de estudio, investigación y evaluación que 
según su criterio, se refleja en el mejoramiento del nivel académico de los educandos”186. 
Sin embargo, “la autonomía del profesor, empero, está sujeta a límites que surgen del 
respeto de otros derechos constitucionales y de la conformación misma del proceso de 
aprendizaje”187.  
En este mismo sentido, la libertad de enseñanza no es absoluta, ya que encuentra 
límites en las normas constitucionales y legales. Por ende, “no pueden considerarse 
violatorias del derecho a la libertad de enseñanza, la restricciones que la ley imponga a este 
derecho de conformidad […] con los principios señalados en la Constitución Nacional”188. 
Además: 
La educación y la enseñanza son campos en los que la Constitución admite la regulación 
estatal y en los que impone una constante inspección y vigilancia, tanto de los centros 
educativos públicos como de los privados, justamente en razón de los fines esenciales que 
persigue esta actividad y de su vínculo directo con los derechos fundamentales y la 
promoción del desarrollo humano189.  
                                                          
184Corte Constitucional, Sentencia T-092 de 1994. 
185Ibídem. 
186Ibídem. 
187Corte Constitucional, Sentencia T-588 de 1998. 
188Corte Constitucional, Sentencia T-662 de 1999. 
189Corte Constitucional, Sentencia T-588 de 1998. 
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Por consiguiente, la libertad de enseñanza encuentra sus límites, a propósito de la 
supervisión que le compete realizar al Estado en este escenario, en virtud de lo establecido 
por el artículo 67 de la Constitución Política, el cual señala:  
Corresponde al Estado regular y ejercer la suprema inspección y vigilancia de la educación 
con el fin de velar por su calidad, por el cumplimiento de sus fines y por la mejor formación 
moral, intelectual y física de los educandos; garantizar el adecuado cubrimiento del servicio 
y asegurar a los menores las condiciones necesarias para su acceso y permanencia en el 
sistema educativo. 
Igualmente, la autonomía universitaria, halla límites en la supervisión a la educación 
que le corresponde llevar a cabo al Estado, en consecuencia, no es absoluta esta autonomía. 
Al respecto, la Constitución Política estipula que “Las universidades podrán darse sus 
directivas y regirse por sus propios estatutos, de acuerdo con la ley”190. Sobre este derecho 
explica la sentencia T-933 de 2005 que comprende dos escenarios, a saber: 
(i) la autorregulación académica propiamente dicha, la cual se desenvuelve en el espectro de 
la libertad de pensamiento y pluralismo ideológico […], y por la otra, (ii) la autorregulación 
administrativa o funcional, cuyo objetivo principal se concentra en permitir a los centros de 
enseñanza organizarse internamente para garantizar […] la trasmisión del conocimiento191. 
El artículo 68 de la Constitución Política prosigue abordando el tema de la 
educación, por tanto, manifiesta que “Los particulares podrán fundar establecimientos 
educativos. La ley establecerá las condiciones para su creación y gestión”. De esta manera, 
los particulares tendrán derecho “de constituir centros docentes […] e impartir en ellos la 
educación y proyección filosófica que estimen conveniente, acorde con sus ideales 
religiosos o filosóficos”192. La Corte Constitucional indica al respecto: 
En el terreno de la moral y la religión […] según la filosofía en que se inspira la función 
educativa no puede llegar hasta la exigencia forzosa ni hasta la constricción del educando 
para que asuma en su totalidad las convicciones inculcadas, ni para que adopte la decisión 
                                                          
190 Constitución Política, artículo 69. 
191Corte Constitucional, Sentencia T-933 de 2005. 
192Corte Constitucional, Sentencia T-662 de 1999. 
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fundamental en cuanto a la opción de sus creencias, pues ello corresponde al área 
inalienable de su libertad193. 
Adicionalmente, el artículo 68 de la Constitución Política, manifiesta que “Los 
padres de familia tendrán derecho de escoger el tipo de educación para sus hijos menores”, 
esta norma también señala que “en los establecimientos del Estado ninguna persona podrá 
ser obligada a recibir educación religiosa”. A propósito de lo anterior, la Corte 
Constitucional en la sentencia T-662 de 1999, aclara que aquello no conlleva a “que un 
colegio oficial no pueda ofrecer a sus alumnos una específica enseñanza religiosa. Puede 
hacerlo, pero dependerá de que los padres de familia, dada la condición de minoría de edad 
de sus hijos, su aceptación libre o no”.  
Más adelante, la Corte Constitucional194 expresa que “realizar actos religiosos 
dentro de una institución educativa oficial, en principio, no puede considerarse como un 
acto inconstitucional”195 Sin embargo, señala este alto tribunal que “también [se] ha 
establecido que la facultad que tienen las instituciones educativas oficiales de facilitar la 
realización de actos religiosos dentro sus instalaciones, está limitada por el principio de 
laicidad y el deber de neutralidad del Estado en materia religiosa”196. Por consiguiente,  
Respecto a la facultad que le asiste a las instituciones educativas oficiales en materia 
religiosa, estas últimas sólo podrán facilitar la realización de actos religiosos, sin que ello 
implique la institucionalización de los mismos, limitándose a ofrecer los espacios y tiempos 
para su realización, si así voluntariamente lo solicita la comunidad educativa. En 
consecuencia, no pueden promocionar, patrocinar, impulsar, o favorecer actividades 
religiosas de cualquier confesión, en tanto que, los llamados a realizar estas acciones, son 
                                                          
193Corte Constitucional, Sentencia T-393 de 1997. 
194Este señalamiento lo hizo la Corte Constitucional teniendo en cuenta el inciso segundo del artículo 5 del 
Decreto 4500 de 2006 (compilado Decreto 1075 de 2015) el cual indica que “Los establecimientos educativos 
facilitarán a los miembros de la comunidad educativa, la realización y participación en los actos de oración, 
de culto y demás actividades propias del derecho a recibir asistencia religiosa, así como a los que no profesen 
ningún credo religioso ni practiquen culto alguno el ejercicio de la opción de abstenerse de participar en tal 
tipo de actos. Estas actividades se deben realizar de conformidad con los literales e) y f) del artículo 6º y el 
artículo 8º de la Ley 133 de 1994, y con lo dispuesto en los acuerdos que el Estado suscriba conforme al 
artículo 15 de esta Ley”. 




las confesiones religiosas y los miembros de la comunidad educativa que, voluntariamente, 
las apoyen197. 
Además, este alto tribunal también recuerda que  
esta Corte en reiterada jurisprudencia, ha precisado que el deber de neutralidad impide al 
Estado que (i) establezca una religión o iglesia oficial, (ii) se identifique formal y 
explícitamente con una iglesia o religión, (iii) realice actos oficiales de adhesión a una 
creencia, (iv) tome medidas o decisiones con una finalidad exclusivamente religiosa y (v) 
adopte políticas cuyo impacto sea promover, beneficiar o perjudicar a una religión o 
iglesia198. 
De lo anterior, se puede manifestar que el Estado de Colombia, al establecerse como 
laico y  neutral frente a las confesiones religiosas, no puede fijar una religión como oficial o 
inscribirse en una de ellas, ni incentivar alguna, consecuentemente un establecimiento 
educativo oficial tampoco le está permitido hacerlo. 
Con respecto a la educación dirigida a niños(as) y adolescentes, la Constitución 
Política, por un lado, en su artículo 44, señala como derechos fundamentales de los niños, 
entre otros, el de la educación. Los niños(as) son sujetos de especial protección, por tanto, 
esta misma norma constitucional señala que aquellos “derechos de los niños prevalecen 
sobre los derechos de los demás”. Por otro lado, en su artículo 45, indica que “El 
adolescente tiene derecho a la protección y a la formación integral”.  
b) Ley estatutaria de libertad religiosa y de cultos (Ley 133 de 1994) 
Como se ha indicado anteriormente, el artículo 19 de la Constitución Política 
consagra el derecho a la libertad religiosa y de cultos. A causa de este reconocimiento, se 
expide la Ley 133 de 1994199–No. 209, Senado de 1992 y No. 1 Cámara–. Esta Ley es 
estatutaria200, en tanto regula derechos fundamentales concernientes a la libertad religiosa y 
                                                          
197Ibídem. 
198Ibídem. 
199"Por la cual se desarrolla el Derecho de Libertad Religiosa y de Cultos, reconocido en el artículo 19 de la 
Constitución Política". 
200Aquellas “leyes estatutarias están encargadas de desarrollar los textos constitucionales que reconocen y 
garantizan los derechos fundamentales” (Corte Constitucional, Sentencia C-425 de 1994). 
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de cultos. En este aspecto, le compete a la Corte Constitucional, realizar una revisión previa 
del proyecto de Ley, en cuanto a su constitucionalidad –después de ser aprobada por el 
Congreso–. Así, en esta ocasión, el alto tribunal, entra a revisar el proyecto de Ley y 
expresa que ésta contiene: 
un marco jurídico, que consagra las garantías básicas para que todas las personas, como 
individuos o como comunidades religiosas o como comunidades de fieles, seguidores o 
creyentes, puedan desarrollar libremente de modo organizado o espontáneo sus actividades 
religiosas201.  
La Ley estatutaria 133 de 1994 está conformada por 5 capítulos, con un total de 19 
artículos. El primer capítulo se titula “Del derecho de libertad religiosa”. Se destaca de este 
conjunto, el artículo 1 en su inciso 2, donde se interpreta que la libertad religiosa y de 
cultos se encuentra contemplada como un derecho humano. Por tanto, para su análisis se 
deben tener en cuenta no solo las normas nacionales, sino también los tratados 
internacionales ratificados por Colombia, tales como el Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos y la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 
Esta Ley estatutaria, expresa el modelo laico elegido por el Estado colombiano, al 
hacer, entre otras, las siguientes promulgaciones: en su artículo 2 determina que “Ninguna 
Iglesia o confesión religiosa es ni será oficial o estatal”; de esta manera, se asume la 
separación entre el Estado y la Iglesia; el artículo 3 señala que: “El Estado reconoce la 
diversidad de las creencias religiosas, las cuales no constituirán motivo de desigualdad o 
discriminación ante la ley”, garantizando un escenario donde exista igualdad entre todas las 
iglesias y las confesiones religiosas, sin privilegiar alguna, así sea la más tradicional o la 
que tenga mayores adeptos. El derecho a la libertad religiosa y de cultos encuentra sus 
límites en “la protección del derecho de los demás al ejercicio de sus libertades públicas y 
derechos fundamentales, así como la salvaguarda de la seguridad, de la salud y de la 
moralidad pública, elementos constitutivos del orden público”202.  
                                                          
201Corte Constitucional, Sentencia C-088 de 1994. 
202Ley 133 de 1994, artículo 4. 
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Al respecto, la Corte Constitucional al revisar el proyecto de Ley estatutaria, 
comenta que: “El orden público […] es un concepto que hay que interpretar en relación con 
el modelo de Estado consagrado en la Carta de 1991, es decir, con la democracia social y 
de derecho que tiene como fundamento el respeto a los derechos humanos y a su recto 
ejercicio”203. 
Siguiendo con este análisis, el artículo 5 de la Ley presenta una serie de actividades 
que no se encuentran cobijadas por esta Ley Estatutaria, señalando que son aquellas que 
están “relacionadas con el estudio y experimentación de los fenómenos psíquicos o 
parapsicológicos; el satanismo, las prácticas mágicas o supersticiosas o espiritistas u otras 
análogas ajenas a la religión”, bajo el argumento de que estas prácticas “no alcanzan a 
constituir lo que la experiencia destaca como religión, ni como confesión religiosa”204. La 
Corte Constitucional también aclara al respecto que “aquellas actividades se pueden 
desarrollar en nuestra sociedad con la libertad predicable de la conducta humana no 
prohibida expresamente, y por tanto permitida dentro de los limites jurídicos que se 
desprenden de los derechos de los demás, y en general dentro de los límites de los deberes y 
de las obligaciones de todas las personas205.  
En este recorrido por la Ley 133 de 1994, se observa también que el capítulo 
segundo presenta el título “Del ámbito del derecho de libertad religiosa”, donde se detalla 
en su artículo 6, los derechos de la persona, estableciendo como uno de ellos, el de abrazar 
una religión, o simplemente no practicar alguna, es decir, que dentro del derecho de la 
libertad religiosa y de cultos, también se protege las manifestaciones negativas del 
fenómeno religioso206, por tanto, esta Ley expone como derecho, el no ser sometido a 
prácticas religiosas que no se deseen, de esta manera las personas no pueden ser obligadas a 
                                                          
203Corte Constitucional, Sentencia C-088 de 1994. 
204Ibídem. 
205Ibídem. 
206La Corte Constitucional en la sentencia T-524 de 2017 manifiesta que “esta Corte en reiterada 
jurisprudencia ha concluido que el derecho a la libertad de cultos no protege exclusivamente las 
manifestaciones positivas del fenómeno religioso, esto es, formar parte de algún credo, llevar a cabo prácticas 
o ritos de una religión, sino también las negativas, como la posibilidad de no pertenecer a ningún tipo de 
religión, de no ser obligado a practicar actos de culto o a recibir asistencia religiosa cuando no se desea”. 
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ir en contra de esta decisión. De forma literal, este artículo expresa, con relación a las 
personas, que la libertad religiosa y de cultos incluye el derecho:  
a) De profesar las creencias religiosas que libremente elija o no profesar ninguna; cambiar 
de confesión o abandonar la que tenía; manifestar libremente su religión o creencias 
religiosas o la ausencia de las mismas o abstenerse de declarar sobre ellas; 
b) De practicar, individual o colectivamente, en privado o en público, actos de oración y 
culto; conmemorar sus festividades; y no ser perturbado en el ejercicio de estos derechos; 
c) De recibir sepultura digna y observar los preceptos y ritos de la religión del difunto en 
todo lo relativo a las costumbres funerarias con sujeción a los deseos que hubiere expresado 
el difunto en vida, o en su defecto expresare su familia […] 
d) De contraer y celebrar matrimonio y establecer una familia conforme a su religión y a las 
normas propias de la correspondiente Iglesia o confesión religiosa […] 
e) De no ser obligado a practicar actos de culto o a recibir asistencia religiosa contraria a 
sus convicciones personales; 
f) De recibir asistencia religiosa de su propia confesión en donde quiera que se encuentre y 
principalmente en los lugares públicos de cuidados médicos, en los cuarteles militares y en 
los lugares de detención; […] 
i) De no ser impedido por motivos religiosos para acceder a cualquier trabajo o actividad 
civil, para ejercerlo o para desempeñar cargos o funciones públicas. Tratándose del ingreso, 
ascenso o permanencia en capellanías o en la docencia de educación religiosa y moral, 
deberá exigirse la certificación de idoneidad emanada de la Iglesia o confesión de la 
religión a que asista o enseñe;  
j) De reunirse o manifestarse públicamente con fines religiosos y asociarse para desarrollar 
comunitariamente sus actividades religiosas207.  
También, los derechos de las iglesias y confesiones religiosas que se encuentran 
incluidos en la libertad religiosa y de cultos, son señalados en el artículo 7 de la Ley 133 de 
1994. De esta manera, se exponen los derechos: 
                                                          
207Ley 133 de 1994, artículo 6. 
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a) De establecer lugares de culto o de reunión con fines religiosos y de que sean respetados 
su destinación religiosa y su carácter confesional específico; 
b) De ejercer libremente su propio ministerio; conferir órdenes religiosas, designar para los 
cargos pastorales; comunicarse y mantener relaciones, sea en el territorio nacional o en el 
extranjero […] 
c) De establecer su propia jerarquía, designar a sus correspondientes ministros libremente 
elegidos, por ellas con su particular forma de vinculación y permanencia según sus normas 
internas; 
d) De tener y dirigir autónomamente sus propios institutos de formación y de estudios 
teológicos, en los cuales pueden ser libremente recibidos los candidatos al ministerio 
religioso que la autoridad eclesiástica juzgue idóneos […]  
e) De escribir, publicar, recibir y usar libremente sus libros y otras publicaciones sobre 
cuestiones religiosas; 
f) De anunciar, comunicar y difundir, de palabra y por escrito, su propio credo a toda 
persona208 
En cuanto a la enseñanza religiosa, la Ley 133 de 1994, en el artículo 6, en su literal 
g, determina el derecho que le asiste a toda persona de ser receptora o emisora de este tipo 
de enseñanzas e informaciones. De esta manera, las personas tendrán derecho a negarse, y, 
por tanto, no ser obligados a tomar estas enseñanzas. Asimismo, el artículo 7 de esta Ley en 
su literal g, reconoce el derecho de las iglesias y confesiones religiosas “de cumplir 
actividades de educación […] que permitan poner en práctica los preceptos de orden moral 
desde el punto de vista social de la respectiva confesión”. Cabe explicar que la moral social 
hace referencia “al conjunto de principios y valores morales que comparten los miembros 
de un determinado grupo social”209, mientras que la moral crítica apunta “al conjunto de 
                                                          
208Ley 133 de 1994, artículo 7. 
209VILAJOSANA, Josep. Funciones del Derecho: un marco conceptual  [en línea], 2006. [Consultado: enero 




principios y valores morales “esclarecidos”, es decir, aquellos que resultan a partir de un 
proceso de justificación racional”210.  
Respecto a los padres de los menores, el literal h, del artículo 6 de la Ley 133 de 
1994 manifiesta que podrán optar “dentro y fuera del ámbito escolar, la educación religiosa 
y moral según sus propias convicciones. Para este efecto, los establecimientos docentes 
ofrecerán educación religiosa y moral a los educandos de acuerdo con la enseñanza de la 
religión a la que pertenecen211”.  
Cabe aclarar, que existe también el derecho de los estudiantes de no recibir este tipo 
de enseñanza religiosa. Al respecto, señala este literal que “la voluntad de no recibir 
enseñanza religiosa y moral podrá ser manifestada en el acto de matrícula por el alumno 
mayor de edad o los padres”212.  
c) Ley General de Educación (Ley 115 de 1994) 
La Ley 115 de 1994213, presenta un conjunto de normas relacionadas con la 
educación. Inicia esta Ley definiendo aquella como un proceso continuo basado en una 
noción integral del ser humano, el cual se llevará a cabo teniendo en cuenta los siguientes 
fines para la convivencia en un mundo plural: 
                                                          
210Ibídem. 
211En el año 2012, siendo representante a la cámara Orlando Velandia, presentó el Proyecto de Ley Estatutaria 
082. Entre otras propuestas, el representante formula que se modifique el artículo 6, literal h de la Ley 133 de 
1994, agregando al texto la parte que se encuentra subrayada: h) De elegir para sí y los padres para los 
menores o los incapaces bajo su dependencia, dentro y fuera del ámbito escolar, la educación religiosa y 
moral según sus propias convicciones. Para este efecto, los establecimientos docentes ofrecerán educación 
religiosa y moral a los educandos de acuerdo con la enseñanza de la religión a la que pertenecen, sin perjuicio 
de su derecho de no ser obligados a recibirla, caso en el cual ofrecerán un programa alternativo el cual deberá 
estar previsto en el Proyecto Educativo Institucional, PEI. La voluntad de no recibir enseñanza religiosa y 
moral podrá ser manifestada en el acto de matrícula por el alumno mayor de edad o los padres o curadores del 
menor o del incapaz. El representante Velandia señala que a pesar de que existe una norma –la cual se 
estudiará más adelante–, que “estableció la obligación de incluir en el PEI de los establecimientos educativos 
públicos y privados un programa alternativo para el estudiante que opte por no tomar la educación religiosa 
ofrecida por los mismos, la realidad es que ningún colegio en Colombia ofrece esta alternativa” (VELANDIA, 
Orlando. Proyecto de Ley Estatutaria 082 de 2012 [en línea]. [Consultado: septiembre 11 de 2017]. 
Disponible en Internet: http://www.camara.gov.co/libertad-religiosa). Finalmente, el proyecto de Ley fue 
archivado.  
212Ley 133 de 1994,  artículo 6, literal h. 
213“Por la cual se expide la ley general de educación”. 
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La formación en el respeto a la vida y a los demás derechos humanos, a la paz, a los 
principios democráticos, de convivencia, pluralismo, justicia, solidaridad y equidad, así 
como en el ejercicio de la tolerancia y de la libertad.  
[…] 
El estudio y la comprensión crítica de la cultura nacional y de la diversidad étnica y cultural 
del país, como fundamento de la unidad nacional y de su identidad214.  
De lo anterior, se pueden destacar conceptos claves, tales como: paz, convivencia, 
principios democráticos, pluralismo, equidad, tolerancia, libertad, diversidad cultural, 
derechos humanos.  
Por otra parte, el artículo 23 y 31 de la Ley en comento, establecen la educación 
religiosa como un área obligatoria y fundamental para la educación básica y media 
académica215. El artículo 23 aclara que esta área “se ofrecerá en todos los establecimientos 
educativos, observando la garantía constitucional según la cual, en los establecimientos del 
Estado ninguna persona podrá ser obligada a recibirla”. Continúa la Ley 115 de 1994 
señalando en su artículo 24 sobre la educación religiosa que: 
los establecimientos educativos la establecerán sin perjuicio de las garantías 
constitucionales de libertad de conciencia, libertad de cultos y el derecho de los padres de 
familia de escoger el tipo de educación para sus hijos menores, así como del precepto 
constitucional según el cual en los establecimientos del Estado ninguna persona podrá ser 
obligada a recibir educación religiosa.  
En su inciso segundo, dicho artículo añade que “la educación religiosa se impartirá 
de acuerdo con lo establecido en la ley estatutaria que desarrolla el derecho de libertad 
religiosa y de cultos”. Para interpretar este artículo, se cita a la Ley Estatutaria 133 de 1994, 
que desarrolla este derecho, cabe recordar que aquella expone que, en los establecimientos 
educativos, los estudiantes y padres de familia de los menores tienen derecho a rehusarse y, 
por tanto, no pueden ser sometidos a recibir la educación religiosa.  
                                                          
214Ley 115 de 1994, artículo 4. 
215El artículo 16 de la Ley 115 de 1994 estipula como uno de los objetivos específicos de la educación 
preescolar “El reconocimiento de su dimensión espiritual para fundamentar criterios de comportamiento”. 
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Asimismo, en el artículo 24 de la Ley 115 de 1994, el legislador es claro al 
preceptuar que este tipo de enseñanza estará condicionado al cumplimiento de unos 
derechos, los cuales, como se mencionó anteriormente, son: el derecho a la “libertad de 
conciencia, libertad de cultos y el derecho de los padres de familia de escoger el tipo de 
educación para sus hijos menores”. 
La Corte Constitucional, al referirse sobre los artículos 23 y 24 de la Ley 115 de 
1994, señala que “Elegir y recibir libremente educación religiosa corresponde a un 
elemento constitutivo del núcleo esencial de la libertad religiosa, que sería teórico sino 
encuentra la suficiente oferta de este tipo de educación”216. Estos señalamientos los hizo en 
respuesta a la demanda de inconstitucionalidad que presentó un ciudadano en contra del 
artículo 24 de la Ley en comento, en la parte que se específica acerca de la educación 
religiosa “que los establecimientos educativos la establecerán”, y el artículo 23 de la misma 
Ley, allí donde se expresa como obligatoria la educación religiosa y se estipula que todos 
los establecimientos educativos la ofrecerán. La Corte Constitucional decide declarar sobre 
este asunto la constitucionalidad de los artículos anteriormente citados. 
Referente a la autonomía escolar la Ley 115 de 1994, a través de su artículo 77 
establece que “las instituciones de educación formal gozan de autonomía para organizar las 
áreas fundamentales […], introducir asignaturas optativas […], adaptar algunas áreas […], 
adoptar métodos de enseñanza y organizar actividades formativas, culturales y deportivas”. 
Lo anterior, con observancia de las directrices del Ministerio de Educación Nacional. 
Asimismo, la Ley en comento también señala que “Los establecimientos educativos tendrán 
un reglamento o manual de convivencia, en el cual se definan los derechos y obligaciones, 
de los estudiantes”217. Sin embargo, “la facultad que tienen los establecimientos educativos 
para definir el Manual de Convivencia encuentra sus bases y sus límites en el texto 
constitucional”218. 
 
                                                          
216Corte Constitucional, Sentencia C-555 de 1994. 
217Ley 115 de 1994, artículo 87. 
218Corte Constitucional, Sentencia T-832 de 201. 
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d) Código de la Infancia y la Adolescencia (Ley 1098 de 2006) 
La Ley 1098 de 2006219 se decreta con el propósito de amparar a los niños, niñas y  
adolescentes, por tanto presenta normas que garantizan el ejercicio de los derechos de 
aquellos sujetos. Así, pues la Ley 1098 de 2006, en su artículo 37, indica que “los niños, las 
niñas y los adolescentes gozan de las libertades consagradas en la Constitución Política y en 
los tratados internacionales de Derechos Humanos”; la libertad de cultos se encuentra 
dentro de aquellas libertades. Por ello, las instituciones educativas tienen como obligación 
“evitar cualquier conducta discriminatoria por razones de sexo, etnia, credo, condición 
socio-económica o cualquier otra que afecte el ejercicio de sus derechos”220.  
En este mismo sentido, el artículo 43 de esta misma Ley manifiesta que “las 
instituciones de educación primaria y secundaria, públicas y privadas, tendrán la obligación 
fundamental de garantizar a los niños, niñas y adolescentes el pleno respeto a su dignidad, 
vida, integridad física y moral dentro de la convivencia escolar”. En consecuencia, se 
comprometen a “Formar a los niños, niñas y adolescentes en el respeto por los valores 
fundamentales de la dignidad humana, los Derechos Humanos, la aceptación, la tolerancia 
hacia las diferencias entre personas”221. Lo anterior conlleva a una educación de calidad, a 
la cual los niños, las niñas y los adolescentes también tienen derecho222. 
e) Convenio de Derecho Público Interno número 1 de 1997, entre el Estado 
colombiano y algunas Entidades Religiosas Cristianas no católicas (Decreto 354 de 
1998) 
En el contexto de las normas concernientes a la libertad religiosa y de cultos se 
encuentra el Decreto 354 de 1998223, que aprueba el Convenio de Derecho Público Interno 
                                                          
219“Por la cual se expide el Código de la Infancia y la Adolescencia”. 
220Ley 1098 de 2006, artículo 42. 
221Ley 1098 de 2006, artículo 43. 
222Ley 1098 de 2006, artículo 28. 
223“Por el cual se aprueba el Convenio de Derecho Público Interno número 1 de 1997, entre el Estado 
colombiano y algunas Entidades Religiosas Cristianas no católicas”. 
72 
 
número 1 de 1997, celebrado por el Estado colombiano y diversas Entidades Religiosas 
Cristianas no Católicas224.  
Este Decreto lo componen cuatro capítulos: el primero trata el tema del matrimonio, 
el segundo el tema de la educación, el tercero el tema del servicio pastoral y el cuarto 
capítulo está compuesto por temas diversos, y, por último, un artículo que referencia a la 
Iglesia Adventista del Séptimo Día, importante en el contexto de este trabajo, en cuanto 
indica: 
a. El descanso laboral semanal, para los fieles de la Iglesia Adventista del Séptimo Día, 
cuyo día de precepto o fiesta de guarda, es decir el sábado, podrá comprender, siempre que 
medie acuerdo entre las partes, desde la puesta del sol del viernes hasta la puesta del sol del 
sábado, en sustitución del que establezca las leyes. 
b. Los alumnos fieles de la Iglesia Adventista del Séptimo Día, que cursen estudios en 
centros de enseñanza públicos y privados, siempre que medie acuerdo entre las partes, 
estarán dispensados de la asistencia a clase y de la celebración de exámenes desde la puesta 
del sol del viernes hasta la puesta del sol del sábado, a petición propia o de quienes ejerzan 
la patria potestad o tutela. 
c. Los exámenes o pruebas selectivas convocadas para el ingreso o cargos de las 
Instituciones del Estado o a Instituciones educativas, que hayan de celebrarse durante el 
período de tiempo expresado en los literales anteriores, serán señalados en una fecha 
alternativa para los fieles de la Iglesia Adventista del Séptimo Día, cuando no haya causa 
motivada que lo impida. 
Sobre el tema educativo, el Decreto en mención, estipula en su artículo 7 que “El 
Estado colombiano garantiza a los padres de familia fieles de las entidades religiosas que 
suscriben el presente Convenio el derecho de escoger el tipo de educación para sus hijos 
menores o incapaces”. Prosigue el artículo señalando que “En la educación obligatoria de 
                                                          
224“Concilio de las Asambleas de Dios de Colombia […] a ésta pertenece la Iglesia Comunidad Cristiana 
Manantial de Vida Eterna; Iglesia Cruzada Cristiana […]; Iglesia Cristiana Cuadrangular  […]; Iglesia de 
Dios en Colombia […]; Casa sobre la Roca Iglesia Cristiana Integral […]; Iglesia Pentecostal Unida de 
Colombia […]; Denominación Misión Panamericana de Colombia […]; Iglesia de Dios Pentecostal 
Movimiento Internacional en Colombia […]; Iglesia Adventista del Séptimo Día de Colombia […]; Iglesia 
Wesleyana […]; Iglesia Cristiana de Puente Largo […]; Federación Consejo Evangélico de Colombia, 
Cedecol” (Decreto 354 de 1998, artículo I). 
73 
 
un año de preescolar y nueve de educación básica que se imparta en las instituciones del 
Estado, deberá darse plena aplicación a lo establecido en el inciso anterior”. En este mismo 
sentido, el Decreto indica la importancia de “Garantiza[r] a los alumnos, a sus padres […] 
el ejercicio del derecho […] a recibir enseñanza religiosa cristiana no católica, acorde a las 
doctrinas de la entidad religiosa a la que pertenezca, en los centros docentes públicos, en 
los niveles de educación preescolar a secundaria”225. Por tanto, en “los centros docentes 
públicos se procederá a establecer los mecanismos para que el menor o estudiante cristiano 
no católico reciba la clase de educación religiosa cristiana no católica conforme a los 
principios y doctrinas de la entidad religiosa cristiana no católica a la que pertenezca”226. 
En cuanto a la enseñanza religiosa cristiana no católica dentro de los planteles 
educativos de las entidades religiosas que hacen parte del presente Convenio se indica que: 
en desarrollo de la libertad de enseñanza y la autonomía escolar establecida en la ley, para 
la elaboración del currículo y plan de estudios, las entidades religiosas parte de este 
Convenio, podrán establecer, dentro de las áreas fundamentales de conocimiento definidas 
para cada nivel, la asignatura de educación religiosa cristiana no católica acorde a sus 
doctrinas, que será impartida en todos sus centros educativos establecidos en el territorio 
nacional, previa concentración con la comunidad educativa y de conformidad con las 
disposiciones legales vigentes227. 
Adicionalmente, el Decreto en mención señala que las Entidades religiosas que 
celebran este convenio “podrán fundar, organizar y dirigir centros de educación a cualquier 
nivel, incluidos la educación campesina y rural y para la rehabilitación social y en general 




                                                          
225Señala la misma norma “que tal garantía no debe representar carácter excluyente con otras religiones”. 
(Decreto 354 de 1998, artículo VIII). 
226Decreto 354 de 1998, artículo VIII. 
227Decreto 354 de 1998, artículo IX. 
228Decreto 354 de 1998, artículo X. 
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f) Decreto Único Reglamentario del Sector Educación (Decreto 1075 de 2015) 
El Decreto 1075 de 2015229 se expide “con el objetivo de compilar y racionalizar las 
normas de carácter reglamentario que rigen en el sector [educación] y contar con un 
instrumento jurídico único para el mismo”230. Este Decreto manifiesta en su artículo 
2.3.3.4.4.4, la situación del educando que eligió no recibir la educación religiosa que 
imparte el establecimiento educativo, y el deber de aquellos establecimientos de brindarle 
al estudiante “un programa alternativo el cual deberá estar previsto en el PEI con base en el 
cual se le evaluará”. Además, se indica nuevamente en el artículo 2.3.3.4.4.5 de este 
Decreto, lo siguiente: 
Los estudiantes ejercen su derecho a la libertad religiosa al optar o no por tomar la 
educación religiosa que se ofrece en su establecimiento educativo, aunque no corresponda a 
su credo, y en tal caso a realizar las actividades relacionadas con esta área de acuerdo con lo 
previsto en el Proyecto Educativo Institucional –PEI. 
Continúa el artículo ratificando el derecho que tienen los estudiantes mayores de 
edad o los padres de elegir sobre su educación religiosa. A estos últimos, dicho Decreto les 
asigna el deber de velar “porque el área de Educación Religiosa sea impartida de acuerdo 
con lo señalado en el Proyecto Educativo Institucional”231. 
Como se puede observar, este Decreto aborda aspectos concernientes al área de 
Educación Religiosa dictada en establecimientos educativos de preescolar, básica y media, 
estipula, además, que este tipo de establecimientos “que imparten educación formal 
ofrecerán, dentro del currículo y en el plan de estudios, el área de Educación Religiosa 
como obligatoria y fundamental”232. No obstante, previene que lo anterior es “con sujeción 
a lo previsto en los artículos 68 de la Constitución, 23 y 24 de la Ley 115 de 1994 y la Ley 
133 de 1994”233. Asimismo, advierte que “Ningún docente estatal podrá usar su cátedra, de 
                                                          
229“Por medio del cual se expide el Decreto Único Reglamentario del Sector Educación”. 
230Decreto 1075 de 2015, parte preliminar. 
231Decreto 1075 de 2015, artículo 2.3.3.4.4.8. 
232Decreto 1075 de 2015, artículo 2.3.3.4.4.2. 
233Decreto 1075 de 2015, artículo 2.3.3.4.4.2. 
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manera sistemática u ocasional, para hacer proselitismo religioso o para impartir una 
educación religiosa en beneficio de un credo específico”234. 
g) Normas Internacionales 
La Corte Constitucional señala que, conforme al inciso segundo del artículo 93 de la 
Constitución Política “los derechos y deberes establecidos en la Constitución deben 
interpretarse con los tratados internacionales ratificados por Colombia. En lo relativo a la 
libertad religiosa es preciso mencionar: el Pacto Internacional sobre Derechos Civiles y 
Políticos […] y la Convención Americana sobre Derechos Humanos”235. Ciertamente el  
bloque de constitucionalidad236 permite integrar al derecho nacional disposiciones 
internacionales. 
Siguiendo este orden, a continuación se expondrán algunas normas internacionales, 
a propósito del tema: 
- Declaración Universal de Derechos Humanos: Esta Declaración “marca un hito en 
la historia de los derechos humanos”237, ya que “establece, por primera vez, los derechos 
humanos fundamentales que deben protegerse en el mundo entero”238. Este documento lo 
conforman 30 artículos que consagran derechos de diversos tipos. Por un lado, señala el 
derecho que tienen las personas a la libertad de religión. Consecuentemente, el individuo 
posee “la libertad de cambiar de religión o de creencia, así como la libertad de manifestar 
su religión o su creencia, individual y colectivamente, tanto en público como en privado, 
                                                          
234Decreto 1075 de 2015, artículo 2.3.3.4.4.6. 
235Corte Constitucional, Sentencia C-088 de 1994. 
236La sentencia T-1319 de 2001 “compiló y sistematizó la teoría de la Corte Constitucional sobre el bloque de 
constitucionalidad. Para sustentarlo se recurrió al artículo 93 de la Constitución Política de 1991, según el 
cual, los deberes y los derechos de las personas deben ser interpretados conforme a los 'tratados 
internacionales de derechos humanos ratificados por Colombia'. Con base en esta sentencia se podría afirmar 
que una de las principales características del bloque de constitucionalidad es complementar el contenido de 
los derechos fundamentales a la luz de los derechos humanos que integran las disposiciones constitucionales, 
así como precisar los límites de su aplicación” (Corte Constitucional, Sentencia T-832 de 2011). 
237ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS. ¿Qué son los Derechos Humanos? Declaración 





por la enseñanza, la práctica, el culto y la observancia”239. Aquí se ratifica que la religión 
no se confina al ámbito privado. Su derecho también se encuentra en las muestras y 
expresiones religiosas, a la vista de todos.  
Por otro lado, consagra el derecho a la educación, por tanto, en su artículo 26, 
estipula que aquella “favorecerá la comprensión, la tolerancia y la amistad entre todas las 
naciones y todos los grupos étnicos o religiosos”. Indica además como derecho de los 
padres el “escoger el tipo de educación que habrá de darse a sus hijos”240. 
- Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos: El 16 de Diciembre de 1966 
es adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas el presente tratado. En 
Colombia se aprueba, a través de la Ley 74 de 1968. Como su nombre lo indica el referido 
Pacto está compuesto por 53 artículos que abordan el tema de los derechos civiles y 
políticos. Por consiguiente, en su artículo 18 se estipula que “toda persona tiene derecho a 
la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión”. Prosigue el artículo exponiendo 
que pertenece a este derecho “la libertad de tener o de adoptar la religión o las creencias de 
su elección, así como la libertad de manifestar su religión o sus creencias, individual o 
colectivamente, tanto en público como en privado, mediante el culto, la celebración de los 
ritos, las prácticas y la enseñanza”. 
Dispone también este artículo en su inciso segundo que “nadie será objeto de 
medidas coercitivas que puedan menoscabar su libertad de tener o de adoptar la religión o 
las creencias de su elección”. Dentro de estas medidas se puede destacar “el empleo o la 
amenaza de empleo de la fuerza o de sanciones penales para obligar a creyentes o no 
                                                          
239ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS. Declaración Universal de Derechos Humanos [en 
línea]. 10 de diciembre de 1948, artículo 18. [Consultado: septiembre 20 de 2017]. Disponible en Internet: 
http://www.un.org/es/universal-declaration-human-rights/. 
240ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS. Declaración Universal de Derechos Humanos [en 




creyentes a aceptar las creencias religiosas de quienes aplican tales medidas o a 
incorporarse a sus congregaciones, a renunciar a sus propias creencias o a convertirse”241.  
En cuanto a las restricciones a la libertad de expresar la religión o creencias, este 
Pacto manifiesta que “estará sujeta únicamente a las limitaciones prescritas por la ley que 
sean necesarias para proteger la seguridad, el orden, la salud o la moral públicos, o los 
derechos y libertades fundamentales de los demás”242. 
Además, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos agrega en el inciso 
cuarto del artículo en comento que “los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen 
a respetar la libertad de los padres y, en su caso, de los tutores legales, para garantizar que 
los hijos reciban la educación religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias 
convicciones”243. 
La Observación General No. 22, presenta algunas explicaciones acogidas por el 
Comité de los Derechos Humanos, acerca de este artículo 18 del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos, donde se indica, entre otros señalamientos, que se “permite 
que en la escuela pública se imparta enseñanza de materias tales como la historia general de 
las religiones y la ética siempre que ello se haga de manera neutral y objetiva”244. Además, 
“señala que la educación obligatoria que incluya el adoctrinamiento en una religión o unas 
creencias particulares es incompatible con el párrafo 4 del artículo 18, a menos que se 
                                                          
241COMITÉ DE DERECHOS HUMANOS. Observación general No. 22 relativa al derecho de toda persona a 
la libertad de pensamiento, conciencia y religión (artículo 18 del Pacto internacional de derechos civiles y 
políticos) [en línea]. Aprobada en el 48° período de sesiones, 1993. [Consultado: septiembre 4 de 2017]. 
Disponible en Internet: http://www.hchr.org.co/index.php/informes-y-documentos/documentos/3645-objecio 
n-de-conciencia-comite-de-derechos-humanos 
242ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS. Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos  
[en línea]. 16 de diciembre de 1966, artículo 18. [Consultado: septiembre 20 de 2017]. Disponible en Internet: 
https://www.ohchr.org/sp/professionalinterest/pages/ccpr.aspx. 
243Ibídem. 
244COMITÉ DE DERECHOS HUMANOS. Observación general No. 22 relativa al derecho de toda persona a 
la libertad de pensamiento, conciencia y religión (artículo 18 del Pacto internacional de derechos civiles y 
políticos) [en línea]. Aprobada en el 48° período de sesiones, 1993. [Consultado: septiembre 4 de 2017]. 




hayan previsto exenciones y posibilidades que estén de acuerdo con los deseos de los 
padres o tutores”245. 
Este Comité indica también, que términos como “‘creencias" y "religión" deben 
entenderse en sentido amplio. El artículo 18 no se limita en su aplicación a las religiones 
tradicionales o a las religiones y creencias con características o prácticas institucionales 
análogas a las de las religiones tradicionales”246. Como se aprecia, este Comité insta a no 
discriminar ninguna religión o creencia, especialmente las de aparición reciente o las más 
minoritarias. 
De igual forma, respecto al término culto, el Comité hace unas observaciones, 
estableciendo que esta noción “se extiende a los actos rituales y ceremoniales con los que 
se manifiestan directamente las creencias, así como a las diversas prácticas que son parte 
integrante de tales actos, comprendidos la construcción de lugares de culto, el empleo de 
fórmulas y objetos rituales, la exhibición de símbolos y la observancia de las fiestas 
religiosas y los días de asueto”247. 
Además, manifiesta que el ejercicio del derecho a la libertad de religión integra: “no 
sólo actos ceremoniales sino también costumbres tales como la observancia de normas 
dietéticas, el uso de prendas de vestir o tocados distintivos, la participación en ritos 
asociados con determinadas etapas de la vida, y el empleo de un lenguaje especial que 
habitualmente sólo hablan los miembros del grupo”248. 
En consecuencia, este derecho no solo entra a proteger los actos religiosos formales, 
sino también aquellas expresiones que aluden a las creencias que han asumido los 
individuos, ya que la religión se puede manifestar a través de diversas expresiones. 
- Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales: En su artículo 
13 el presente Pacto expone el derecho a la educación, señalando su importancia en el 
desarrollo de sociedades incluyentes, respetuosas de las diferencias religiosas. Además, 







destaca la libertad de los padres para escoger la educación religiosa de sus hijos. Por 
consiguiente, los respectivos Estados  
Convienen en que la educación […] debe fortalecer el respeto por los derechos humanos y 
las libertades fundamentales. Convienen asimismo en que la educación debe capacitar a 
todas las personas para participar efectivamente en una sociedad libre, favorecer la 
comprensión, la tolerancia y la amistad […] entre todos los grupos […] religiosos […]Los 
Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a respetar la libertad de los padres y, en 
su caso, de los tutores legales, de escoger para sus hijos o pupilos escuelas distintas de las 
creadas por las autoridades públicas […] y de hacer que sus hijos o pupilos reciban la 
educación religiosa o moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones249. 
- Convención Americana sobre Derechos Humanos: Esta Carta interamericana fue 
suscrita el 22 de noviembre de 1969, consagra en su artículo 12 la libertad de conciencia y 
de religión, indicando que “este derecho implica la libertad de conservar su religión o sus 
creencias, o de cambiar de religión o de creencias, así como la libertad de profesar y 
divulgar su religión o sus creencias, individual o colectivamente, tanto en público como en 
privado”.  
En idéntico sentido, la Convención en comento acoge lo que el Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos expone como límites a la libertad de expresar la religión o 
creencias, es decir, que “está sujeta únicamente a las limitaciones prescritas por la ley y que 
sean necesarias para proteger la seguridad, el orden, la salud o la moral públicos o los 
derechos o libertades de los demás”250. Adiciona también esta norma que “los padres, y en 
su caso los tutores, tienen derecho a que sus hijos o pupilos reciban la educación religiosa y 
moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones”251. 
                                                          
249ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS. Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales [en línea]. 16 de diciembre de 1966, artículo 13. [Consultado: septiembre 20 de 2017]. 
Disponible en Internet: https://www.ohchr.org/sp/professionalinterest/pages/cescr.aspx. 
250ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS. Convención Americana sobre Derechos 
Humanos [en línea]. San José, Costa Rica, 7 al 22 de noviembre de 1969, artículo 12. [Consultado: 





- Declaración sobre la eliminación de todas las formas de intolerancia y 
discriminación fundadas en la religión o las convicciones: La Organización de las Naciones 
Unidas –ONU–, teniendo en cuenta que “en la Declaración Universal de Derechos 
Humanos y en los Pactos internacionales de derechos humanos se proclaman los principios 
de no discriminación y de igualdad ante la ley y el derecho a la libertad […] de religión o 
de convicciones”252. Asimismo, reconociendo la importancia que tiene la religión en la vida 
del creyente, resuelve este organismo promulgar la Declaración sobre la eliminación de 
todas las formas de intolerancia y discriminación fundadas en la religión o las convicciones. 
Allí se  establece que “Todos los Estados harán todos los esfuerzos necesarios por 
promulgar o derogar leyes […] a fin de prohibir toda discriminación de ese tipo y por tomar 
las medidas adecuadas para combatir la intolerancia por motivos de religión o 
convicciones”253.  
Se señala también al respecto que “Todo niño gozará del derecho a tener acceso a 
educación en materia de religión o convicciones conforme con los deseos de sus padres o, 
[…] tutores legales, y no se le obligará a instruirse en una religión o convicciones contra los 
deseos de sus padres o tutores”254. Además, esta Declaración presenta una serie de 
actividades que hacen parte del derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia, de 
religión o de convicciones, algunas de ellas son: 
La de practicar el culto o de celebrar reuniones en relación con la religión o las 
convicciones, […] la de enseñar la religión o las convicciones en lugares aptos para esos 
                                                          
252ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS. Declaración sobre la eliminación de todas las formas 
de intolerancia y discriminación fundadas en la religión o las convicciones [en línea]. 25 de noviembre de 
1981, parte preliminar. [Consultado: septiembre 20 de 2017]. Disponible en Internet: 
https://www.ohchr.org/sp/pro fessionalinterest/pages/religionorbelief.aspx. 
253ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS. Declaración sobre la eliminación de todas las formas 
de intolerancia y discriminación fundadas en la religión o las convicciones [en línea]. 25 de noviembre de 
1981, artículo 4. [Consultado: septiembre 20 de 2017]. Disponible en Internet: 
https://www.ohchr.org/sp/professionalinterest/pages/religionorbelief.aspx. 
254ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS. Declaración sobre la eliminación de todas las formas 
de intolerancia y discriminación fundadas en la religión o las convicciones [en línea]. 25 de noviembre de 




fines; […] La de observar días de descanso y de celebrar festividades y ceremonias de 
conformidad con los preceptos de una religión o convicción255. 
- Convención sobre los Derechos del Niño: Teniendo en cuenta que algunos niños 
en los distintos países del mundo se encuentran en situaciones lamentables, los Estados 
deciden suscribir la presente Convención, la cual expone un conjunto de derechos a favor 
de los niños. De esta manera, han convenido que “Los Estados Partes respetarán el derecho 
del niño a la libertad […] de religión”256. En consecuencia, “respetarán los derechos y 
deberes de los padres y, en su caso, de los representantes legales, de guiar al niño en el 
ejercicio de su derecho de modo conforme a la evolución de sus facultades”257. Continúa 
manifestando esta Convención al igual que otros tratados que “La libertad de profesar la 
propia religión o las propias creencias estará sujeta únicamente a las limitaciones prescritas 
por la ley que sean necesarias para proteger la seguridad, el orden, la moral o la salud 
públicos o los derechos y libertades fundamentales de los demás”258. 
Con respecto a la educación, esta Convención en su artículo 29 determina que 
aquella estará dirigida a “Inculcar al niño el respeto de los derechos humanos y las 
libertades fundamentales y de los principios consagrados en la Carta de las Naciones 
Unidas”. Se añade que el objetivo es “Preparar al niño para asumir una vida responsable en 
una sociedad libre, con espíritu de comprensión, paz, tolerancia, […] y amistad entre todos 
los […] grupos […] religiosos”259. También, el artículo 30 de esta Convención estipula 
acerca de las minorías religiosas que “no se negará a un niño que pertenezca a tales 
minorías […] el derecho que le corresponde […] a profesar y practicar su propia religión”. 
                                                          
255ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS. Declaración sobre la eliminación de todas las formas 
de intolerancia y discriminación fundadas en la religión o las convicciones [en línea]. 25 de noviembre de 
1981, artículo 6. [Consultado: septiembre 20 de 2017]. Disponible en Internet: 
https://www.ohchr.org/sp/professionalinterest/pages/religionorbelief.aspx. 
256ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS. Convención sobre los Derechos del Niño [en línea]. 20 
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Como se observa, en el plano internacional el derecho a la libertad religiosa y de 
cultos, así como la educación, han sido temas ampliamente abordados, con el propósito de 
garantizar su protección. Este último derecho es de suma importancia, ya que a través de él 
se instruirán a las personas en la formación ciudadana y en el fortalecimiento de la 
democracia. Por tanto, el sector educativo es un escenario idóneo para el desarrollo de la 
tolerancia, incluyendo la tolerancia a la diversidad religiosa, es decir, el sector educativo es 
uno de los escenarios importantes para la construcción de la paz. 
 
2.3 Conclusiones 
La Constitución Política, representa un cambio fundamental con respecto a la 
anterior Constitución de 1886, ya que se observa la transición de un modelo de Estado con 
orientación confesional, a un Estado que se declara laico. En efecto, la Constitución de 
1886 designó al catolicismo como la religión de la nación y como elemento esencial del 
orden social de raigambre iusnauralista. En este orden de ideas, la libertad de cultos fue 
supeditada a la moral cristiana. Bajo estas circunstancias, el Estado colombiano celebró con 
la Santa Sede un nuevo concordato, el cual fue aprobado por la Ley 20 de 1974. Frente al 
ordenamiento constitucional vigente muchos artículos de esta Ley fueron declarados 
inexequibles por la Corte Constitucional. 
A diferencia de lo que ocurrió en el siglo XIX, la Constitución vigente de 1991, es 
producto del debate llevado a cabo por los constituyentes; personas de muy variadas 
ideologías y creencias, participaron en la Asamblea Nacional Constituyente de 1991 con la 
misión de erigir una nueva Constitución para Colombia. Es así como el Estado se declara 
pluralista y sin una religión oficial en particular, lo cual está asociado a su deber de 
neutralidad frente a las iglesias y confesiones religiosas. Respecto a la reconocida 
diversidad de creencias que existen en el país, el Estado garantiza la libertad religiosa y de 
cultos como un derecho fundamental, el cual implica la exteriorización de las creencias 
religiosas a través de prácticas en la esfera pública. Este derecho se ha definido y 
garantizado, a través de las normas constitucionales, así como aquellas que integran el 
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bloque de constitucionalidad –como el Pacto Internacional sobre Derechos Civiles y 
Políticos y la Convención Americana sobre Derechos Humanos–, la Ley estatutaria sobre 
las creencias religiosas –Ley 133 de 1994– y el Decreto 354 de 1998. Las anteriores normas 
han servido de base para el reconocimiento de la libertad religiosa y de cultos por parte de 
la Corte Constitucional.  
Distintos asuntos acerca de la libertad religiosa y de cultos se ha tratado en las 
nomas previamente citadas, tales como los límites y los derechos fundamentales de las 
personas, en especial vale la pena mencionar la situación particular de los miembros de la 
Iglesia Adventista del séptimo Día y su mandato de guardar el Sabbath, los lineamientos 
relacionados con la educación, entre otros aspectos importantes derivados de esta 
investigación. 
En relación al último tema, por un lado, la Ley general de la educación establece el 
área de educación religiosa como obligatoria en los niveles de básica y media. Lo anterior 
se debe realizar respetando lo consagrado en el ordenamiento constitucional vigente y en la 
Ley estatutaria 133 de 1994. Al respecto, esta Ley estatutaria manifiesta el derecho que 
tienen las personas de dictar, recibir o rechazar la enseñanza religiosa que se imparta en las 
instituciones educativas, también expone el derecho de las personas o de los padres de los 
hijos menores de edad para optar por una educación religiosa acorde a sus creencias, por lo 
cual los establecimientos educativos podrán impartir educación religiosa conforme a sus 
creencias, y al mismo tiempo, los estudiantes tendrán el derecho de no recibirla. Asimismo, 
la Constitución Política estipula que los establecimientos oficiales no podrán obligar a sus 
estudiantes a recibir educación religiosa. 
Más Adelante, el Decreto 1075 de 2015 especifica que en los establecimientos 
educativos –de preescolar, básica y media– la educación religiosa se establecerá como 
obligatoria, claro está, acatando las normas contenidas en la Ley 133 de 1994, Ley 115 de 
1994 y, por supuesto, en la Constitución Política. Se respeta así, el derecho a la libertad 
religiosa y de cultos de los estudiantes y de los padres de los menores, quienes podrán 
decidir si reciben o no la educación religiosa impartida por el establecimiento educativo; a 
aquellos que decidan no recibirla, se les debe brindar una programación educativa alterna.  
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Por otro lado, el Decreto 354 de 1998 aprueba el Convenio de Derecho Público 
Interno número 1 de 1997, celebrado entre algunas entidades religiosas cristianas no 
católicas y el Estado colombiano. Allí, se conviene, que los planteles educativos de las 
entidades religiosas que celebran este convenio pueden impartir el área de educación 
religiosa cristiana no católica que corresponda a sus creencias. Además, se conviene que, en 
los establecimientos educativos oficiales de preescolar a básica, los estudiantes miembros 
de las entidades religiosas cristianas no católicas reciban enseñanza religiosa cristiana no 
católica conforme a las creencias de dichas entidades. 
En este sentido, la educación como tal es un derecho que, al igual que la libertad 
religiosa, ha sido tratado en normas internacionales –algunas de ellas están contenidas en el 
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, y en la Convención 
sobre los Derechos del Niño–. Ambos derechos también son abordados por la Ley nacional 
1098 de 2006, donde se resalta la importancia de defender el derecho a la educación y la 
libertad de cultos de niños(as) y adolescentes. 
Como servicio público y derecho fundamental, la educación cumple una labor 
importante que incide en el desarrollo de sociedades tolerantes y respetuosas con las 
diferencias, incluyendo, por supuesto, las diferencias de tipo religioso. Se les atribuye así, a 
los establecimientos educativos el importante rol de coadyuvar en la formación ciudadana y 
la consolidación de la democracia. En consecuencia, la educación es un pilar importante 
para la materialización de la Constitución actual en temas tan importantes como la elección 
de la libertad religiosa y de cultos. Lo anterior exige, a quienes imparten la educación, un 









Línea jurisprudencial de la Corte Constitucional (1991-2017) sobre la libertad 
religiosa y de cultos invocada por estudiantes o aspirantes a serlo en establecimientos 
educativos 
 
En este capítulo se expondrá, en su orden de aparición cronológica, las sentencias de 
la Corte Constitucional, que han analizado casos donde estudiantes o aspirantes, 
directamente o a través de sus representantes, solicitan o invocan la protección del derecho 
a la libertad religiosa y de cultos en establecimientos educativos. Esta línea jurisprudencial 
está compuesta por 16 sentencias las cuales, al ser construidas y estudiadas, dará cuenta de 
la forma en que la Corte Constitucional ha venido fallando sobre este asunto. De esta 
manera, a continuación, se analiza la línea jurisprudencial de la Corte Constitucional (1991-
2017) respecto a la protección a la libertad religiosa de los estudiantes en instituciones 
educativas. Para este fin, se retomará la sentencia fundadora de línea, para desde ésta, 
identificar el camino seguido por la Corte Constitucional respecto a este tema. Se parte, 
desde la sentencia T-421 de 1992 –la cual se identifica como la primera sentencia al 
respecto–, hasta la sentencia T-778 del año 2014, la cual es la más reciente respecto a este 
tema. 
 
3.1 Sentencia T-421 de 1992 
Dentro de la línea jurisprudencial que se presenta en este trabajo, la sentencia T-421 
de 1992, es la primera260decisión proferida por la Corte Constitucional que corresponde al 
tema de análisis. Es un fallo que se emite en el año posterior de haberse promulgado la 
                                                          
260Como se expresó al inicio de este estudio, para la elaboración de la línea jurisprudencial se empleó la 
metodología planteada por Diego Eduardo López Medina en su libro “El derecho de los jueces”. El autor 
expresa que “esta metodología comprende tres pasos que he denominado así: i El punto arquimédico de 
apoyo; ii Ingeniería reversa, y iii La telaraña y los puntos nodales de jurisprudencia” (LÓPEZ, Diego. El 
Derecho de los jueces. Bogotá: Legis, 2006. p. 168). En consecuencia, la sentencia T-421 de 1992, fue 




Constitución Política de 1991. Además, cabe precisar que las citaciones de sus propias 
sentencias son pocas en este espacio de tiempo, debido a que la Corte Constitucional recién 
fue creada por la Carta de 1991261, por lo que sólo se ubican tres262 sentencias de este alto 
tribunal al respecto de la libertad religiosa, la educación y los tratados internacionales sobre 
Derechos Humanos. 
Es interesante notar, que el primer caso estudiado por la Corte Constitucional –
arrojado por la metodología utilizada–, sobre la conformación de línea, permite identificar 
que quienes solicitan la protección a sus derechos fundamentales a la libertad religiosa no 
son personas vinculadas con alguna religión en particular, por el contrario, no practican 
ninguna, y debido a ello solicitan la protección por vía de tutela. 
Otro tema importante de la sentencia T-421 de 1992, es que realiza un recuento 
exhaustivo de los tratados internacionales263, ratificados por Colombia, los cuales se ocupan 
de los temas presentes en el caso. Asimismo, expone algunos apartes de los debates de la 
Asamblea Nacional Constituyente, con el fin de reafirmar la posición asumida por el Estado 
frente a las creencias religiosas. Esta sentencia fue proferida recién se había promulgado la 
Carta Magna, la cual introdujo modificaciones sustanciales en diversos aspectos, 
concernientes a la libertad religiosa y de cultos. 
A continuación se exponen más detalles sobre esta sentencia hito264, –proferida por 
los magistrados Alejandro Martínez Caballero, Fabio Morón Díaz y Simón Rodríguez 
Rodríguez–, la cual examina la solicitud de protección, entre otros derechos, de la libertad 
de cultos, interpuesta por los padres en representación de su hijo menor de edad, que 
                                                          
261Este organismo de la rama judicial, según el artículo 241 de la Constitución Política le corresponde “la 
guarda de la integridad y supremacía de la Constitución”. Para lograr este objetivo el artículo constitucional 
prosigue enunciando distintas funciones asignadas a la Corte Constitucional. 
262Sentencia T-02, T-785 y Sentencia T-403 de 1992.  
263Convención Americana sobre Derechos Humanos, Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 
Convención sobre los Derechos del Niño, entre otros.  
264Concepto establecido por López Medina en su libro “El derecho de los jueces”, donde afirma que “Una 
línea jurisprudencial tiene varias sentencias hito, esto es, sentencias que tienen un peso estructural 
fundamental dentro de la misma […] Una sentencia hito, a su vez, puede derivar su importancia de algunos 
factores con frecuencia presentes en la jurisprudencia de la Corte Constitucional. Estos factores que marcan la 
importancia de las sentencias hito pueden clasificarse de la siguiente manera […]: Sentencia fundadora de 
línea, Sentencia consolidadora de línea, Sentencia modificadora de línea […] sentencia reconceptualizadora 
de línea, Sentencia dominante” (LOPEZ, Diego. El Derecho de los jueces. Bogotá: Legis, 2006.  p. 162-163). 
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cursaba primero de primaria, por causa de la obligación de asistir a los ritos religiosos y a la 
materia de educación religiosa, ambos de carácter católico por parte de un colegio 
público265. 
La Corte Constitucional, en esta sentencia, decide traer a colación el caso 
Winsconsin vs. Yoder266, examinado en la década de los setenta en Estados Unidos. Este 
caso de 1972 ha sido un referente internacional importante en la materia. Allí la Corte 
Constitucional colombiana cita a la Corte Suprema de Estados Unidos para indicar que: 
la Corte Suprema de Justicia […] sostuvo […] a propósito de la educación impartida a los 
niños de la religión Amish, que "la esencia de todo lo que se ha dicho y escrito sobre este 
tema es que los intereses de orden superior y aquellos otros que no pueden ser ejercidos de 
otra manera pueden contrabalancear el legítimo reclamo a la libre profesión de una religión. 
Podemos dar por aceptado, en consecuencia, que no importa cuán fuerte sea el interés del 
Estado en la educación general obligatoria, éste no es de modo alguno absoluto no permite 
la exclusión o subordinación del resto de los intereses. El cumplimiento de la ley estatal que 
requiere la asistencia obligatoria a la escuela, pondría en peligro gravemente, si es que no 
destruiría, el libre ejercicio de su fe a los demandados”267.  
También, al analizar el derecho a la libertad de cultos, la Corte Constitucional 
recuerda que sobre este asunto la Constitución de 1991 toma una posición diferente frente a 
la sostenida por la Constitución de 1886. Al respecto, manifiesta este alto tribunal: 
El constituyente de 1991 optó por garantizar la igualdad entre las diferentes religiones […] 
y liberalizar la libertad de culto, sin consagrar límites constitucionales expresos a su 
ejercicio […] A la luz de la nueva Constitución, no es que exista una regla general de que la 
religión católica obliga ser cursada como materia básica, salvo que se solicite ser eximido. 
Ello violaría la libertad de conciencia. Por el contrario, las instituciones educativas oficiales 
deben mantener una posición neutral y preguntarle al educando -o a sus padres si es menor-, 
                                                          
265Ante estos hechos, el colegio público solicitó concepto a la Secretaría de Educación del Departamento de 
Caldas, quienes presentaron consideraciones que, a juicio de la Corte Constitucional, se estimaron erradas. 
266Particularmente, este caso expuesto en la sentencia de 1992, fue citado en los años posteriores por otros 
fallos que compondrán la línea jurisprudencial que se estudia en este trabajo, tales como las sentencias T-662 
de 1999 y la T-915 de 2011. 
267Corte Constitucional, Sentencia T-421 de 1992. 
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al momento de la matrícula, acerca de si desea estudiar o no la asignatura de religión, sin 
indagar si en efecto profesa o no dicho credo268. 
Por otra parte, al exponer los motivos jurídicos que generaron este fallo, de acuerdo 
a los hechos del presente caso269, la Corte Constitucional inicia afirmando que “Colombia 
es un Estado pluralista en el que no hay homogeneidad religiosa, por lo tanto es preciso 
permitir la enseñanza de todas la opciones religiosas”270. Más adelante, también señala que 
“la libertad de conciencia subsume a una subespecie de ella: La libertad de cultos, esto es, 
la libertad para profesar o no una cierta religión”271.Agrega, además la Corte Constitucional 
que “la libertad de cultos […] y la libertad de expresión, constituyen derechos 
fundamentales indispensables en una sociedad democrática, participativa y pluralista, 
fundada en el respeto a la dignidad humana”272. 
La convivencia pacífica y el respeto por la diferencia se encuentran también dentro 
de las razones presentadas por la Corte Constitucional para tomar la decisión en el caso 
referido. En efecto, este alto tribunal expone las sucesivas afirmaciones:  
Existe el deber constitucional de todos de propender por el respeto y la convivencia 
pacífica, de que trata el preámbulo y los artículos 1º, 2º y 95.4 de la Carta. Este concepto de 
la convivencia pacífica es un valor superior que irradia todo el ordenamiento constitucional 
y que debería informar las conductas de los operadores jurídicos todos. 
El pueblo colombiano […] debe eliminar con el esfuerzo de todos los factores que generan 
violencia, entre los cuales figura en primerísimo lugar la intolerancia273. 
Acerca del tema, con apoyo del fallo T-403 de 1992, prosigue la Corte 
Constitucional en la sentencia T-421 de 1992 manifestando que “[La Cátedra forzada 
coloca a los educandos] en la posición de audiencia cautiva y forzada de quien se vale de 
                                                          
268Ibídem. 
269La Corte Constitucional manifiesta para el caso expuesto en la sentencia T-421 de 1992 que “en una 
relación educativa, como ésta que nos ocupa, se encuentran cohabitando dos derechos de orden 
constitucional: de un lado, como se vio, los derechos a la educación y a la libertad de cultos [del estudiante] y, 
de otro lado, los derechos a la libertad de enseñanza de los profesores de la escuela”.  






ella para transmitir mensajes de tipo religioso”. Por tanto, el derecho que tienen los 
profesores a la libertad de enseñanza, “no es absoluta sino que tiene un límite constituido 
por los fines del Estado, entre los cuales se encuentra la protección de los derechos, como la 
paz, la convivencia y la libertad de conciencia, entre otros”274.  
Por las razones expuestas anteriormente, la Corte Constitucional determina que 
“procede pues la tutela de los derechos de los petentes porque con la conducta desplegada 
[…], se violan claramente los derechos […] a la libertad de cultos275 y religiones”276. 
Considera, además, la Corte Constitucional que “no sólo está en juego en este 
negocio la libertad de culto del niño […], sino también, por su condición de menor, el 
derecho constitucional de sus padres para escoger libremente el tipo de educación que 
desean para su hijo”277. Por tanto, el colegio también ha infringido la norma establecida en 
el artículo 68, inciso 4 de la Constitución Política, la cual recuerda que “los padres de 
familia tendrán derecho de escoger el tipo de educación para sus hijos menores. En los 
establecimientos del Estado ninguna persona podrá ser obligada a recibir educación 
religiosa”, puesto que “ha querido imponer un tipo de educación religiosa en contra de la 
libre decisión de los padres […] pues el carácter de padre […] implica también […] el 
hecho de orientar espiritualmente a los hijos”278.  
3.2 Sentencia T-539A de 1993 
En esta elaboración de la línea jurisprudencial, se estudia la sentencia T-539A de 
1993, momento en el cual la Corte Constitucional analiza por primera vez el derecho a 
guardar el Sabbath279 por parte de integrantes de la Iglesia Adventista del Séptimo Día280.  
                                                          
274Ibídem. 
275La Corte Constitucional en la sentencia T-421 de 1992 manifiesta que “la tutela radicada […] hace alusión 
básicamente a la libertad de culto, ya que las directivas y profesores de la Escuela Julio Zuluaga impartieron 
la asignatura de religión -católica- a Raúl Vladimir García Bedoya; lo iniciaron en los rituales propios de esta 
religión”.  
276Corte Constitucional, Sentencia T-421 de 1992. 
277Ibídem. 
278Ibídem. 
279La Iglesia Adventista del Séptimo Día de Colombia “dispone que el día sábado debe consagrarse a la 
adoración de Dios, desde la puesta del sol del día viernes hasta la puesta del sol del día sábado (Sabath)” 
(Corte Constitucional, Sentencia T-044 de 2008). 
90 
 
En esta providencia, una estudiante universitaria miembro de la mencionada Iglesia, 
solicita a través de la acción de tutela la protección del derecho a la libertad religiosa, por 
cuanto la Corporación Autónoma del Sinú, había desestimado su petición de ser eximida 
para presentarse los sábados a las dos materias impartidas en esa jornada, adquiriendo como 
compromiso la realización de otras actividades académicas con el propósito de compensar 
las inasistencias. 
Al respecto, la Corte Constitucional considera que: 
En ejercicio de su autonomía, la Universidad tiene la potestad de señalar los días regulares 
de trabajo académico y el horario dentro del cual dicho trabajo debe realizarse. Al hacerlo, 
tiene en consideración las circunstancias comunes a la generalidad de los alumnos, pero no 
puede tomar en cuenta la particular situación de cada uno, pues ese modo de proceder 
imposibilitaría la fijación de cualquier norma de carácter general281. 
Por tanto, este alto tribunal estima que en este caso no se está frente a 
un conflicto entre dos derechos consagrados en la Carta (la libertad de cultos y la autonomía 
universitaria) que deba desatar el fallador asignando una jerarquía más alta a alguno de 
ellos, sino de la verificación de que la Universidad está actuando dentro de la más rigurosa 
órbita de juridicidad, que no está violando ni amenazando violar un derecho fundamental de 
nadie y, por ende, que la tutela invocada no es procedente282. 
Adicionalmente, la Corte Constitucional expone los siguientes interrogantes con un 
propósito reflexivo, que fortalecen sus razonamientos: 
¿Cómo podrían funcionar las instituciones, parece justo preguntar, si abdicando de la 
regularidad y uniformidad que su existencia exige, tuvieran que consultar las 
particularidades y especificidades de cada uno de los individuos que las conforman o cuya 
conducta es controlada por ellas? ¿Cómo establecer una jornada de trabajo uniforme, si 
cada uno de los que deben cumplirla demanda un calendario diferente, en armonía con las 
prescripciones de su iglesia? Si al lado de los miembros de la Iglesia Adventista del 
                                                                                                                                                                                 
280Ver Corte Constitucional, Sentencia T-839 de 2009. 




Séptimo Día, cuyas reglas prohíben el trabajo sabatino, existen otros fieles, de una iglesia 
distinta, tan respetable como aquélla, que juzga pecaminoso trabajar el miércoles y hay otra 
todavía que condena el trabajo de los lunes, y así sucesivamente, ¿cómo lograr el mínimo 
de uniformidad que la convivencia supone?283 
De forma tajante, para reafirmar sus argumentos, la Corte Constitucional manifiesta 
que 
Si toda libertad encuentra su límite en el derecho y en la libertad del otro, el militante de 
una fe tiene que ser consciente de que ha de conciliar las prescripciones que de ésta deriva, 
con las que tienen su origen en la norma jurídica válidamente establecida y que si opta por 
las primeras, ha de afrontar las consecuencias que se siguen de su elección, sin que éstas 
puedan ser juzgadas como injustas represalias por la adhesión a un determinado culto284.  
Ante este fallo, el magistrado Eduardo Cifuentes Muñoz presenta su salvamento de 
voto donde expone, entre otras consideraciones las siguientes: 
Es cierto que las instituciones no podrían funcionar adecuadamente si tuviesen que amoldar 
sus procedimientos a las particularidades de cada situación personal […] Sin embargo, 
cuando dichas particularidades se encuentran en una coyuntura específica que pone en 
entredicho un derecho fundamental cuya protección puede ser lograda sin que la institución 
sea afectada en su funcionamiento interno, no hay razón para desconocer el drama 
personal285. 
A juicio del magistrado Cifuentes Muñoz, ante este caso “Se debe buscar […]  una 
solución razonable que, de una parte permita la obtención del título universitario a la 
peticionaria y, de otra, no desvirtúe la esencia de la autonomía universitaria”286. Añade el 
magistrado en su salvamento de voto que: 
La solución que consiste en cancelar la materia por inasistencia […] trae consigo un 
perjuicio grave para la peticionaria, si se tienen en cuenta las exigencias particulares de su 
culto religioso. En este contexto, la solución podría derivar de la exclusión, por lo absurdo, 







de la alternativa consistente en pedirle a la estudiante que renuncie a su educación en razón 
de la observancia de su culto y del respeto del reglamento universitario. Esta renuncia 
entraña una carga excesiva frente al eventual beneficio obtenido por el respeto del 
reglamento287. 
Afirma además el magistrado que “las soluciones extremas resultan peligrosas para 
el ordenamiento”288. En consecuencia, “un sistema que no tiene en cuenta lo particular del 
caso funciona de manera clara y eficiente, pero resulta injusto y alejado de la realidad. Un 
sistema, en cambio, preocupado exclusivamente por la especificidad del caso, funciona con 
justicia pero se desvanece en particularismos políticos impredecibles e incoherentes”289. 
Como se puede observar, la Corte Constitucional en esta sentencia opta por un 
argumento que se inclina por la uniformidad, la generalidad que expone las instituciones y 
no por el derecho particular de la estudiante a la libertad religiosa y de cultos. Frente a esto, 
el magistrado Cifuentes advierte que: 
el argumento de que la decisión de las directivas universitarias tiene fundamento en el 
interés general, soslaya la comparación entre la afectación de este interés, mínima y no 
esencial en este caso, y la afectación del derecho al ejercicio individual de la libertad 
religiosa de la estudiante que, de acuerdo con lo acreditado en este proceso, resulta 
mayúscula290. 
Cabe precisar que algunas sentencias posteriores a este fallo de 1993291, señalan 
sobre aquel lo siguiente: 
que en el momento en que fue proferida esta sentencia, aún no había sido dictada la ley 
estatutaria 133 de 1994, mediante la cual se desarrolla y se determina el ámbito de 
protección del derecho a la libertad religiosa. De igual manera, tampoco había sido 
celebrado el Convenio Nº 2 entre la iglesia adventista del séptimo día y el Gobierno 





291Ver Sentencias: T-982 de 2001, T-448 de 2007, T-839 de 2009 y T-782 de 2011. 
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Nacional -2 de diciembre de 1997-. El contexto normativo para adoptar la decisión era, en 
consecuencia, diferente292.  
Por otro lado, la convivencia se encuentra también, dentro de los argumentos 
utilizados por la Corte Constitucional para tomar la decisión en la sentencia T-539A de 
1993. Es así como la sentencia en comento manifiesta que las creencias religiosas de una 
persona no pueden convertirse en un elemento que obstaculice la convivencia. De esta 
manera comenta este alto tribunal que: 
no es pensable la libertad de cultos en un ambiente político confesional y excluyente, pero 
tampoco lo es el pluralismo donde cada culto reclame para sí un status particular y 
prevalente. El mínimo común que ha de ser acatado más allá de las diferencias originadas 
en la concepción moral y en la fé religiosa, lo constituye el derecho, sin el cual no sería 
posible la convivencia civilizada293. 
Plantea, además, la Corte Constitucional que  
si las creencias religiosas pueden demandar del derecho objetivo una esfera de libertad para 
que sus adherentes puedan profesarlas, el derecho puede, legítimamente, reclamar de ellas 
una dosis de flexibilidad que las haga compatibles con el mínimo común que todos los 
miembros de una comunidad deben acatar para que sea posible la convivencia294. 
En síntesis, la sentencia T-539A de 1993 demanda del practicante religioso “una 
dosis de flexibilidad” de sus creencias y, por otro lado, en la sentencia T-421 de 1992 
demanda de los establecimientos educativos oficiales “mantener una posición neutral y 
preguntarle al educando -o a sus padres si es menor-, al momento de la matrícula, acerca de 
si desea estudiar o no la asignatura de religión, sin indagar si en efecto profesa o no dicho 
credo”. Asimismo, demanda de forma general a todos los colombianos el respeto por la 
diferencia, y desde allí vivir en armonía. 
 
                                                          
292Corte Constitucional, Sentencia T-026 de 2005. 




3.3 Sentencia T-075 de 1995 
Esta sentencia examina el caso de una estudiante de educación básica secundaria, 
menor de edad, miembro de la Iglesia Testigos de Jehová, quien solicita la protección del 
derecho a la libertad de cultos, de conciencia, igualdad y debido proceso, en vista de que el 
colegio la sancionó por no haber comparecido al evento cívico alusivo al 20 de julio. La 
estudiante había previamente pedido que la eximieran de dicha obligación, debido a sus 
creencias religiosas, las cuales le impiden participar de este tipo de actos, por ser estimados 
como adoración. 
Para estudiar el anterior caso, la Corte Constitucional recuerda los hechos y algunos 
argumentos presentes en la sentencia T-539A de 1993, puesto que: 
existiendo ese precedente en la jurisprudencia de la Corte, esta Sala se ocupará inicialmente 
de examinar si el caso que se revisa en la presente providencia se diferencia del que fue 
considerado en la sentencia T-539A, o si la situación de hecho es igual y, por tanto, la 
decisión también debe serlo295. 
Luego de realizar dicho análisis, la Corte Constitucional determina que existen 
circunstancias diferentes a las presentes en la situación observada en la sentencia T-539A 
de 1993. Lo anterior, entonces, hace pensar que la decisión que tome esta Corporación no 
podrá ser similar. 
Con respecto al derecho a la igualdad invocado para su protección, determina este 
alto tribunal en la sentencia T-075 de 1995 que a la estudiante “se le dio un trato 
discriminatorio, diferente al que recibieron los otros alumnos que se encontraban en la 
misma circunstancia, lo que constituye una violación del derecho a la igualdad”, por cuanto 
la estudiante en mención fue la única que recibió la sanción. 
En cuanto al debido proceso, la Corte Constitucional observa varias situaciones que 
vulneran este derecho. Es así como el consejo de profesores, quien al final tomó la 
determinación de penalizar a la estudiante, no estuvo integrado por algún alumno. Se suma 
                                                          
295Corte Constitucional, Sentencia T-075 de 1995. 
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a esto, el hecho de que “la alumna no estuvo representada ni fue citada a la reunión, por lo 
que se le negó el derecho a la defensa”296. 
También afirma la Corte Constitucional que “la conducta por la cual se le sancionó, 
no está considerada reglamentariamente como falta que amerite una sanción y, en esa 
medida, la pena correspondiente tampoco está contemplada en las disposiciones del 
plantel”297. 
Al referirse a la libertad de conciencia y de cultos, este alto tribunal realiza las 
siguientes precisiones: 
la exigencia del cumplimiento de un deber hacia la patria -que se deriva claramente del 
concepto de unidad de la Nación plasmado en el preámbulo, del artículo 2º sobre 
participación de todos en la vida de aquélla, y del 95, numeral 5, que obliga a la persona y 
al ciudadano a "participar en la vida política, cívica y comunitaria del país" (subraya la 
Corte)- no significa vulneración o ataque a la libertad de conciencia. 
En esta oportunidad, resulta evidente que el acto patriótico no es sinónimo de "adoración" a 
los símbolos patrios. Adorar, según el Diccionario de la Real Academia Española de la 
Lengua, quiere decir "reverencia con sumo honor o respeto a un ser, considerándolo como 
cosa divina" (se subraya). 
No es eso lo que acontece cuando se llevan a cabo actos en honor de la patria, y menos aun 
cuando se concurre a eventos cívicos, pues, a todas luces, en las aludidas ocasiones no se 
está celebrando un culto ni concurriendo a una ceremonia religiosa, sino desarrollando un 
papel que corresponde a la persona en virtud de su sentimiento de pertenencia a la Nación. 
Se trata de asuntos cuya naturaleza difiere claramente. 
No por el hecho de exigir de un estudiante -como elemento inherente a su condición de tal- 
su concurrencia a un acto de carácter cívico, se puede sindicar al centro educativo de 
quebrantar la libertad de conciencia del alumno renuente por cuanto, a juicio de la Sala, 





apenas se cumple con una función indispensable para la formación del educando, la cual 
hace parte insustituible de la tarea educativa298. 
Así, no puede olvidarse, que los conceptos que aparecen en un diccionario son 
construcciones sociales que pueden cambiar con el tiempo, dependiendo de ciertas 
circunstancias. El concepto de adorar es entendido por la RAE de una manera, mientras que 
para un grupo religioso es entendido de otra manera, ninguna de las dos versiones puede 
pretender una verdad universal. 
No obstante, la Corte Constitucional concluye que, 
si se permitiera que cada estudiante, según su personal interpretación de los deberes 
religiosos que le corresponden o so pretexto de la libertad de conciencia, se negara a 
cumplir con las órdenes razonables y en sí mismas no contrarias a la Constitución que le 
fueran impartidas por sus superiores, con el objeto de participar en la vida cívica del país, se 
estaría socavando la necesaria disciplina y el respeto al orden que debe reinar en toda 
institución299.  
Conforme a lo anterior, la Corte Constitucional decide no amparar el derecho a la 
libertad de conciencia y de cultos invocados por la estudiante, pero si conceder la tutela del 
derecho a la igualdad y debido proceso de la alumna. 
Ante esta sentencia, el magistrado Carlos Gaviria Díaz decide aclarar su voto, para 
ello inicia explicando lo siguiente: 
Los magistrados que conformaron la mayoría de la Sala derivan de normas tan genéricas 
como los artículos 2 y 95-5 de la Carta, el deber específico de asistir a un desfile 
conmemorativo de una efemérides patriótica, sin que puedan dispensar de su cumplimiento 
las creencias que se profesen acerca de la Divinidad. Es decir, que si el derecho 
fundamental a la libertad de conciencia, religiosa y de cultos, entra en conflicto con el que 
ellos estiman deber cívico, éste debe prevalecer sobre aquél300. 
Continúa el magistrado manifestando al respecto: 






Inútiles resultan todos los esguinces conceptuales para ignorar el conflicto. Fue éste, 
precisamente, el que movió a la señorita Gómez Pitto a solicitar el amparo. Porque se vio 
sin duda en esta encrucijada: o cumplo con el deber religioso que mi creencia me impone, 
de no adorar más que a Dios, o con el deber cívico de asistir al desfile301.  
Esto es, el magistrado discrepa de sus colegas magistrados en que en este caso la 
actora podía ejercer su libertad de conciencia como un derecho para no asistir al acto 
cívico, por lo que concluye mencionando: 
No se diga que el punto de vista de la actora es equivocado. Que rendir homenaje a la 
bandera no es un acto de adoración porque el Diccionario de la Real Academia dice otra 
cosa. Resulta, a mi juicio, equivocado y arrogante prescribir desde afuera a los fieles de una 
iglesia cómo han de entender sus preceptos. Hasta allá no creo que llegue la competencia de 
la Corte. Finalmente pienso, así mis respetados colegas no quieran hacerse cargo de lo que 
lógicamente puede inferirse de su dictum, que en un Estado pluralista y liberal, como es 
Colombia bajo la Constitución de 1991, es perfectamente legítimo que alguien ponga a Dios 
por encima de la bandera302. 
A juicio del magistrado Gaviria, la mayoría de la Sala se abstuvo de tutelar el 
derecho a la libertad de conciencia, religiosa y de cultos de la estudiante por considerar que 
las creencias religiosas de la actora no pueden servir de excusa ante el deber patriótico. 
 
3.4 Sentencia T-588 de 1998 
En esta sentencia, la Corte Constitucional estudia el caso de algunos estudiantes de 
secundaria que pertenecen a la Iglesia Pentecostal Unida de Colombia y se abstienen de 
participar en los bailes impuestos por un docente; a su juicio, consideran estas acciones 
contrarias a sus creencias religiosas. Tales actividades se encuentran asociadas a un logro 
académico y debido a este incumplimiento se les imposibilita matricularse en el siguiente 
año escolar, ya que este logro incide en la aprobación de una materia. 





La sentencia de la Corte Constitucional comienza su análisis, indicando respecto a 
los derechos que les asiste a los educadores, que: “el núcleo esencial de la libertad de 
cátedra […] incorpora un poder legítimo de resistencia que consiste en oponerse a recibir 
instrucciones o mandatos para imprimirle a su actuación como docente una determinada 
orientación ideológica”303. Ahora bien, la Corte Constitucional aclara que este derecho no 
es absoluto y tiene límites. En este mismo sentido, se precisa que los derechos 
fundamentales no son absolutos. Al respecto, señala Alexy304 que “un eterno problema de 
los derechos fundamentales es aquel que se refiere a la posibilidad de que sean 
restringidos”305. Para que esta posibilidad no sea ilimitada indica el autor que requiere 
límites. Añade además que aquellos se fijarían “solamente mediante una ponderación entre 
el principio de derecho fundamental afectado en cada caso respectivo y el principio 
contrario, que justifica imponer la restricción”306. En consecuencia, “la ponderación resulta 
indispensable cuando el cumplimiento de un principio significa el incumplimiento del otro, 
es decir, cuando un principio únicamente puede realizarse a costa del otro. Para estos casos 
puede formularse la siguiente ley de la ponderación: Cuanto mayor sea el grado de no 
cumplimiento o de afectación de un principio, tanto mayor debe ser la importancia del 
cumplimiento del otro”307 
En este contexto de la ponderación, una sentencia que tempranamente se refiere al 
tema es la sentencia T-588 de 1998, donde indica que “las colisiones de un derecho 
fundamental con otro, según el criterio adoptado por esta Corte, se deben resolver en lo 
                                                          
303Corte Constitucional, Sentencia T-588 de 1998. 
304Bernal afirma que “la tesis básica de la concepción de Alexy es el entendimiento de los derechos 
fundamentales como principios o mandatos de optimización, que ordenan la realización de su contenido en la 
mayor medida posible, en relación con las posibilidades jurídicas y fácticas. Esta comprensión de los derechos 
fundamentales implica además la idea de que no existen derechos absolutos, de que en la vida social es 
imprescindible cohonestar las exigencias que se derivan de unos y otros, y que las intervenciones estatales en 
los mismos son una consecuencia legítima de la democracia y son válidas mientras respeten el principio de 
proporcionalidad” (ALEXY, Robert. Tres escritos sobre los derechos fundamentales y la teoría de los 
principios. Bogotá: Universidad Externado de Colombia, 2003.  p. 14-15).  
305ALEXY, Robert. Tres escritos sobre los derechos fundamentales y la teoría de los principios. Bogotá: 
Universidad Externado de Colombia, 2003.  p. 38. 
306Ibídem. 
307Ibíd., p. 103. 
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posible mediante fórmulas que concilien el ejercicio de ambos derechos, lo que implica 
aceptar restricciones308”. 
En este mismo sentido, la Corte Constitucional afirma que “la autonomía del 
profesor, empero, está sujeta a límites que surgen del respeto de otros derechos 
constitucionales y de la conformación misma del proceso de aprendizaje”309. En 
consecuencia, al decir del tribunal, la libertad de cátedra no puede incluir decisiones anti-
pedagógicas o arbitrarias.  
Respecto a la libertad religiosa, la Corte Constitucional indica en esta sentencia que: 
no se detiene en la asunción de un determinado credo, sino que se extiende a los actos 
externos en los que éste se manifiesta. Particularmente, para el creyente la coherencia de su 
vida personal con los dogmas y creencias de su religión, reviste una importancia capital, 
hasta el punto de que ella es fuente de complacencia o de inmenso sufrimiento en el evento 
de que por cualquier razón ella no se logre alcanzar. Si esto es así sería incongruente que el 
ordenamiento de una parte garantizase la libertad religiosa, pero, de otra parte, se negase a 
proteger las manifestaciones más valiosas de la experiencia religiosa, como la relativa a la 
aspiración de coherencia a la que apunta el creyente entre lo que profesa y lo que practica. 
Este elemento que pertenece al núcleo esencial de la libertad religiosa, define igualmente 
una facultad que es central a la libertad de conciencia, que refuerza si se quiere aún más la 
defensa constitucional de los modos de vida que sean la expresión cabal de las convicciones 
personales310.  
Teniendo en cuenta los razonamientos precedidos, la Corte Constitucional considera 
que “la libertad religiosa puede, en principio, amparar la reticencia que exhiben los 
demandantes para abstenerse de ejecutar danzas que en su criterio resultan pecaminosas”311.  
                                                          
308Refiriéndose a la ponderación entre derechos fundamentales, manifiesta la Corte Constitucional en esta 
sentencia que: “de acuerdo con el principio de la armonización concreta, si los mismos objetivos pueden 
obtenerse a través de medios que eliminen las bases de la objeción de conciencia o religiosa que pueda 
elevarse contra determinada práctica escolar, se deberá optar por la solución que permita el simultáneo 
ejercicio de los derechos en aparente conflicto” (Sentencia T-588 de 1998).  





Adicionalmente, la Corte Constitucional manifiesta la competencia que tiene el 
Estado de regular y supervisar la educación, en aras de su calidad. En consecuencia, indica 
que “la intervención del Estado en la educación puede expresarse a través de políticas y 
acciones indispensables para la adecuada formación física, intelectual y moral de los 
educandos, cuya exoneración por razones religiosas pondría en peligro o afectaría 
seriamente el cumplimiento de objetivos enderezados en esa dirección”312. No obstante, la 
Corte Constitucional aclara que si los logros pretendidos se consiguen, a través de formas 
académicas distintas compatibles con las creencias religiosas de los estudiantes, se tendrá 
que elegir esta opción que posibilita la ejecución de los derechos en colisión. Añade 
también esta Corporación que: 
Si por el contrario, la política o la acción se estiman necesarias para el desarrollo integral 
del discente y el medio de ejecución objetivamente insustituible, las posibilidades de 
armonización concreta se reducen, especialmente por la necesidad de optar por el mejor 
interés del educando menor de edad, en cuyo caso se alejarían las posibilidades de que en 
este tipo de situaciones pueda tener precedencia la libertad religiosa o la objeción de 
conciencia313.  
Siguiendo esta lógica, este alto tribunal precisa que el profesor posee la libertad para 
desarrollar un logro didáctico, pero advierte, que “La protección de los derechos 
conculcados -de religión y libertad de conciencia-, reclama que el docente se abstenga de 
reiterar su conocida exigencia para impartir su aprobación al curso de educación física y, de 
otra parte, proceda a determinar otra forma de prueba que no lesione tales derechos”314. 
Conforme a los argumentos anteriores, los estudiantes recibieron un tratamiento 
particular, ya que fueron dispensados de la actividad descrita diseñada para todos los 
estudiantes por causa de sus creencias religiosas. Con este fallo, la Corte Constitucional 
comienza a cambiar su línea jurisprudencial ante la idea sostenida en la sentencia T-539A 
de 1993, donde se estima entre otras consideraciones que las personas por profesar una 
religión no pueden reclamar a las instituciones un tratamiento particular. Así, en este fallo 






del año de 1993, no le fue aceptada a la estudiante la petición de ser eximida de las 
actividades académicas programadas a todos los estudiantes el día sábado y reponerlas con 
otro tipo de actividades, acorde a su circunstancia específica.  
Tanto el salvamento de voto de la sentencia T-539A de 1993 como en la Sentencia 
T-588 de 1998, se manifiestan como requisito para la protección del derecho fundamental 
de la libertad religiosa y de cultos, que su solicitud sea verdadera, por tanto no se utilice 
para evadir responsabilidades. Se comenta en el salvamento de voto de la sentencia T-539A 
de 1993, lo siguiente: 
La objetividad del derecho no puede presentarse como un valor superior a la defensa de un 
derecho fundamental, en aquellas circunstancias en las cuales se cumplen las dos 
condiciones siguientes: 1) que se invoque la protección de un derecho fundamental sin que 
haya lugar a dudas sobre la seriedad de la petición y sobre su trascendencia en el ámbito 
personal del solicitante y 2) que la excepción que es necesario introducir para conceder la 
petición no afecte el desarrollo normal de la institución ni ponga en tela de juicio sus 
objetivos y sus procedimientos315.  
Esto es, si bien el salvamento de voto de la sentencias T-539A de 1993 y la T-588 
de 1998, guardan grandes similitudes respecto a la protección de los derechos a la objeción 
de conciencia en ámbitos educativos, cabe advertir, que la primera sentencia, al estudiar el 
caso presentado, considera la ausencia de un conflicto entre la autonomía universitaria y la 
libertad de cultos. 
 
3.5 Sentencia T-662 de 1999 
Por su parte, la sentencia T-662 de 1999, analiza la situación de dos estudiantes en 
los niveles de preescolar y básica primaria, que a juicio del padre de familia se les estaban 
vulnerando el derecho a la libertad de cultos por parte del colegio privado al cual asisten. 
Expone el padre que a pesar de haber puesto en conocimiento que profesan la religión 
                                                          
315Corte Constitucional, Sentencia T-539A de 1993. 
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cristiana evangélica, sus hijos han sido compelidos a participar en prácticas católicas, las 
cuales son acordes a la orientación del colegio, pero no a sus creencias. 
Así, la sentencia T-662 de 1999 –la cual cita en varias oportunidades, la sentencia 
conformadora de línea, es decir, la T-421 de 1992–, se refiere a la importancia 
constitucional que se le otorga a la convivencia pacífica, junto con el compromiso del 
respeto por la diferencia; deber que incluye principalmente a los docentes quienes tienen el 
compromiso de fomentarlo en sus alumnos. Además, en lo concerniente a la obligación que 
tiene el Estado de organizar e inspeccionar la educación y de no ejercer represión por 
razones religiosas. Aquel comportamiento se les exige igualmente a los hombres en 
general. 
En esta sentencia en comento del año 1999, entre las distintas citaciones que refiere 
de sus propias jurisprudencias, decide evocar uno de los argumentos presentes en la 
sentencia T-539A de 1993, vinculado con la necesidad de elementos básicos que permitan 
la armonía social. Es así, como trae a colación el siguiente razonamiento: 
El pluralismo, que en nuestra Carta Política juega el doble papel de supuesto ideológico y 
meta a lograr, es precedente obligado de la libertad de cultos y tiene en ella una de sus más 
significativas facetas. Uno y otro se avienen, se complementan y condicionan mutuamente, 
pues no es pensable la libertad de cultos en un ambiente político confesional y excluyente, 
pero tampoco lo es el pluralismo donde cada culto reclame para sí un status particular y 
prevalente. El mínimo común que ha de ser acatado más allá de las diferencias originadas 
en la concepción moral y en la fe religiosa, lo constituye el derecho, sin el cual no sería 
posible la convivencia civilizada.  Lo anterior significa que si bien, quien profesa y practica 
una determinada religión, puede reclamar el espacio espiritual necesario para vivirla 
conforme a su conciencia, no puede transformar ese ámbito en factor que dificulte y 
entorpezca la convivencia316. 
                                                          
316Corte constitucional, Sentencia T-662 de 1999. 
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Por otro lado, la Corte Constitucional –en esta sentencia–, conceptúa sobre la 
libertad religiosa como una permisión y una prerrogativa317. Esta concepción permite 
entender el núcleo esencial del derecho a la libertad religiosa referido en la sentencia T-588 
de 1998, dado que para el creyente es relevante que sus creencias sean reflejadas en sus 
actos, ya sean internos o externos. 
Adicionalmente, este alto tribunal, continúa detallando la magnitud del derecho a la 
libertad religiosa indicando que:  
Comprende, de conformidad con los artículos 18, 19, 42 y 68 de la Constitución Nacional y 
la ley 133 de 1994, entre otras cosas, los siguientes elementos: “(i) la libertad de profesar 
cualquier creencia religiosa libremente escogida”318 (que implica la libertad de información  
y de expresión  sin las cuales la persona  no podría formarse una opinión ni expresarla); (ii) 
la libertad de cambiar de religión y (iii) de no profesar ninguna, entre otras conductas que, 
no obstante pertenecer el individuo a una religión o confesión religiosas, deben ser 
respetadas por encima de cualquier propósito de coacción; (...) la posibilidad de (iv) 
practicarlas sin perturbación o coacción externa, contraria a las propias convicciones, y (v) 
de realizar actos de oración y de culto, (vi) de recibir asistencia religiosa de la propia 
confesión en cualquier lugar, incluso los de reclusión, cuarteles y centros médicos, (vii) de 
conmemorar festividades, (viii) de recibir sepultura digna conforme a los ritos y preceptos 
de la religión del difunto y a sus deseos o a los de su familia, (ix) a contraer matrimonio y a 
establecer una familia conforme a la religión y a sus normas, (x) de recibir e impartir 
libremente educación religiosa o de rehusarla o de (xi) determinar, de conformidad con la 
propia convicción, la educación de los hijos menores o la de los incapaces bajo su 
dependencia319. 
En relación a los límites de la libertad, tanto religiosa como de enseñanza, la Corte 
Constitucional, señala en la sentencia en comento, por un lado, que: 
                                                          
317Respecto a estos conceptos, la Corte Constitucional trae a colación una cita de la sentencia T-430 de 1993, 
la cual manifiesta: “Como permisión significa que el hombre no puede ser obligado a actuar contra su creer y 
su sentir. Como prerrogativa, que nadie puede impedirle obrar de acuerdo con sus creencias y sentimientos”.  
318Ver Corte Constitucional, Sentencia C-088 de 1994.  
319Corte Constitucional, Sentencia T-662 de 1999. 
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el derecho a la libertad religiosa se encuentra sujeto necesariamente a ciertos límites, que no 
son otros que aquellos que permitan armonizar el legítimo ejercicio de ese derecho, con los 
derechos ajenos y las exigencias del justo orden público y la seguridad jurídica de todos. 
Puede verse limitado legítimamente de conformidad con el ordenamiento, a fin de 
garantizar el pluralismo y respetar el conjunto material y perceptible de condiciones 
públicas de seguridad, salubridad, moralidad y tranquilidad, que no sólo hacen posible la 
pacífica convivencia sino que permiten simultáneamente, el desenvolvimiento de la libertad 
colectiva y el ejercicio eficaz de la autoridad. Además, como garantía de la protección que 
se pretende lograr con la consagración de tal libertad, tampoco será admisible el abuso del 
derecho por parte de su titular320.  
Igualmente es valioso mencionar, por otro lado, que si bien, la ley puede limitar el 
acto de enseñar, “no pueden considerarse violatorias del derecho a la libertad de enseñanza, 
la restricciones que ley imponga a este derecho de conformidad con los […] principios 
señalados en la Constitución Nacional”321. 
En cuanto a los derechos de los padres, la Corte Constitucional manifiesta que “la 
opción de los padres de escoger la educación que ellos desean darle a sus menores hijos, 
acorde con sus creencias y aspiraciones, está garantizado […] por la Constitución”322. En 
consecuencia, los progenitores están en libertad de inculcar a sus descendientes los valores 
religiosos que ellos consideren primordiales. Lo anterior lleva a esta Corporación en la 
sentencia T-662 de 1999, a puntualizar lo que al respecto se especificó en el fallo T-101 de 
1998323:  
en los colegios privados, los cuales, dentro del marco legislativo que regule su creación y 
funcionamiento, podrán optar por un determinado modelo educativo, pudiendo 
fundamentarlo por ejemplo en los postulados de una específica religión  ideología, pues allí 
acudirá el estudiante o el padre de familia, si aquel es menor de edad, en ejercicio de la 
autonomía que el Constituyente les reconoció para elegir el tipo de educación que 




323En la sentencia T-101 de 1998 la Corte Constitucional estudia el caso de unos jóvenes que invocan la 
protección de sus derechos fundamentales a la educación y al libre desarrollo de la personalidad, por cuanto 
comentan los accionantes que el establecimiento educativo les negó el cupo por su orientación sexual. 
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consideren el más adecuado, obligándose, desde el momento mismo en que firman el 
contrato de matrícula, a acoger en su integridad el proceso de formación que ofrece el 
establecimiento324 
Acerca de lo previamente afirmado, la Corte Constitucional en la sentencia T-662 
de 1999 realiza varias y dispensables aclaraciones que a continuación se darán a conocer: 
Es importante precisar que si bien ésta es la regla general en materia de educación religiosa 
o filosófica en colegios privados, existen situaciones en las que, en atención a la naturaleza 
esencial de la libertad de opción y la estrecha relación del derecho a elegir con fundamento 
en la dignidad humana, la evolución en las formas de pensamiento de los menores, -ajenas a 
la selección de los padres de familia-, o la expresión respetuosa de una opción sin lesionar o 
perturbar derechos de terceros, puede, de conformidad con una adecuada ponderación 
constitucional, dar como resultado el ejercicio prevalente del derecho a la libertad de cultos 
frente a la libertad de enseñanza325.  
Continúa la Corte Constitucional manifestando respecto a la educación religiosa lo 
señalado en la Ley 133 de 1994. Así pues, expone que: 
la Ley Estatutaria sobre la libertad religiosa y de Cultos […], precisa que el derecho 
fundamental a la libertad religiosa implica, entre otros, el derecho de toda persona a “recibir 
e impartir enseñanza e información religiosa, ya sea oralmente, por escrito o por cualquier 
otro procedimiento, a quien desee recibirla; a recibir esa enseñanza e información, o  a 
rehusarla" (artículo 6°-g)). Igualmente, en el artículo 6º literal h) la norma en comento, 
consagra también como elemento de la libertad religiosa y de cultos, los derechos de la 
persona:"h) De elegir para sí y los padres para los menores o los incapaces bajo su 
dependencia, dentro y fuera del ámbito escolar, la educación religiosa y moral según sus 
propias convicciones. Para este efecto, los establecimientos docentes ofrecerán educación 
religiosa y moral a los educandos de acuerdo con la enseñanza de la religión a la que 
pertenecen, sin perjuicio de su derecho de no ser obligados a recibirla. La voluntad de no 
                                                          




recibir enseñanza religiosa y moral podrá ser manifestada en el acto de matrícula por el 
alumno mayor de edad o los padres o curadores del menor o del incapaz”326. 
La sentencia en comento del año 1999 advierte sobre el artículo anteriormente 
citado –artículo 6 literal h de la Ley 133 de 1994–, que la Corte Constitucional al revisar el 
Proyecto de Ley Estatutaria sobre Libertad Religiosa y de Culto327declara su exequibilidad 
“bajo el entendimiento de que la libertad religiosa que se reconoce, debe ser plenamente 
garantizada en el sentido de que en ningún caso se puede condicionar la matricula del 
estudiante”328. Por consiguiente, la Corte Constitucional en esta revisión manifiesta “con 
relación a la enseñanza y educación religiosa, el derecho de toda persona a recibirla o a 
rehusarla”329. 
Siguiendo con esta misma lógica, este alto tribunal en la sentencia T-662 de 1999 
presenta lo ya afirmado por la Corte Constitucional anteriormente330. En consecuencia, esta 
Corporación expresa que: 
reitera la Corte Constitucional, que frente al contenido del concepto de libertad de 
enseñanza que implica la adopción de una ética por parte de un colegio y en consecuencia el 
deber jurídico de los estudiantes de acatarlo, la concepción ética que se imparte "NO es 
absoluta, (ya que) tiene que ser compatible con los fines de la educación (art. 67 C.P.) que 
implica respeto a los derechos humanos, por lo tanto deben cohabitar los diversos derechos 
que están en juego respetándose el núcleo esencial de cada uno de ellos. La calificación del 
núcleo esencial implica que cada derecho cumpla su función; (...) En tal sentido se debe 
interpretar el derecho fundamental a la educación frente a los reglamentos estudiantiles”  
Igualmente, la Corte Constitucional prosigue señalando el respeto que deben tener 
los colegios ante las creencias religiosas de los discentes y padres de familias. Este alto 
tribunal afirma que  
                                                          
326Ibídem.  
327A través de la sentencia C-088 de 1994, se cumple con el trámite estipulado en el artículo 153 de la 
Constitución Política en relación al papel que le compete a la Corte Constitucional. Este artículo dispone que 
“La aprobación, modificación o derogación de las leyes estatutarias exigirá la mayoría absoluta de los 
miembros del Congreso y deberá efectuarse dentro de una sola legislatura. Dicho trámite comprenderá la 
revisión previa, por parte de la Corte Constitucional, de la exequibilidad del proyecto”. 
328Corte Constitucional, Sentencia T-662 de 1999. 
329Corte Constitucional, Sentencia C-088 de 1994. 
330Ver Corte Constitucional, Sentencia T-211 de 1995. 
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si bien para los colegios privados la regla general es el acatamiento de las reglas de 
convivencia en materia religiosa y el reconocimiento de las filosofías educativas por parte 
de padres y estudiantes, es claro que la opción personalísima de detentar otras creencias u 
optar libremente por otras visiones del mundo, debe ser claramente respetada por las 
instituciones educativas con fundamento en lo señalado por la doctrina jurisprudencial, 
mientras no lesione los derechos de terceros o el ordenamiento jurídico. En todo caso, es 
importante recordar, que si la filosofía o la orientación ética de un centro educativo no 
resulta acorde con las expectativas de los padres respecto de la educación que desean para 
sus hijos, pueden libremente optar por otras instituciones educativas que respondan 
específicamente a sus intereses y se encuentren mas acorde con el ejercicio armónico de su 
libertad331.  
Los razonamientos expuestos por la sentencia T-662 de 1999, dejan en claro la 
posición asumida por la Corte Constitucional en relación al tema de la línea jurisprudencial 
que se estudia. Para este caso, debido al análisis probatorio la Corte Constitucional 
determina que los niños no fueron coaccionados a participar en actividades religiosas por 
parte del establecimiento educativo. Además, la muerte del padre y el consentimiento de la 
madre acerca de la vinculación de los menores en las actividades religiosas del colegio, 
configura un hecho superado. Por consiguiente, este alto tribunal decide confirmar la 
sentencia que había denegado la tutela. 
 
3.6 Sentencia T-877 de 1999 
La sentencia T-877 de 1999 –denominada por la sentencia T-832 de 2011, como 
“una sentencia polémica” como más adelante se analiza–, fue interpuesta por menores de 
edad miembros de la Iglesia Testigos de Jehová en contra del colegio al cual asistían, por 
habérseles anulado el cupo para continuar en la institución en el próximo año escolar, ya 
que las creencias religiosas de aquellos estudiantes no les permiten realizar ciertos actos 
que rinden homenaje a la patria, por considerarlos adoración. 
                                                          
331Corte Constitucional, Sentencia T-662 de 1999. 
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La Corte Constitucional al analizar el caso, sopesa los derechos fundamentales de la 
libertad de enseñanza y de cultos, asignándole un mayor peso, a este último. En efecto, este 
alto tribunal manifiesta que: 
La Constitución le confiere una especial importancia a la libertad de cultos, de manera que 
en la hipótesis de un conflicto entre ésta y la libertad de enseñanza, prevalece 
indiscutiblemente aquélla. Ello obedece en esencia a los valores que una y otra libertad 
representan y protegen, ya que la segunda adopta como cometido esencial, preservar la 
libertad de investigación y de formación académica liberándola de cualquier forma de 
confesionalismo, mientras que en la otra se protegen valores superiores que tienen que ver 
con la dignidad humana, el libre desarrollo de la personalidad y el derecho de toda persona 
a escoger y mantener su propio culto para honrar a la divinidad, siguiendo sus creencias 
religiosas332.  
Líneas seguidas puntualiza –confirmando el fallo que había negado la tutela–, este 
alto tribunal que “izar la bandera y participar en actos cívicos para conmemorar fechas 
patrias, no puede asumirse jamás como un acto religioso, de manera que resulta inadmisible 
sostener que tales actividades puedan constituir un acto de idolatría, contrario a las ideas 
principios que profesan los demandantes, de acuerdo a los cuales, sólo es dable adorar a la 
divinidad”333.  
Fortalece el anterior argumento la Corte Constitucional, al agregar que  
La realización de eventos demostrativos del respeto y amor a la patria no constituyen actos 
religiosos, y traducen en cambio los más altos sentimientos de la persona por la Nación, de 
la que hace parte y de la que por supuesto debe siempre sentirse orgulloso. Por ello es 
perfectamente entendible el valor de la declaración y del precepto que encierra el primer 
aparte del artículo 95 de la Constitución, cuando señala, que "la calidad de colombiano 
enaltece a todos los miembros de la comunidad nacional", y justamente por eso, "todos 
están en el deber de engrandecerla y dignificarla". Así, pues, la exigencia de exaltar los 
símbolos y valores patrios no puede considerarse, como lo creen los demandantes, como un 
                                                          
332Corte Constitucional, Sentencia T-877 de 1999.  
333Ibídem.   
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deber que se contrapone a sus creencias religiosas, pues ella contribuye a la formación 
integral que implica el proceso educativo334 
Como se puede observar, la Corte Constitucional en este caso desestima los motivos 
que llevaron a los estudiantes miembros de la Iglesia Testigos de Jehová a incumplir con 
algunos mandatos exigidos por el colegio. Además, en la sentencia en comento la Corte 
Constitucional considera como irracionales y erradas las justificaciones expuestas por éstos 
miembros. Así pues, en el fallo se aduce que “la razón que esgrimieron para no hacerlo y 
que justamente constituyó la violación de las reglas disciplinarias y de convivencia 
educativa, ciertamente carecen de sensatez y evidencian, sin lugar a dudas, un concepto 
equivocado sobre el amor y veneración a la patria y a los símbolos que representan la 
identidad y unidad nacionales”335. 
Esta sentencia considerada controversial, no podría entonces haberse resuelto sin 
que existiera internamente alguna discrepancia. Es así, como nuevamente el magistrado 
Cifuentes Muñoz, presenta su salvamento de voto –donde expone también su disenso con la 
sentencia T-075 de 1995, la cual cataloga como causante de ciertas equivocaciones 
presentes en la sentencia T-877 de 1999–. Esta última retoma de la sentencia T-075 de 
1995, el sucesivo argumento: 
El acto patriótico no es sinónimo de "adoración" a los símbolos patrios. Adorar, según el 
Diccionario de la Real Academia Española de la Lengua, quiere decir reverencia con sumo 
honor o respeto a un ser, considerándolo como cosa divina" (se subraya). No es eso lo que 
acontece cuando se llevan a cabo actos en honor de la patria, y menos aun cuando se 
concurre a eventos cívicos, pues, a todas luces, en las aludidas ocasiones no se está 
celebrando un culto ni concurriendo a una ceremonia religiosa, sino desarrollando un papel 
que corresponde a la persona en virtud de su sentimiento de pertenencia a la Nación. Se 
trata de asuntos cuya naturaleza difiere claramente336.  
Ante estos razonamientos, el magistrado Cifuentes Muñoz indica que: 






Para los Testigos de Jehová, en el acto de presentación de honores a los símbolos patrios 
existen componentes que comportan adoración o culto, los cuales estarían prohibidos según 
la interpretación que ellos hacen de la Biblia y de las normas contenidas en ella. Ello revela 
la insuficiencia del argumento de la Corte, dado que la definición del diccionario de la 
lengua no da cuenta de que para determinada comunidad presentar honores a un símbolo 
patrio implica tenerla por divina, es decir, constituye un acto de adoración337.  
Es de resaltar, por otra parte, que la sentencia T-877 de 1998 le otorga mayor valor 
a la uniformidad de la institución educativa, ante la particular convicción religiosa de los 
estudiantes miembros de la Iglesia Testigos de Jehová. Siguiendo entonces el precedente, 
contenido en la sentencia T-075 de 1995, en esta ocasión, la Corte Constitucional retoma de 
esta sentencia el siguiente señalamiento: 
En el sentir de la Corte, si se permitiera que cada estudiante, según su personal 
interpretación de los deberes religiosos que le corresponden o so pretexto de la libertad de 
conciencia, se negara a cumplir con las órdenes razonables y en sí mismas no contrarias a la 
Constitución que le fueran impartidas por sus superiores, con el objeto de participar en la 
vida cívica del país, se estaría socavando la necesaria disciplina y el respeto al orden que 
debe reinar en toda institución338. 
Sobre la decisión tomada por la Corte Constitucional tanto en la sentencia T-075 de 
1995, como en la T-877 de 1999, este alto tribunal en el año 2011339explica que ante un 
deber constitucional el Estado o los establecimientos educativos pueden asignar 
compromisos que impliquen actividades opuestas a la fe del creyente340. El anterior 
planteamiento en la Corte Constitucional no ha sido unánime y por tanto ha generado 
algunos disentimientos por parte de sus magistrados. 
 
 
                                                          
337Ibídem.  
338Ibídem.  
339Corte Constitucional, Sentencia T-915 de 2011 
340La sentencia T-915 de 2011 de la Corte Constitucional, también señala que la limitación al ejercicio de la 
libertad de cultos estudiada en las providencias T-075 de 1995 y T-877 de 1999, eran transitorias y a juicio de 
esta Corte estos creyentes no encaraban un dilema relevante. 
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3.7 Sentencia T-345 de 2002 
En el mes de mayo del año 2002, la Corte Constitucional profiere la sentencia T-
345, donde se examina el caso presentado por un estudiante universitario, mayor de edad 
quien invoca entre otros derechos para su protección, el de la libertad religiosa y de cultos, 
dado que la Universidad Católica Popular del Risaralda a la cual asiste, le obliga a cursar 
un seminario de ética de tipo religioso, el cual es ajeno a sus creencias. 
En la sentencia en comento, la Corte Constitucional, inicia su argumento, señalando 
el derecho que tienen los particulares de erigir establecimientos educativos de tipo religioso 
conforme lo indica la Constitución y la Ley. Para ello, la Corte Constitucional manifiesta 
que:  
Colombia se ha constituido desde 1991 como una república democrática, participativa y 
pluralista (artículo 1°, C.P.), con lo cual se reconoce la diversidad étnica, cultural, política y 
social de los diferentes grupos humanos que residen en el territorio nacional. Este 
pluralismo puede reflejarse en el servicio público de educación, por cuanto un grupo de 
personas pueden agruparse para fundar un establecimiento educativo a través del cual se 
fomente e incentiven ciertos valores, dentro de los que caben los religiosos. En esta medida, 
la Constitución (art. 68) reconoce la posibilidad de que los particulares funden 
establecimientos educativos confesionales […] El orden constitucional vigente se aparta 
[…] de otras formas de organización de un Estado en las que, por ejemplo, se impone 
excluir por completo la religión en el ámbito de la educación, o por el contrario, se exige 
que un credo religioso oriente a todos los planteles educativos. En esta medida no viola la 
Constitución, prima facie, el hecho de que un grupo de personas, en ejercicio de sus 
libertades de asociación, de religión, de cultos y de expresión, así como también en 
ejercicio del derecho a fundar establecimientos educativos y a la libertad de enseñanza, cree 
una universidad privada en la que, por ejemplo, se promueva un determinado credo 
religioso estableciendo clase de religión obligatoria o, incluso, asistencia obligatoria a un 
culto341. 
                                                          
341Corte Constitucional, Sentencia T-345 de 2002. 
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Por otra parte, la Corte Constitucional, indica que el derecho a la libertad religiosa y 
de culto ampara también al “ateo, quien cree que Dios no existe, y el agnóstico, quien cree 
que nada puede conocerse al respecto”342. En consecuencia, aquellas personas “también 
encuentran en esta norma constitucional una protección a sus convicciones más íntimas. 
Por lo tanto, tampoco a ellos puede sometérseles, irrazonablemente, a tener que incurrir en 
acciones u omisiones contrarias a sus creencias”343. –Cabe precisar, que en este mismo 
sentido se había pronunciado este alto tribunal en la sentencia T-662 de 1999344–. 
Además, la Corte Constitucional continúa afirmando –en esta sentencia del año 
2002–, que “de poco o nada serviría a las personas ser titulares formales de este derecho si 
él no implicara la posibilidad de gozar efectivamente de éste, es decir, de actuar de acuerdo 
a las creencias que se profesen345”.  
La Corte Constitucional al analizar este caso, por un lado, evidencia que al 
estudiante no “se le ha impedido difundir o practicar religión alguna, a la vez que tampoco 
se le ha obligado a compartir un determinado credo religioso. Mucho menos se le ha 
impedido practicar un culto o se le ha obligado a ello”346. Por otro lado, realiza una 
distinción teniendo en cuenta el factor edad y el nivel de educación que esté cursando el 
estudiante. Por tanto, expone este alto tribunal las siguientes explicaciones: 
En el presente caso la controversia no se ha planteado entre un menor y su profesor, ni 
surge en el contexto de la educación primaria o secundaria. En esta hipótesis, la necesidad 
de protección es mayor y la Constitución contiene normas expresas para impedir el 
indoctrinamiento (artículos 18, 44 y 67). 
La cuestión que ahora estudia esta Sala se da en el ámbito universitario, donde la educación, 
generalmente, se da entre adultos. Los estudiantes universitarios tienen la capacidad para 
                                                          
342Ibídem. 
343Ibídem. 
344La Corte Constitucional precisa en la sentencia T-662 de 1999 que “las posturas indiferentes, agnósticas o 
el ateísmo, aparecen comprendidas en el ámbito del derecho a la libertad religiosa”. 
345Lo anterior, recuerda lo manifestado por la Corte Constitucional en la sentencia T-588 de 1998, acerca del 
núcleo esencial de la libertad religiosa. Por cierto, más adelante, la sentencia T-345 de 2002 de esta 
corporación, cita la sentencia T-588 de 1998 retomando el anterior señalamiento que da cuenta de la 
importancia que tiene para el religioso la congruencia entre lo que cree y lo que realiza. 
346Corte Constitucional, Sentencia T-345 de 2002. 
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evaluar el conocimiento que se somete a su consideración. El que el profesor tenga una 
creencia religiosa que no es compartida por un alumno, y hable de ella dentro de un ámbito 
académico, de manera tolerante y respetuosa, no conlleva una presión para éste. Por el 
contrario, parte esencial y vital de la universidad consiste, precisamente, en aprender a estar 
dispuesto a recibir y a confrontarse con visiones contrarias a la propia347.  
Conforme a los argumentos expuestos anteriormente, la Corte Constitucional estima 
que no vulnera la libertad religiosa y de cultos el seminario de ética dictado por la 
Universidad Católica Popular de Risaralda. Sin embargo, considera que al estudiante se le 
ha vulnerado su libertad de conciencia348, 
en tanto se le ha obligado a tomar un curso, que en razón a la metodología con la que es 
tratado su contenido eminentemente religioso, constituye una amenaza grave y real a la 
garantía constitucional, clara y expresa, de no ser obligado a revelar sus convicciones y 
creencias […] Una universidad no puede, pretender, mediante una clase de ética: (i) 
conducir a que una persona, contra su voluntad, cambie sus convicciones religiosas; (ii) 
calificar las creencias religiosas de los estudiantes; ni (iii) presionar a los estudiantes a 
revelar “sus convicciones o creencias”349. 
En cuanto a la educación religiosa350, la Corte Constitucional teniendo en cuenta  la 
Constitución Política y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, manifiesta lo 
siguiente: 
que la posibilidad que tiene una institución educativa para incluir clases de religión cuando 
se trata de niños y el tipo de educación religiosa está avalada por sus padres, es un asunto 
diferente que no entra a tratar a resolver la Sala en el presente fallo. El contexto normativo 
del presente caso se modifica al tratarse de una universidad. La educación superior se da por 
                                                          
347Ibídem. 
348Se precisa que “el accionante, luego de conocer el fallo de primera instancia en el que se le negaron sus 
pretensiones […] cumplió los requerimientos de la Universidad […] Por lo tanto la Sala […] declarará la 
carencia de objeto. No obstante, prevendrá a las autoridades universitarias para que, en el futuro, otros 
estudiantes no sean colocados en una situación contraria al goce efectivo del derecho fundamental a la 
libertad de conciencia” (Corte Constitucional, Sentencia T-345 de 2002). 
349Ibídem.  
350La Corte Constitucional en la sentencia T-345 de 2002 manifiesta que “decidir si se recibe o no clases cuyo 
contenido versa explícita y predominantemente sobre un credo religioso hace parte del ámbito de protección 
de la libertad de conciencia”. 
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lo general, como se dijo, entre adultos lo cual excluye la posibilidad de que los padres, el 
plantel educativo, o cualquier otra persona, entre a decidir qué es lo que más le conviene al 
estudiante en materia de convicciones o de religión351. 
De esta manera, la Corte Constitucional retoma y fortalece sus argumentos que 
apelan a la diferenciación de este caso por cuestiones de edad y nivel de formación, ya que 
expresa ésta Corporación en la sentencia en comento, que aquellos factores inciden en el 
marco normativo. Así pues, la protección es mayor cuando se trata de menores de edad, por 
tanto, manifiesta este alto tribunal que la protección en el campo universitario es distinta a 
la que se otorga en la educación básica. 
 
3.8 Sentencia T-026 de 2005 
Esta es la primera sentencia de la línea jurisprudencial que se estudia donde la Corte 
Constitucional resuelve un caso de un estudiante miembro de la Iglesia Adventista del 
Séptimo Día, habiéndose expedido el Decreto 354 de 1998352. En esta sentencia, la Corte 
Constitucional, examina la solicitud interpuesta por una estudiante del Servicio Nacional de 
Aprendizaje –SENA–, para la protección de los derechos a la libertad de cultos y a la 
educación, ya que este establecimiento público le canceló la matrícula por no comparecer 
los viernes y sábados a un curso asignado en esos horarios. Por pertenecer a la Iglesia 
Adventista del Séptimo Día, la accionante expresó su deber de guardar el sábado para 
asistir a su iglesia a profesar su fe, así como su aspiración a tener otras opciones para 
cumplir con los propósitos académicos. 
                                                          
351Corte Constitucional, Sentencia T-345 de 2002.  
352El Decreto 354 de 1998, se refiere al Convenio de Derecho Público Interno número 1 de 1997, entre el 
Estado colombiano y algunas Entidades Religiosas Cristianas no Católicas. Cabe recordar, que este Decreto 
contiene para la Iglesia Adventista del Séptimo Día un artículo adicional, cuyo propósito es materializar la 
libertad religiosa y de cultos, estipulada en el ordenamiento constitucional, el cual indica: “Los alumnos fieles 
de la Iglesia Adventista del Séptimo Día, que cursen estudios en centros de enseñanza públicos y privados, 
siempre que medie acuerdo entre las partes, estarán dispensados de la asistencia a clase y de la celebración de 
exámenes desde la puesta del sol del viernes hasta la puesta del sol del sábado, a petición propia o de quienes 
ejerzan la patria potestad o tutela”. Se precisa, que este Decreto, sirvió de fundamento en la decisión tomada 
por la Corte Constitucional para fallar las sentencias T-982 de 2001 y T-026 de 2005. 
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En este orden de ideas, la Corte Constitucional, al analizar la situación contenida en 
la sentencia T-026 de 2005 –la cual retoma la idea desarrollada en la sentencia T-588 de 
1998–, recuerda la importancia entre la congruencia de lo que se cree y lo que se realiza 
como pieza relevante para el religioso, el cual pertenece al núcleo esencial de la libertad 
religiosa. Desde esta perspectiva, la Corte Constitucional, reafirma los precedentes más 
importantes sobre el asunto correspondiente al caso objeto de estudio. Precedentes que 
sustentan la libertad religiosa en los centros educativos como:  
(i) El derecho a la libertad de conciencia y de cultos implica no sólo la protección de sus 
manifestaciones privadas, sino de su ejercicio público y divulgación.(ii) El derecho a la 
libertad religiosa encuentra límites en el ejercicio de las garantías públicas y los derechos 
fundamentales de los otros, la seguridad, salubridad y moralidad públicas 
constitucionalizadas.(iii) No es objeto de transacción el núcleo del derecho mismo, es decir, 
para el caso de los adventistas, si pueden o no disfrutar del Sabath. El objeto de acuerdo es, 
por el contrario, los mecanismos alternativos para recuperar el tiempo de inasistencia 
durante estas horas. (iv) Las negativas absolutas de las directivas de los planteles educativos 
a tomar en consideración fórmulas alternativas de arreglo para recuperar el tiempo y las 
labores realizadas en el Sabath, vulnera, en principio el derecho a la libertad religiosa de los 
miembros de la iglesia adventista del séptimo día amparable por medio de la acción de 
tutela353. 
En consonancia con lo anterior, la Corte Constitucional presenta el siguiente 
argumento para tomar la decisión, teniendo en cuenta los hechos del caso: 
Que el ámbito de protección constitucional del derecho a la libertad religiosa de las 
personas que pertenecen a la iglesia adventista del séptimo día, comprende el derecho a que 
tanto las instituciones educativas como los lugares donde laboran, tomen en consideración 
la santidad del Sabath para los mismos. No puede supeditarse, en consecuencia, el ejercicio 
de este derecho a la voluntad de las partes respecto del respeto de las festividades y 
celebraciones propias del culto religioso. El objeto del acuerdo debe estar referido a la 
forma en la cual las horas y labores académicas realizadas en los días sagrados serán 
recuperadas por el estudiante, es decir su finalidad es hacer efectivo el derecho sin que se 
                                                          
353Corte Constitucional, Sentencia T-026 de 2005.  
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perturbe la organización educativa y conciliar la libertad religiosa con el cronograma 
académico, según las circunstancias de cada institución354. 
Bajo estos argumentos, las instituciones educativas deben respetar el acuerdo 
referido por el Decreto 354 de 1998, el cual posibilita el cumplimiento del mandato 
religioso –el Sabbath–, sin tener que afrontar las consecuencias negativas por no asistir a 
las actividades educativas programadas en el tiempo dedicado a su obligación religiosa. 
Esta característica identitaria de los integrantes de la Iglesia Adventista del Séptimo Día 
tiene un ámbito de protección especial constitucional. Por consiguiente, 
si el estudiante que profesa esta religión informa al momento de la matrícula o dentro de un 
término razonable al inicio del calendario académico su imposibilidad de asistir durante el 
Sabath a clases, las directivas y profesores no podrán negarse a llegar a un acuerdo como 
negación a priori de un posible arreglo sobre el punto. Deberán estudiarse, en consecuencia, 
las alternativas disponibles y viables acordes con las exigencias religiosas que propicien un 
arreglo entre las partes en conflicto. Es decir el término “acuerdo” al que se refiere el 
convenio Nº 2 celebrado con la iglesia adventista del séptimo día –artículo adicional al 
decreto 354 de 1998-, está asociado con el diálogo efectivo355 entre profesor o directivas 
educativas y el estudiante fiel y no a la elusión de debate como condición suficiente del 
respeto del “acuerdo” al que se refiere la ley[…] En este sentido, aunque los educadores y 
directivos de las instituciones de enseñanza tienen el deber antes descrito, los estudiantes 
pertenecientes a la iglesia en mención no pueden hacer un uso abusivo de su derecho. Es 
decir, frente a un aviso tardío a la institución de los motivos de su inasistencia –por 
ejemplo, una vez ya han sido superadas el número de fallas fijadas por el reglamento para 
perder una materia- o durante días o periodos que no comprende el Sabath sin justa causa, 
el ámbito de protección constitucional del derecho habrá sido sobrepasado356. 
Por tanto, a dichos creyentes les asiste la condición de poner en conocimiento de 
forma oportuna la circunstancia que limita el cumplimiento de las obligaciones académicas 
estipuladas por la institución. El acuerdo con los estudiantes es esencial para que tanto las 
                                                          
354Ibídem.  
355Al respecto, este alto tribunal más adelante expresa que la sentencia T-026 “no fundamenta un derecho 
general a la reprogramación de las clases sino un derecho al establecimiento de un diálogo efectivo que 
contemple las alternativas posibles y viables” (Corte Constitucional, sentencia T-915 de 2011).  
356Corte Constitucional, Sentencia T-026 de 2005.  
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instituciones educativas puedan desarrollar sus actividades académicas, así como que los 
estudiantes puedan profesar libremente sus convicciones religiosas. 
Al respecto, la Corte Constitucional en la sentencia T-026 de 2005, señala que “las 
entidades educativas de carácter privado como las de carácter público, están igualmente 
vinculadas por el deber de procurar el acuerdo con los estudiantes que, por razón de sus 
convicciones religiosas no pueden cumplir regularmente con el calendario académico”. Así, 
se puede entender que la Corte Constitucional, extiende la protección constitucional a la 
libertad religiosa, no sólo a los miembros de la Iglesia Adventista del Séptimo Día, sino 
también a otros miembros de comunidades religiosas que se encuentren bajo la misma 
situación357. 
Por otro lado, la Corte Constitucional resalta que “las entidades de educación 
pública tienen un deber reforzado en punto de la obtención del acuerdo con los alumnos 
que estén en estos supuestos”358. Pese a esta referencia, el magistrado Álvaro Tafur Galvis 
presenta aclaración de voto, al considerar lo siguiente: 
las razones expresadas en la sentencia han debido complementarse en el presente caso con 
la específica consideración de las características institucionales del Servicio Nacional de 
aprendizaje –SENA–, como entidad pública, pues considero que si bien las decisiones que 
se invocan en la sentencia comprenden tanto a las instituciones educativas públicas como a 
las privadas, es evidente  que a aquellas asiste un deber mayor con miras a garantizar la 
efectividad de los derechos fundamentales de sus asociados, lo cual ha debido destacarse en 
la providencia359.  
Finalmente, conforme a los razonamientos anteriores y el análisis probatorio la 
Corte Constitucional manifiesta que “la vulneración del derecho a la libertad religiosa de la 
actora se configuró con dos actuaciones, la primera una omisión o elusión de diálogo para 
                                                          
357Ver Corte Constitucional, Sentencia T-493 de 2010. 




llegar a un acuerdo con ella por parte de la entidad demandante y la segunda la cancelación 
de su matrícula argumentando la acreditación de las fallas suficientes para ello”360. 
 
3.9 Sentencia T-448 de 2007 
La sentencia T-448, proferida en el mes de mayo del año 2007, decide el caso de 
una menor de edad representada por su padre quien solicita la protección, entre otros 
derechos, de la educación, libertad religiosa y de culto, ya que la Universidad Nacional de 
Colombia, no permitió la realización del examen de admisión, en fecha distinta al sábado. 
Esto es, la candidata a ingresar a la Universidad Nacional pertenece a la Iglesia Adventista 
del Séptimo Día. 
En aras de examinar el caso, la Corte Constitucional retoma sus precedentes, 
relacionados con el derecho a la libertad religiosa de los miembros de la Iglesia Adventista 
del Séptimo Día para la práctica del Sabbath. Entre las sentencias retomadas por la Corte 
Constitucional, se encuentran la T-539A de 1993, C-088 de 1994, T-982 de 2001361 y T-
026 de 2005, –algunas de ellas ya han sido analizadas en la construcción de la línea 
jurisprudencial que se estudia–. Así, por ejemplo, respecto a la sentencia T-539A de 1993, 
este alto tribunal nuevamente reitera que cuando se falló este caso no se había expedido la 
Ley estatutaria 133 de 1994 y el Convenio entre la Iglesia Adventista del Séptimo Día y el 
Gobierno Nacional no se había acordado. 
Por su parte, la sentencia T-448 de 2007, reafirma la jurisprudencia respecto a la 
protección a la libertad religiosa y de cultos dentro de las instituciones educativas. En esta, 
la Corte Constitucional  
ampara la libertad de conciencia y de cultos, no sólo con la protección de sus 
manifestaciones privadas, sino su ejercicio externo, sin desconocer que tiene límites en el 
ejercicio de las garantías públicas y los derechos fundamentales de los demás. Asimismo, 
no es objeto de transacción el derecho mismo, es decir, para el caso de los adventistas, el 
                                                          
360Ibídem. 
361Examina esta sentencia, el caso de una trabajadora miembro de la Iglesia Adventista del Séptimo Día. 
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objeto son los mecanismos alternativos para conciliar y recuperar el tiempo de inasistencia 
o de imposibilidad para realizar alguna actividad durante las horas que comprende el 
Sabath362.  
En consonancia con lo anterior, la Corte Constitucional manifiesta: 
Teniendo en cuenta estos precedentes, la Sala no puede admitir el argumento expresado por 
la Universidad363, para no acceder a las solicitudes elevadas en su oportunidad, que conduce 
al quebrantamiento de los derechos fundamentales reclamados, por la negativa de la entidad 
a llegar a un acuerdo que posibilitara presentar el examen de admisión en tiempo diferente 
al Sabath364. 
Adicionalmente, la Corte Constitucional señala que las entidades educativas 
privadas y públicas, particularmente estas últimas, 
están vinculadas por el deber de procurar el acuerdo con los estudiantes que, por razón de 
sus convicciones religiosas, no pueden cumplir regularmente el calendario académico u 
otras obligaciones estudiantiles. Así, ha de propiciarse la obtención de tales acuerdos con 
los alumnos o aspirantes que estén en esos supuestos, siempre y cuando el interesado lo 
solicite desde el primer momento y demuestre que es miembro activo de una iglesia o 
confesión religiosa previamente reconocida por el Estado colombiano365. 
Como se puede observar, la Corte Constitucional itera366que las entidades 
educativas públicas, tienen un mayor compromiso relacionado con el  acuerdo –al que hace 
referencia el Decreto 354 de 1998– con los discentes, Asimismo, subraya la importancia de 
poner en conocimiento en unos tiempos razonables, por parte del creyente su situación 
particular.  
 
                                                          
362Corte Constitucional, Sentencia T-448 de 2007. 
363Al respecto, la Corte Constitucional en la sentencia T-448 de 2007 señala que “de las manifestaciones 
acopiadas se desprende que la aspirante a admisión y su padre […] apoyado por un pastor de la Iglesia 
Adventista del Séptimo Día, informaron e intentaron en varias oportunidades llegar a un acuerdo con la 
Universidad Nacional de Colombia, para presentar el examen en día diferente del Sabath, pero la entidad se 
negó argumentando la autonomía universitaria y la primacía del interés general sobre el particular”. 
364Corte Constitucional, Sentencia T-448 de 2007. 
365Ibídem. 
366Ver Corte Constitucional, Sentencia T-026 de 2005. 
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3.10 Sentencia T-044 de 2008  
Un caso más presentado en contra de la Universidad Nacional, es analizado por la 
Corte Constitucional en esta sentencia. Las accionantes –también integrantes de la Iglesia 
Adventista del Séptimo Día–, solicitan la protección, entre otros derechos, de la libertad 
religiosa y de culto, a causa de la negativa por parte de la Universidad Nacional de 
Colombia de efectuarles el examen de admisión en día distinto al sábado367. 
En esta ocasión, la Corte Constitucional considera que el proceso expone un 
problema jurídico que se resolvió por esta Corporación en la providencia T-448 de 2007. 
Por tanto, en armonía con lo anterior, la Corte Constitucional presenta las razones 
esgrimidas en esta sentencia y falla aduciendo lo siguiente:  
en el presente proceso se puede observar que las actoras demostraron que forman parte de la 
Iglesia Adventista del Séptimo Día y que, con la debida anticipación, le solicitaron a la 
Universidad Nacional que les permitiera presentar el examen de admisión en una fecha que 
no implicara violar el mandato del Sabbath368.  
Tomando en consideración lo anterior, y teniendo en cuenta que los magistrados que 
profieren la sentencia T-044 de 2008 están de acuerdo con lo fallado por la Corte 
Constitucional en la sentencia T-447 de 2008, este alto tribunal protege los derechos 
fundamentales de las accionantes. Por tanto, invita a la Universidad a que tenga presente el 
estado pluralista consagrado en la Constitución de 1991, en consecuencia, insta a la 
Universidad a que no vuelva a  rechazar las solicitudes que los miembros de la Iglesia 
Adventista de Séptimo Día presenten, con el propósito de realizar el examen de admisión 
en una jornada que no interfiera con su obligación religiosa. Agrega, además, la Corte 
Constitucional en la sentencia en comento que: 
                                                          
367Valga mencionar que la sentencia en primera instancia –de uno de los casos presentes en la sentencia T-044 
de 2008–, negó la protección a los derechos invocados, apoyándose en algunos de los argumentos expuestos 
en la T-539A de 1993. Así, el juez de primera instancia, indicó que la autonomía universitaria le permite a 
dicho establecimiento “señalar los días de presentación de exámenes universitarios para acceder a cupos para 
realizar estudios superiores, así mismo los horarios dentro del cual dicho examen debe realizarse. Al hacerlo 
tienen en consideración las circunstancias comunes a la generalidad de los alumnos, pero no puede tomar en 
cuenta la particular situación de cada uno, pues […] imposibilitaría la fijación de cualquier norma de carácter 
general” (Corte Constitucional, Sentencia T-044 de 2008). 
368Corte Constitucional, Sentencia T-044 de 2008. 
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mal puede un Estado pluralista imponer el dilema de escoger entre actuar en contra de sus 
creencias o sacrificar sus aspiraciones académicas y laborales. Por lo contrario, un Estado 
pluralista debe velar para que sus asociados puedan, en la medida de lo posible, hacer su 
vida en comunidad de acuerdo con sus convicciones más íntimas369. 
  
3.11 Sentencia T-839 de 2009 
A través de esta sentencia la Corte Constitucional estudia la solicitud de protección, 
entre otros derechos, de la libertad de cultos, debido a la negativa por parte de la Sala 
Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura y de la Escuela Judicial Rodrigo Lara 
Bonilla, ante las peticiones de un estudiante integrante de la Iglesia Adventista del Séptimo 
Día, quien buscó llegar a un acuerdo para  reponer las clases del curso-concurso de 
Formación Judicial Inicial para Magistrados(as) y Jueces(zas) promoción 2009370, 
programadas durante el Sabbath.  
La Corte Constitucional, al examinar el caso, inicia afirmando que “la 
jurisprudencia constitucional ha reconocido la acción de tutela como el medio judicial 
idóneo […] para proteger el derecho constitucional de toda persona adventista a que se le 
respete su libertad de guardar el Sabath”371. 
Teniendo en cuenta las normas constitucionales y también aquellas que integran el 
bloque de constitucionalidad, así como la Ley 133 de 1994, el Decreto 354 de 1998 y la 
jurisprudencia que atañe al caso, la Corte Constitucional presenta los sucesivos 
señalamientos,  en cuanto a la libertad religiosa, de culto y de conciencia 
Una obligación laboral o académica es un obstáculo a una práctica religiosa cuando no es 
razonable ni proporcionada constitucionalmente. En tales casos debe ponderarse el respeto 
                                                          
369Ibídem. 
370El curso en mención fue una de las etapas de un concurso que se generó con el fin de proveer cargos de 
jueces(zas) y magistrados(as). El accionante “Luego de haber superado la Fase I del Concurso de Meritos […] 
comenzó a realizar el IV Concurso de Formación Judicial, Promoción 2009, aspirando a ejercer como Juez 
Administrativo. El curso estaba a cargo de la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, 





del derecho de la persona que trabaja a practicar su propia fe o creencia y la necesidad de 
cumplir con las exigencias inherentes al empleo, las necesidades de la empresa o del 
proceso educativo que adelante. 
El derecho fundamental a la libertad religiosa de toda persona, incluye la protección de 
guardar un día de descanso para la adoración de Dios cuando tal creencia (i) constituye un 
elemento fundamental de la religión que se profesa y (ii) es seria y no acomodaticia. 
Concretamente […] las personas que pertenecen a la Iglesia Adventista del Séptimo Día 
tienen el derecho a guardar el sabath, como día de descanso consagrado a Dios, y a que no 
se les obligue actuar en contra de dicha creencia, salvo que se trate de una exigencia 
constitucionalmente razonable y proporcionada. El juicio de razonabilidad de las 
restricciones a estas libertades es estricto, es decir, sólo se aceptarán en cuanto (i) 
propendan por fines imperiosos, (ii) mediante medios necesarios. 
La libertad religiosa y de conciencia debe protegerse especialmente, cuando de su ejercicio 
se conviertan en obstáculos para ejercer derechos fundamentales tales como la educación.372  
Confirmando la jurisprudencia constitucional, este alto tribunal también recalca que, 
aun en el caso en que el creyente haya desatendido en algún momento el mandato de su 
iglesia –el Sabbath– trabajando o cumpliendo deberes académicos, es válido considerar que 
sus creencias son serias y firmes. 
Por demás, se añade que, en el caso de religiones minoritarias y sin representación 
en el Congreso de la República, como es el caso de la Iglesia Adventista del Séptimo Día, 
es aún más importante considerar sus demandas, ya que sus derechos están en mayor riesgo 
de ser desconocidos por las distintas autoridades del país. 
Asimismo, la Corte Constitucional afirma que “la limitación a la libertad de religión 
del accionante compromete derechos constitucionales373 de forma importante, por lo cual es 
menester que el juez de tutela estudie, estrictamente, la razonabilidad de esa limitación 
impuesta”374. En este caso, este alto tribunal estima que “la decisión de la Sala 
                                                          
372Ibídem.  
373El derecho a acceder al desempeño de funciones y cargos públicos, al trabajo y a la libertad de escoger y 
ejercer profesión, son algunos derechos de los cuales la Corte Constitucional hace referencia. 
374Corte Constitucional, Sentencia T-839 de 2009. 
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Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura y la Escuela Judicial Rodrigo Lara 
Bonilla impusieron al accionante, dadas sus creencias religiosas, una carga que no es 
razonable constitucionalmente”375. 
Para llegar a la anterior conclusión, la Corte Constitucional en su análisis señala 
primeramente que “el fin376 por el cual propende la Sala Administrativa del Consejo 
Superior […] al adoptar la decisión de negar la petición del accionante, es un fin imperioso 
constitucionalmente”377. Sin embargo, continuando con su análisis esta Corporación 
determina que “la medida acusada emplea un medio prohibido”. Por tanto, la Corte 
Constitucional precisa que “decidir no hacer un acuerdo con un miembro de la Iglesia 
Adventista del Séptimo Día, para que las actividades a las que tiene derecho […] no se 
realicen durante el sabath, es una opción proscrita del ordenamiento”378. Continúa la Corte 
Constitucional enfatizando que “Las entidades obligadas a respetar este derecho 
constitucional no pueden entrar a establecer si se debe o no respetar el sabath, es decir, no 
está en discusión si se hace o no el acuerdo, lo que se ha de debatir son los términos y las 
condiciones del mismo”379. 
Además, recuerda este alto tribunal que en los anteriores fallos de este mismo 
tribunal; T-026 de 2005, T-448 de 2007 y T-044 de 2008, se afirma: 
las negativas absolutas de las directivas de los planteles educativos a tomar en 
consideración fórmulas alternativas de arreglo para recuperar el tiempo y las labores 
realizadas en el Sabath, vulnera, en principio el derecho a la libertad religiosa de los 
miembros de la iglesia adventista del séptimo día amparable por medio de la acción de 
tutela380. 
                                                          
375Ibídem. 
376El fin referido consiste en “desarrollar las habilidades, las competencias y los conocimientos que un juez de 







Finalmente, estima la Corte Constitucional que en el caso que se analiza la medida 
acusada “no es un medio necesario para llegar al fin buscado, de hecho, es 
contraproducente”381, para obtener aquel fin.   
En relación con la igualdad, la Corte Constitucional considera su vulneración, ya 
que la entidad acusada: 
violó el derecho a la igualdad del accionante al desconocer sus creencias religiosas y 
someterlo, dentro de un curso-concurso para la formación y selección de jueces, a realizar 
las mismas actividades que las demás personas que participaban en éste, a pesar de que ello 
implicaba en su caso, obligarlo a actuar en contra de su creencia religiosa de tener que 
guardar el sabath. Aunque el fin que se buscaba con tal decisión era imperioso, el medio 
empleado era inadecuado382. 
La Corte Constitucional afirma que el derecho a guardar el Sabbath debe ser 
acatado. Sin embargo, “la Sala reitera que existen casos en los cuales es razonable limitar 
este derecho bajo el orden constitucional vigente”383. Para ilustrar lo anterior, esta 
Corporación presenta la siguiente situación:  
cuando un juez que guarde el sabath tenga que prestar turno para resolver habeas corpus. En 
efecto, en este caso, la defensa de un recurso judicial que es en sí mismo un derecho 
fundamental (el habeas corpus) y la protección a la libertad, serían fines imperiosos 
constitucionalmente, que justificarían limitar el derecho en cuestión384. 
Reconoce la Corte Constitucional las complejidades, particularmente en materia de 
organización, que genera acatar el derecho que le asiste al creyente de guardar el Sabbath. 
No obstante, considera este alto tribunal que las entidades públicas y privadas deben llevar 
a cabo medidas conducentes al respeto efectivo de las libertades religiosas de los 
integrantes de minorías religiosas. 







Finalmente, esta Corporación decide tutelar los derechos del accionante a la libertad 
religiosa y a la igualdad, entre otros, considerando que, en este caso “se protege la libertad 
religiosa de una persona que pertenece a una Iglesia, reconocida por el Estado, que tiene un 
carácter minoritario [...] y teniendo en cuenta que la creencia protegida es una de aquellas 
[…] fundamentales y estructurales en el culto y práctica de su religión”385. 
Ante este fallo, el magistrado Mendoza Martelo presenta aclaración de voto debido 
a que no comparte “la motivación de la decisión en cuanto parece no darle valor a la 
argumentación de la demandada en cuanto a que las altas implicaciones económicas de una 
protección en particular pueden justificar limitaciones a la protección de los derechos 
fundamentales”386. Pese a ello, el magistrado reconoce “que la línea jurisprudencial 
invocada como referencia no daba margen para adoptar una decisión diferente, y, por ende, 
como ha sido tradición en la Corte […], lo apropiado era actuar de acuerdo con los 
precedentes”387. 
 
3.12 Sentencia T-493 de 2010 
Dos años después, es decir, en junio del año 2010, los magistrados de la Corte 
Constitucional profieren la sentencia T-493, donde se estudia la solicitud interpuesta por los 
padres de un menor de edad –quienes pertenecen a la iglesia Evangélica Libre de Quibdó–, 
para la salvaguarda de los derechos, entre ellos de la libertad de cultos, por causa de la 
negativa por parte del Instituto Colombiano para el Fomento de la Educación Superior –
ICFES–, para la realización de la evaluación del Estado para acceder a la Educación 
Superior, en un día diferente al domingo.  
Apoyándose en la Constitución Política y en la sentencia T-026 de 2005, la Corte 
Constitucional, reitera su jurisprudencia indicando que “la libertad de cultos la conforman 
dos elementos, uno interno que permite practicar a la persona de forma silenciosa su credo 






sin limitación, y otra externa, mediante la cual el practicante del culto […] enseña sus 
creencias religiosas públicamente”388. 
Además, se indica en esta providencia –retomando la sentencia C-616 de 1997–, 
que “el núcleo esencial […] protegido en la libertad religiosa es la posibilidad de la persona 
de establecer, de manera personal y sin intervención estatal, una relación con el o los seres 
que se estimen superiores”389. En consecuencia, no puede el “Estado (así como a 
particulares), impedir que la persona establezca la relación personal con aquello que 
considera un ser superior y que lo haga público, en las condiciones que el particular credo 
[…] y código moral […] le impongan”390. 
Como se puede observar, los hechos presentes en la sentencia en comento, guardan 
una específica relación con algunas de las situaciones comprendidas dentro de la línea 
jurisprudencial que se está construyendo en este trabajo, principalmente en los sucesos que 
vinculan a los integrantes de la Iglesia Adventista del Séptimo Día, por cuanto ellos 
dedican un día exclusivo a profesar sus creencias religiosas, derechos que se hacen 
extensivos a otras creencias, como se observará más adelante. 
Para resolver la situación presente en la sentencia T-493 de 2010, este alto tribunal 
analiza diferentes casos391 estudiados por esta misma Corporación relacionados con el tema 
particular a examinar, llegando a la siguiente conclusión: 
Las distintas Salas de Revisión de la Corte Constitucional en las cuales se abordó la 
presunta vulneración del derecho fundamental a la libertad de cultos de los accionantes que 
pertenecen al culto Adventista del Séptimo Día el cual el credo les indica abstenerse de 
realizar alguna actividad distinta a la espiritual un día de la semana, se determinó que el 
derecho fundamental a la libertad de cultos incluye tanto poder profesarlo como respetar las 
prácticas que el ejercicio del culto involucra392. 
                                                          
388Corte Constitucional, Sentencia T-493 de 2010. 
389Ibídem. 
390Ibídem.   
391Dentro de los casos analizados encontramos los contenidos en las sentencias de la Corte Constitucional T-
026 de 2005, T-448 de 2007 y T-044 de 2008. 
392Corte Constitucional, Sentencia T-493 de 2010. 
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La Corte Constitucional para tomar la decisión, también se apoya en el test de 
proporcionalidad393 
el cual comprende tres conceptos parciales: la adecuación de los medios escogidos para la 
consecución del fin perseguido; la necesidad de la utilización de esos medios para el logro 
del fin esto es, que no exista otro medio que pueda conducir al fin y que sacrifique en 
menor medida los principios constitucionales afectados por el uso de esos medios; y la 
proporcionalidad en sentido estricto entre medios y fin, es decir, que el principio satisfecho 
por el logro de este fin no sacrifique principios constitucionalmente más importantes394. 
Al respecto, la Corte Constitucional mantiene su línea jurisprudencial, en el sentido 
de proteger los derechos fundamentales de los accionantes, advierte al ICFES que 
garantizar pruebas para el ingreso a la Educación Superior, es un mandato constitucional 
conforme al artículo 67 de la Constitución Política. Así, el examen puede ser reprogramado 
otro día diferente395al domingo, con el propósito de garantizar el mandato constitucional del 
artículo 67 y, a la vez  amparar el derecho a la libertad de cultos. 
Adicionalmente, la Corte Constitucional también presenta las siguientes razones 
para emitir su fallo, realizando ciertas precisiones sobre el artículo adicional contenido en el 
Decreto 354 de 1998 y su interpretación frente a otras Iglesias distintas a la Adventista del 
Séptimo Día. Expresa este alto tribunal que: 
respecto a la igualdad, la Sala considera que no es de recibo el argumento del Instituto 
Colombiano para el Fomento de la Educación Superior de afirmar que la posibilidad dada 
por la ley396 a los miembros de la iglesia Adventista del Séptimo Día es restrictiva y debe 
                                                          
393Más adelante, cuando se estudie la sentencia de la Corte Constitucional T-832 de 2011, se ampliará este 
concepto. 
394Corte Constitucional, Sentencia T-493 de 2010. 
395Ante esta sentencia, Sierra Porto decide presentar aclaración de voto, ya que comenta el magistrado que “en 
el trámite de este recurso de amparo, se constató que el menor presentó el examen de Estado el 14 de 
septiembre de 2009, tornándose inocua cualquier orden que se pudiera emitir”. Se aclara que el 14 de 
septiembre, fecha en la que presentó el examen el estudiante, fue un día lunes. Ver al respecto la aclaración de 
voto en esta sentencia.  
396El Instituto Colombiano para el Fomento de la Educación Superior, argumenta que “la excepción de 
presentar las pruebas de estado en una fecha distinta, aplica únicamente para los integrantes de la iglesia 
Adventista del Séptimo Día, de conformidad al Decreto 345 de 1998 […] Asegura entonces que de una 
interpretación especial de la norma, aquella se refiere a la Iglesia Adventista del Séptimo Día y no a las demás 
creencias religiosas. Por tanto, no se puede pretender hacer extensible los beneficios que el legislador 
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interpretarse únicamente para los que hacen parte de ella y no para otras religiones, pues, 
por el contrario, esa regulación demuestra que Colombia al ser un Estado laico y pluralista 
acepta las creencias propias de cada religión y pugna por proteger con ello la garantía 
constitucional que establece el artículo 19 de la Constitución Política. 
Por tanto, los casos de la iglesia Adventista del Séptimo Día frente al caso objeto de 
revisión, evidencian que se debe proteger la creencia de la iglesia Evangélica Libre de 
Quibdó de no realizar el domingo actividades distintas a las espirituales. 
Ciertamente, el núcleo esencial de la libertad de cultos es permitir la comunicación con el 
ser superior y las prácticas que el credo le señale. Por tanto, si la iglesia Evangélica Libre de 
Quibdó previó en su credo destinar el domingo únicamente para actividades espirituales el 
ICFES tenía la obligación de autorizar al demandante presentar el examen de estado un día 
diferente397. 
 
3.13 Sentencia T-782 de 2011 
En esta ocasión, la Corte Constitucional estudia el caso de una estudiante de 
enfermería, menor de edad, representada por su padre, quien solicita la protección a la 
libertad religiosa y de cultos de su hija, ya que la Universidad donde estudia su 
representada le negó la solicitud de realizar las prácticas de una asignatura en horario que 
no interfiriera con sus creencias religiosas; por ser miembro de la iglesia Adventista del 
Séptimo Día le corresponde guardar el sábado. 
La Corte Constitucional inicia manifestando acerca de la libertad de cultos y de 
conciencia su categoría como derechos fundamentales, “de conformidad con los cuales 
nadie será molestado en razón de sus convicciones o creencias, ni obligado a actuar contra 
su conciencia, pudiendo profesar y difundir libremente su fe o religión, de manera 
                                                                                                                                                                                 
concedió a un culto a los demás existentes en el territorio nacional” (Corte Constitucional, Sentencia T-493 de 
2010). 
397Corte Constitucional, Sentencia T-493 de 2010. 
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individual o colectiva, gozando las iglesias y otras confesiones religiosas, al igual que sus 
militantes, de igualdad ante la ley”398. 
Adicionalmente, presenta este alto tribunal algunas sentencias de esta Corporación 
que guardan relación con el caso a examinar. De esta manera expone algunos precedentes 
que le permiten fundamentar su decisión. Es así como, la Corte Constitucional determina 
que “las entidades educativas han de ser respetuosas con los estudiantes que, por razón de 
sus convicciones religiosas, no pueden cumplir regularmente la totalidad del calendario 
académico u otras obligaciones estudiantiles”399. Continúa esta Corporación manifestando 
que “Así, debe propiciarse la consecución de tales acuerdos con los alumnos o aspirantes 
que estén en esos supuestos, siempre y cuando el interesado lo solicite desde el primer 
momento y demuestre que es miembro activo de una iglesia o confesión religiosa, 
previamente reconocida por el Estado colombiano”400. 
En consonancia con lo anterior, decide la Corte Constitucional conceder la 
protección de los derechos invocados, por tanto, ordena a la Universidad que le ofrezca 
opciones a la estudiante a fin de desarrollar las actividades académicas en una jornada 
distinta a la del Sabbath. 
 
3.14 Sentencia T-832 de 2011 
Esta providencia examina el caso presentado por tres jóvenes mujeres a quienes se 
les negó el cupo para cursar el programa de formación complementaria en un 
establecimiento educativo, debido a que no pueden portar el uniforme establecido en el 
manual de convivencia –uso de pantalón–, ya que son miembros de la Iglesia Pentecostal 
Unidad de Colombia y dentro de sus preceptos se encuentra el uso de faldas por parte de las 
mujeres. 
                                                          





La Corte Constitucional al analizar el caso empieza destacando algunas 
consideraciones expuestas en sentencias anteriores –tales como la T-807 de 2003, T-339 de 
2008 y T-974 de 1999–, acerca de la importancia del derecho a la educación, señalando su 
categoría frente a los otros derechos y su núcleo esencial. Por tanto, en la sentencia T-832 
de 2011 esta Corporación cita su propia jurisprudencia, indicando al respecto: 
La Corte Constitucional ha considerado que el derecho a la educación es un derecho 
fundamental por ser “inherente y esencial al ser humano, dignificador de la persona 
humana, además de constituir el medio a través del cual se garantiza el acceso al 
conocimiento, la ciencia, la técnica y los demás bienes y valores de la cultura”401. En esta 
medida, se trata de un derecho fundamental porque, “comporta un factor de desarrollo 
individual y social con cuyo ejercicio se materializa el desarrollo pleno del ser humano en 
todas sus potencialidades”402. Adicionalmente, este derecho tiene un núcleo esencial que, 
“está comprendido por la potestad de sus titulares de reclamar el acceso al sistema 
educativo o a uno que permita una adecuada formación, así como de permanecer en el 
mismo”403.  
En esta perspectiva, la sentencia en comento –esto es, la T-832 de 2011–, realiza un 
análisis interesante consistente en “ubicar el presente problema jurídico en el contexto 
internacional que hoy se presenta sobre el particular”404. Es así como expone diferentes 
procesos desarrollados en otros países405 vinculados con la libertad religiosa en el sector 
educativo, identificando algunos aspectos que ayudan al alto tribunal a tomar la decisión, 
tales como:  
i) en los Tribunales y países referenciados se evidencia una colisión entre el principio de 
laicidad y neutralidad del Estado con la manifestación externa de la libertad religiosa, 
particularmente, con aquella que se expresa en los estudiantes que asisten a las instituciones 
educativas de carácter público. ii) Una constante de este recuento es que en aquellos países en 
                                                          
401Ver Corte Constitucional, Sentencia T-807 de 2003. 
402Ver Corte Constitucional, Sentencia T-339 de 2008. 
403Corte Constitucional, Sentencia T-974 de 1999. 
404Corte Constitucional, Sentencia T-832 de 2011. 
405Los distintos casos internacionales manifestados por la Corte Constitucional, vinculan al “Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos, Suiza, Francia, Turquía, Reino Unido, Canadá, Estados Unidos y un caso de 
Uzbekistán estudiado por el Comité de Derechos Humanos” (Corte Constitucional, Sentencia T 832 de 2011).  
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los cuales existe una polémica fuerte entorno al punto o la coexistencia de diferentes culturas 
o religiones, el legislador ha abordado la materia y en dicha reglamentación se destaca la 
aplicación del principio de proporcionalidad. Es decir, la restricción o el permiso de utilizar 
este tipo de símbolos deben ser acorde a una finalidad constitucionalmente válida, para lo 
cual se ha de adoptar un medio necesario para cumplir dicho fin, y finalmente, la medida 
debe ser proporcional con el derecho limitado. iii) Una peculiaridad de aquellos sistemas en 
los cuales se restringe el uso de símbolos religiosos en los colegios públicos es que el 
principio de laicidad y neutralidad de tales establecimientos se extiende a la apariencia de los 
menores e individuos que frecuenten tales lugares, motivo por el cual, también se ha 
advertido por parte de ciertos organismos, los riesgos que tal medida puede ocasionar en el 
acceso y permanencia de los menores al derecho a la educación y que se genere, por 
consiguiente, un tratamiento discriminatorio406. 
Colombia ha suscrito tratados internacionales que vinculan compromisos con los 
derechos fundamentales. Por tanto, es necesario tener en cuenta estas disposiciones y 
tendencias internacionales, ya que inciden en las decisiones que asume el Estado. Además, 
el derecho comparado es una herramienta valiosa para analizar normas y procesos internos. 
Regresando al plano nacional, la Corte Constitucional también expone unos casos 
relacionados con el tema que han sido estudiados en sus sentencias, de los cuales logra 
inferir lo siguiente: 
i) el Estado colombiano tiene un carácter laico lo cual implica que es neutral frente a la 
promoción de las diferentes religiones que existen en el país […] ii) La libertad religiosa 
sólo puede lograrse sobre el supuesto de que quien profesa ciertas creencias religiosas o 
unas determinadas convicciones morales tiene derecho a proclamarlas, a difundirlas, a 
defenderlas, a practicar lo que de ellas se desprende, y a la inalienabilidad de su propia 
esfera de pensamiento, de modo tal que ni el Estado, ni los particulares, ni institución 
alguna puede invadirla para forzar cambios de perspectiva, ni para molestar o perseguir al 
sujeto por razón de aquéllas, ni para censurarlas, ni con el objeto de compelirlo a revelarlas, 
y menos con el fin de obligarlo a actuar contra su conciencia (artículo 18 C.P.). iii) 
Particularmente, para el creyente la coherencia de su vida personal con los dogmas y 




creencias de su religión, reviste una importancia capital, hasta el punto de que ella es fuente 
de complacencia o de inmenso sufrimiento en el evento de que por cualquier razón ella no 
se logre alcanzar. Es parte del núcleo esencial de la libertad religiosa. iv) La disposición 
sobre libertad religiosa también protege la posibilidad de no tener culto o religión alguna. Y 
finalmente, v) la libertad religiosa que se reconoce, debe ser plenamente garantizada en el 
sentido de que en ningún caso se puede condicionar la matricula del estudiante407. 
El marco normativo nacional no se encuentra desligado del contexto internacional. 
En este sentido, la Corte Constitucional en la sentencia en comento, manifiesta que para el 
estudio del caso es necesario articular las normatividades nacionales con las internacionales 
–el Pacto Internacional sobre Derechos Civiles y Políticos y la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos–, en lo que atañe a la libertad religiosa y de cultos.  
En virtud de lo anterior, conforme al derecho nacional e internacional de los 
derechos humanos la Corte Constitucional define “las reglas que se han de acoger para 
solucionar el caso objeto de análisis”408 de la Sentencia T-832 de 2011, las cuales a 
continuación se presentan: 
i) Los límites del ejercicio de la libertad religiosa, al igual que en los demás países en el 
derecho internacional de los derechos humanos, han de ser determinados por el legislador 
por medio de una ley. ii) Las razones a partir de las cuales está permitido restringir el 
ámbito de aplicación de esta libertad pública son, acorde al artículo 4 de la Ley 133 de 1994 
y demás enunciados, la protección del derecho de los demás al ejercicio de sus libertades 
públicas y derechos fundamentales, así como la salvaguarda de la seguridad, de la salud y 
de la moralidad pública, elementos constitutivos del orden público, protegido por la ley en 
una sociedad democrática. iii)  La necesidad o indispensabilidad de las medidas adoptadas 
se analiza fundamentalmente, con la aplicación del principio de proporcionalidad409. 
En esta situación, advierte la Corte Constitucional que, en “la contestación de la 
demanda que realizaron las autoridades del colegio, […] éstas no actuaron bajo los 
enunciados normativos de una ley promulgada por el Congreso […] Antes, por el contrario, 
                                                          
407Ibídem. 
408Ibídem. 
409Ibídem.   
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su conducta se apartó de las reglas jurisprudenciales”410. Por tanto, el modelo laico asumido 
por el Estado colombiano no se extiende de forma absoluta al modo de vestir o de 
expresarse de los jóvenes como sucede en otros países411. En consecuencia, “ante la 
ausencia de una ley específica sobre la materia, que prescriba una prohibición concreta y 
precisa con relación a este tipo de comportamientos, la Escuela […], no está autorizada a 
ejercer este tipo de prohibiciones”412. La Corte Constitucional fortalece el anterior 
argumento señalando que “las accionantes con relación a sus convicciones tienen derecho a 
proclamarlas, a difundirlas, a defenderlas, a practicar lo que de ellas se desprende, y a la 
inalienabilidad de su propia esfera de pensamiento”413. Entonces, “el Estado, ni los 
particulares, ni institución alguna pueden compelerlas a actuar contra su conciencia”414.  
Finalmente, este alto tribunal, teniendo en cuenta las reglas anteriormente citadas, 
decide en este fallo, aplicar el principio de proporcionalidad con sus tres subprincipios. En 
efecto, dice esta Corporación que “el primer paso que se debe estudiar en este test es el 
subprincipio de idoneidad o de adecuación415”. Conforme a ello, la Corte Constitucional 
considera que en la Constitución Política “no existe una prohibición explícita o implícita 
respecto a la conducta desplegada por la Escuela Normal en tanto a la facultad de fijar las 
normas respecto a los uniformes que deben utilizar los estudiantes de la respectiva 
institución educativa”416.  
Como segundo paso se debe analizar el subprincipio de necesidad o 
indispensabilidad417. La Corte Constitucional, afirma que  
                                                          
410Ibídem. 
411Dentro de los países descritos, los cuales hace referencia la Corte Constitucional se encuentran Francia, 
Turquía y Suiza. 
412Corte Constitucional, Sentencia T-832 de 2011 
413Ibídem. 
414Ibídem. 
415Este subprincipio apunta a “que toda intervención en los derechos fundamentales debe ser adecuada para 
contribuir a la obtención de un fin constitucionalmente legítimo. Será legítimo cuando tal actuación no esté 
prohibida explícita o implícitamente por la Constitución” (Corte Constitucional, Sentencia T-832 de 2011). 
416Ibídem.  
417En consideración a este subprincipio “toda medida de intervención en los derechos fundamentales debe ser 
la más benigna con el derecho fundamental intervenido, entre todas aquéllas que revisten por lo menos la 
misma idoneidad para contribuir a la consecución del objetivo propuesto. Esta fase del test implica la 
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A raíz de las circunstancias del caso, se colige que si bien el colegio en virtud de la 
autonomía escolar tiene la facultad de regular su funcionamiento, la medida a partir de la 
cual exige en el Programa de Educación Complementaria que las mujeres utilicen pantalón 
en el uniforme desconoce las demás visiones religiosas que profesan sus estudiantes y 
ocasiona una situación transgresora de sus convicciones que tampoco son indispensables 
para garantizar los fines pedagógicos de la institución418. 
Y la última etapa es el principio de proporcionalidad,419 en sentido estricto. En este 
subprincipio –que comprende la ponderación al caso concreto–, la Corte Constitucional 
señala que: 
a la luz de lo expuesto en esta sentencia es manifiesto que los objetivos pedagógicos 
perseguidos por la Escuela Normal Superior de Tadó ocasionan una restricción 
desproporcionada del libre ejercicio de su libertad religiosa, del libre desarrollo de su 
personalidad y de su derecho a la educación en las accionantes que son feligreses de la 
Iglesia Pentecostal Unida de Colombia420.  
Por las razones expuestas, de acuerdo a los hechos que originaron esta sentencia, la 
Corte Constitucional protege, entre otros derechos, el de la libertad religiosa421. 
Antes de terminar el análisis de esta sentencia, es importante resaltar que el fallo T-
832 de 2011, es valioso para el objeto de estudio en este trabajo, en tanto la Corte 
Constitucional retoma jurisprudencia internacional, comenta casos de distintos países 
relacionados con la libertad religiosa en establecimientos educativos, y ofrece un estudio 
                                                                                                                                                                                 
comparación entre la medida que limita el respectivo derecho fundamental y otros medios alternativos” (Corte 
Constitucional, Sentencia T-832 de 2011). 
418Ibídem.  
419Consiste en “una comparación entre la importancia de la intervención en el derecho fundamental y la 
importancia de la realización del fin legislativo o normativo, con el objetivo de fundamentar una relación de 
precedencia entre aquel derecho y este fin. La importancia del fin perseguido con la intervención debe ser de 
tal entidad que justifique el sacrificio en la eficacia del derecho fundamental restringido” (Corte 
Constitucional, Sentencia T-832 de 2011). 
420Ibídem. 
421La Corte Constitucional expresa que “un aspecto jurídico diferente al ejercicio de la libertad religiosa que 
también se relaciona con el presente caso y que opera de manera favorable a las pretensiones de las 
accionantes, es lo concerniente a la protección de su libre desarrollo de la personalidad, y de manera más 
específica, a la línea jurisprudencial que esta Corte ha establecido en los casos en los cuales los enunciados de 
los manuales de convivencia colisionan con el comportamiento autónomo de los jóvenes en materia de 
apariencia personal” (Corte Constitucional, Sentencia T-832 de 2011). 
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detallado, vinculando los tratados internacionales ratificados por Colombia respecto a la 
libertad religiosa. 
 
3.15 Sentencia T-915 de 2011  
Esta sentencia analiza, nuevamente, la libertad religiosa y de cultos de una 
estudiante perteneciente a la Iglesia Adventista del Séptimo Día.  
El caso se presenta ante una Universidad privada que, al contestar la acción de 
tutela, expresa la viabilidad de realizar cursos intensivos, los cuales le competería pagar a la 
solicitante. En consecuencia, la Corte Constitucional le corresponde estudiar lo siguiente: 
debe examinar […] si la determinación de una universidad privada de no acceder a la 
solicitud de una integrante de la Iglesia Adventista del Séptimo Día, consistente en disponer 
de opciones alternativas para desarrollar las actividades académicas que el programa de 
enfermería ha previsto para el día sábado, constituye una restricción inconstitucional del 
derecho a la libertad de cultos […] o si, por el contrario, es expresión de una posibilidad 
legítima de actuación reconocida a las universidades en virtud de la autonomía prevista en 
el artículo 69 de la Carta Política. Además de ello, deberá establecer esta Sala si cobrar a la 
accionante el valor de los cursos intensivos, cuando no puede asistir a los cursos regulares 
como consecuencia del ejercicio de su culto, es o no compatible con el texto 
constitucional422.  
En los casos estudiados anteriormente por la Corte Constitucional, presentados por 
miembros de la Iglesia Adventista del Séptimo Día y de otras Iglesias, ha introducido tres 
criterios importantes a tener en cuenta a la hora de abordar el caso. Para la Corte 
Constitucional   en la sentencia en comento   el de los intereses423, el de la permanencia o 
                                                          
422Corte Constitucional, Sentencia T-915 de 2011. 
423Según la Corte Constitucional, el primer criterio parte del “significado y tipo de reconocimiento 
constitucional de los intereses que se oponen al ejercicio de la libertad de cultos […] La jurisprudencia 
constitucional ha valorado el tipo de intereses que se encuentran en tensión en los casos resueltos y, en 
particular, la clase de razones que se presentan para justificar la restricción a la libertad de cultos de las 
personas que pertenecen a una comunidad religiosa y, de manera específica, que hacen parte de la Iglesia 
Adventista del Séptimo Día. 
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transitoriedad424 y el de la complejidad del dilema425. Teniendo en cuenta lo anterior este 
alto tribunal explica que: 
En aquellos eventos en los cuales (1) las razones constitucionales invocadas para restringir 
el ejercicio de la práctica religiosa gravitan alrededor de una exigencia constitucional clara 
y de enorme significado, (2) la limitación al ejercicio de la práctica religiosa es transitoria y 
(3) el dilema al que debe enfrentarse el creyente no es especialmente serio desde una 
perspectiva constitucional, existirá una mayor posibilidad de que la limitación de la libertad 
de cultos resulte constitucional426. 
Por el contrario, manifiesta la Corte Constitucional que aquella posibilidad se 
reduce en los casos donde los argumentos para limitar la libertad religiosa y de cultos no se 
                                                                                                                                                                                 
A cuatro grupos de casos conduce el análisis de las principales decisiones en esta materia. El primero se 
refiere a los eventos en los que al ejercicio de la libertad de cultos se opone una razón de eficiencia 
administrativa u operativa que se ampara, por ejemplo, en la autonomía universitaria […] Un segundo grupo 
contempla aquellos supuestos en los que el ejercicio del culto es disputado por razones vinculadas a la calidad 
de los procesos pedagógicos que adelantan instituciones educativas […] y que dan lugar a la invocación de la 
autonomía de las universidades y de los colegios o, en general, de un propósito formativo especial […] El 
tercer grupo se encuentra integrado por los casos en los que la libertad de cultos es limitada fundándose en la 
obligación de cumplir determinados deberes ciudadanos establecidos por la Constitución o claramente 
deducibles de su texto […] Finalmente, se encuentran las hipótesis en las cuales la libertad de cultos se ha 
visto desafiada por intereses empresariales constitucionalmente significativos” (Corte Constitucional, 
Sentencia T-915 de 2011). 
424“Segundo criterio: el carácter transitorio o definitivo de la restricción a la libertad de cultos […] ha 
ocupado un papel relevante en algunas decisiones de esta Corporación […] puede afirmarse que tal 
circunstancia constituyó una de las consideraciones para concluir, en las sentencias T-075 de 1995 y T-877 de 
1999, que la obligación de los Testigos de Jehová de concurrir a los actos cívicos previstos por el colegio no 
resultaba contraria a la Constitución. 
Por su parte, en los casos de instituciones que establecieron la obligación de asistir a clases los días sábados 
durante períodos significativos de tiempo o de empresas que exigían la presencia del trabajador ese mismo 
día, la Corte parece reconocer la gravedad de la restricción considerando, en alguna medida, su extensión en 
el tiempo si se considera que ella tendría efecto durante la relación educativa o la relación laboral. 
Aunque ha sido una variable ciertamente importante para definir la manera en que deben ser solucionadas las 
controversias en esta materia, los casos relacionados con la obligación de asistir a la presentación de una 
prueba estatal, en los cuales la Corte ha amparado la libertad de cultos, indican que el carácter transitorio […] 
de la medida puede no ser un elemento definitivo” (Corte Constitucional, Sentencia T-915 de 2011). 
425“Tercer criterio: la complejidad del dilema que debe asumir el titular de la libertad de cultos como 
consecuencia de la restricción. El tercer criterio sugiere que los extremos entre los cuales debe elegir el 
accionante pueden ser significativos para concretar el grado de protección de la libertad de cultos. Es posible 
afirmar que en aquellos eventos en los que la disyuntiva del fiel resulta particularmente problemática, de 
manera tal que debe elegir entre dos comportamientos del más alto significado vital –desde una perspectiva 
constitucional-, el grado de protección de la libertad de cultos puede incrementarse. Tal protección, por el 
contrario, tiende a reducirse cuando disminuye la complejidad de la elección.  
A pesar de que este criterio no ha sido utilizado con total claridad en la jurisprudencia constitucional, pueden 




sustentan en normas constitucionales, la limitación impuesta no es transitoria, sino duradera 
y el dilema que encara el creyente es importante. 
Por otro lado, este alto tribunal realiza un estudio normativo, el cual le permite 
manifestar que las restricciones desmesuradas al derecho a la libertad de cultos están 
prohibidas. En consecuencia, las limitaciones que se establezcan a esta libertad tienen que 
enmarcarse dentro de las que fueron fijadas por la Ley 133 de 1994 o por aquellas que 
integran el bloque de constitucionalidad. Además, tienen que aprobar el principio de 
proporcionalidad. 
Sobre este último asunto advierte la Corte Constitucional que la proporcionalidad no 
se puede aplicar de forma uniforme. Por consiguiente el nivel de severidad que se emplee 
dependerá de: 
la complejidad del dilema que debe enfrentar el creyente al adoptar su decisión, el carácter 
definitorio -en el sistema de creencias- de la expresión religiosa cuya protección se reclama, 
la naturaleza más o menos laica de las razones que se invocan para la limitación, el carácter 
temporal o definitivo de la limitación, así como el tipo de organización cuya actuación 
afecta el ejercicio de la libertad de cultos427. 
Al traer los anteriores elementos a la situación específica, la Corte Constitucional 
determina que: 
concurren en este caso razones suficientes para la aplicación de un examen estricto de 
proporcionalidad […] Conforme a lo expuesto, la Corte deberá establecer si la actuación de 
la Universidad persigue una finalidad constitucionalmente imperiosa […]. En el evento de 
ser ello así, se determinará si los medios empleados se encuentran permitidos por la 
Constitución […], si son efectivamente conducentes […], si resultan necesarios y, en último 
lugar, si pueden considerarse estrictamente proporcionados428. 
El análisis mencionado anteriormente arrojó, entre otros resultados, por un lado que 
“la fijación libre de los horarios por parte de la Universidad puede ser limitada 
estableciendo la obligación de identificar para los estudiantes sinceramente vinculados a la 





Iglesia Adventista del Séptimo Día, opciones alternativas para el desarrollo de las 
diferentes actividades académicas”429. Se puntualiza al respecto que debido a las 
implicaciones que conlleva lo anterior para la Universidad es razonable que al estudiante le 
corresponda cancelar una suma económica justa. 
Por otra parte, se indica sobre el deber de comparecer a las actividades académicas 
fijadas en el tiempo dedicado al Sabbath: 
Imponer a la estudiante la obligación de asistir los sábados podría constituir un obstáculo 
especialmente grave para el ejercicio de la libertad de cultos. Por ello, considerando la 
seriedad de las razones expuestas por María Angélica Daza Albor [la estudiante] así como 
la anticipación con la que ha formulado su imposibilidad de asistir a las clases programadas 
el día sábado, justifica que la Universidad identifique estrategias académicas adecuadas y 
que, en aquellos eventos en los que exista una oferta de cursos en horarios diferentes 
implemente un mecanismo de preferencia en la asignación de cursos que favorezca la 
práctica del Sabbath por parte de las personas pertenecientes a la Iglesia Adventista del 
Séptimo Día430. 
Además, la Corte Constitucional expone las siguientes reglas, con el fin de 
armonizar los derechos –de la libertad de cultos y la autonomía universitaria–, los cuales 
están presentes en el caso, ya que “parten del supuesto de que resulta admisible imponer 
restricciones a las normas constitucionales que consagran una y otra garantía”431. Así pues, 
manifiesta este alto tribunal que: 
a)  En el caso de prever cursos ordinarios en varias alternativas horarias, la Universidad 
tiene la obligación de preferir a los integrantes de la Iglesia Adventista del Séptimo Día en 
la asignación de aquellos cupos que se programen en horarios que no resulten incompatibles 
con el Sabbath.  
El derecho de los integrantes de la Iglesia Adventista del Séptimo Día a ser preferidos, se 
encuentra condicionado a que los estudiantes informen a la Universidad, de manera 
anticipada, la situación en la que se encuentran. 






b)  Ahora bien, en el evento de no disponer de tales cursos ordinarios la Universidad se 
encuentra obligada a identificar e implementar medidas alternativas especiales que le 
permitan a los estudiantes, pertenecientes a la Iglesia Adventista del Séptimo Día, el 
desarrollo de las actividades académicas […] previstas en las diferentes asignaturas. 
La obligación precedente se encuentra condicionada a que los estudiantes informen a la 
Universidad, de manera anticipada, la situación en la que se encuentran.432 
Es posible notar, por lo expuesto previamente que la Corte Constitucional para 
amparar este derecho, lo supedita a la comunicación previa y oportuna de tal circunstancia 
por parte de los miembros de la Iglesia. Lo anterior, se encuentra en consonancia con lo 
establecido en las sentencias T-026 de 2005, T-448 de 2007, T-044 de 2008 y T-782 de 
2011, las cuales señalan la importancia que el creyente exponga la situación en particular, 
en unos tiempos razonables. Asimismo, este alto tribunal retoma lo enunciado en la 
sentencia T-588 de 1998 al indicar la relevancia que tuvo la seriedad de los motivos que 
causaron a la estudiante la abstención de las actividades académicas, para conceder el 
amparo del derecho solicitado. 
 
3.16 Sentencia T-778 de 2014 
Esta sentencia examina el caso presentado por una madre, representando a su hija 
menor de edad, quien asevera que el colegio de orientación católica donde estudiaba su 
representada, no le concedió el cupo para el próximo año escolar. Expresa la madre que por 
causa de la religión que practican –judaísmo– ha sido discriminada su hija, por profesores y 
estudiantes.  
Para iniciar este estudio, la Corte Constitucional comienza manifestando lo 
siguiente:  
esta Corporación ha reiterado en múltiples oportunidades que el derecho a la educación 
posee un núcleo o esencia, que comprende tanto el acceso, como la permanencia en el 
sistema educativo, especialmente tratándose de menores de edad. De tal forma, en virtud a 




su condición de fundamental, se trata de un derecho digno de protección a través de la 
acción de tutela433. 
Señala, además, este alto tribunal que la autonomía de los establecimientos 
educativos no es absoluta. Así pues, retoma de la sentencia T-098 de 2011, lo señalado 
acerca de los deberes requeridos a los discentes, los cuales “no pueden menoscabar la 
Constitución y la ley, encontrando las autoridades de los planteles educativos límite en el 
respeto hacia los derechos y garantías fundamentales y en los fines constitucionales que 
persigue la educación, como derecho y como servicio público”434 
Asimismo, la Corte Constitucional puntualiza lo siguiente:  
Sólo excepcionalmente, cuando el centro o institución educativa limite el derecho a la 
educación de manera arbitraria, al tomar determinaciones que resulten ilegítimas por 
desconocer garantías constitucionales o por no guardar una adecuada razonabilidad y 
proporcionalidad, la jurisprudencia ha estimado que es procedente la protección 
constitucional a través de la acción de tutela435. 
Ahora bien, con el propósito de analizar el derecho a la libertad religiosa y de cultos 
en el campo de los establecimientos educativos, la Corte Constitucional acude a su 
jurisprudencia436, poniendo de presente los hechos que la originaron y algunas de sus 
argumentaciones. Dentro de las sentencias de esta Corporación referenciadas se expone: 
i) el Estado colombiano tiene un carácter laico, por lo cual es neutral frente a la promoción 
de las diferentes religiones que existen en el país […] ii) La libertad de cultos sólo se logra 
siempre y cuando quien profesa alguna creencia religiosa o ciertas convicciones morales 
tiene derecho a proclamarlas, difundirlas, defenderlas, y a practicar lo que de ellas se 
desprende, de tal forma que ni el Estado, ni los particulares, ni institución alguna pueda 
llegar a invadirla para forzar cambios de perspectiva, molestar o perseguir al sujeto por 
razón de aquéllas, iii) Es parte del núcleo esencial de la libertad religiosa la importancia 
capital que se le atribuye a la coherencia que puede llevar el creyente entre su vida personal 
                                                          
433Corte Constitucional, Sentencia T-778 de 2014. 
434Ibídem. 
435Ibídem.  
436Ver al respecto las siguientes sentencias: T-393 de 1997, T-588 de 1998, T-662 de 1999, T-345 de 2002, T-
026 de 2005, T-832 de 2011 y la C-088 de 1994.  
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y su creencia, iv) La disposición sobre libertad religiosa también protege la posibilidad de 
no tener culto o religión alguna. Y finalmente, v) Este derecho debe ser plenamente 
garantizado en el sentido de que en ningún caso se puede condicionar la matricula del 
estudiante a un establecimiento educativo por razón de sus creencias religiosas437.  
Lo expresado anteriormente por la sentencia T-778 de 2014 recoge algunos de los 
elementos que han servido de fundamento para la Corte Constitucional proteger el derecho 
a la libertad religiosa y de cultos de los estudiantes en los establecimientos educativos. 
Cabe anotar, que en este caso al analizar la situación en concreto y las pruebas allegadas, la 
Corte Constitucional no observa: 
(i) que el plantel educativo a que se ha hecho referencia haya negado a la menor de edad el 
cupo para matricularse en el Colegio, lo que permite afirmar que no habría vulneración del 
derecho fundamental a la educación de la niña, y menos aún que se haya configurado una 
situación de discriminación concretada una negativa de permitirle continuar estudiando en 
tal institución, y (ii) que la hija de la actora haya sido objeto de tratos específicos 
discriminatorios por parte de algunos estudiantes y de las directivas del Colegio 
religiosas438. 
Sin embargo, la Corte Constitucional con el propósito de proteger a la estudiante 
menor de edad en la continuidad de su proceso educativo insta “al Colegio […] para que, 
sin exigir requisitos adicionales a los establecidos en la Ley y en su reglamento vigente, 
reciba a la niña […] en el plantel, quien podrá matricularse en esa institución, si su madre 
[…] así lo desea”439.  
 
3. 17 Conclusiones 
A manera de conclusión de este capítulo, se presenta a continuación una gráfica 
sobre la línea jurisprudencial de la Corte Constitucional (1991-2017) respecto a la libertad 
religiosa y de cultos. 
                                                          





Gráfica No. 1 
Representación de la línea jurisprudencial sobre la libertad religiosa y de cultos en 
establecimientos educativos: Casos estudiados por la Corte Constitucional donde 
estudiantes o aspirantes a serlo invocan la protección del mencionado derecho 
fundamental en tales establecimientos 
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440Esta sentencia de la Corte Constitucional se localiza en la parte izquierda de la gráfica, por cuanto es de 
corte liberal. Se aclara que en este caso esta Corporación amparó el derecho a la libertad de conciencia del 
estudiante.  
SENTENCIAS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL 
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 T-524/17  
La sentencia T-524 de 2017, estudia el caso de 
una docente quien solicita la protección de su 
derecho a la libertad de cultos, por cuanto 
considera que la institución educativa oficial 
donde labora la obliga a comparecer en ritos 
católicos contrarios a sus creencias. Si bien los 
hechos de esta sentencia no permiten que este 
fallo se integre a la línea jurisprudencial que se 
desarrolla, por cuanto la accionante no es una 
estudiante, vale la pena mencionar, al respecto 
que la Corte Constitucional en este fallo de corte 
liberal, precisa que no se le puede imponer a la 
profesora la asistencia o participación en dichos 




De la anterior representación gráfica, de la línea jurisprudencial que se analiza, se 
aprecia que las siguientes sentencias de la Corte Constitucional, ubicadas en la parte 
izquierda, protegen derechos individuales –de corte liberal–, como es el caso de la T-345 
de 2002. Es así como en las sentencias T-421/92, T-588/98, T-662/99, T-026/05, T-448/07, 
T-044/08, T-839/09, T-493/10, T-782/11, T-832/11, T-915/11 y T-778/14, prima el 
derecho a la libertad religiosa y de cultos de los estudiantes o aspirantes a serlo, ante los 
derechos de los establecimientos educativos.  
Por su parte, en el costado derecho se presentan las sentencias que contienen un 
corte conservador. Dentro de ellas encontramos la T-539A/93, T-075/95 y T-877/99441, en 
las cuales prima los derechos de los establecimientos educativos ante el derecho a la 
libertad religiosa y de cultos de los estudiantes. En algunas de estas sentencias prevalece 
                                                          
441Se clarifica que existen argumentos dentro de esta sentencia que permitirían clasificarla en la línea liberal. 
Sin embargo, la decisión que finalmente tomó la Corte Constitucional es de corte conservador. Para este caso, 
esta Corporación resuelve no proteger la libertad religiosa y de cultos de los estudiantes por las razones ya 
expuestas anteriormente en este estudio. En el mismo sentido López afirma que en esta sentencia 
“predominan los intereses de la comunidad educativa […] en la homogenización del comportamiento 
individual” (LÓPEZ, Diego. El Derecho de los jueces. Bogotá: Legis, 2006. 182 p). Asimismo, el magistrado 




sobre este último derecho citado el interés general, la uniformidad de las instituciones y los 
deberes cívicos. 
En consecuencia, la postura asumida por la Corte Constitucional (1991-2017), 
respecto al tema objeto de estudio –la libertad religiosa y de cultos invocada por estudiantes 
en establecimientos educativos–, no ha sido uniforme y ha variado, bien hacia la protección 
de los derechos de los estudiantes a profesar su libertad religiosa y de cultos –parte 
izquierda de la tabla–, bien hacia la protección de las instituciones educativas –parte 
derecha de la tabla–. 
Esto es, la Corte Constitucional, inicia el estudio y análisis de estos derechos 
fundamentales, a través de la sentencia T-421/92, evidenciando en esta providencia, la 
vulneración de la libertad religiosa y de cultos, ya que un establecimiento educativo impuso 
a un estudiante recibir educación religiosa y participar en ritos de corte católico. En este 
caso la Corte Constitucional señala que la libertad de enseñanza no es absoluta y encuentra 
sus límites en la salvaguarda de otros derechos. 
Más adelante, en la sentencia T-539A/93 la Corte Constitucional no sigue el anterior 
precedente, puesto que desestima la pretensión de una estudiante miembro de la Iglesia 
Adventista del Séptimo Día, en razón de la autonomía universitaria, el interés general y la 
convivencia. En aras de este último elemento, considera este alto tribunal que los fieles de 
las distintas religiones no pueden reclamar a las instituciones un tratamiento particular. En 
consecuencia, la Universidad no le permite a la estudiante realizar actividades alternas a las 
asignadas los sábados, día consagrado a profesar sus creencias religiosas. 
La posición asumida por la anterior sentencia fue modificada por la Corte 
Constitucional, a través de la sentencia T-588/98. En este fallo, esta Corporación protege el 
derecho a la libertad religiosa y de cultos de unos estudiantes que se resisten a ejecutar 
ciertos bailes por considerarlos contrarios a sus creencias religiosas. Estos derechos 
fundamentales de los estudiantes colisionan con el derecho a la autonomía y libertad de 
cátedra del docente. De esta manera, a los educandos –miembros de la Iglesia Pentecostal 
Unida de Colombia–, se les amparan sus derechos fundamentales, en el sentido de 
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excusarlos de realizar tales actividades. Por tanto, los estudiantes recibieron un tratamiento 
singular a causa de la religión que profesan.  
Por otra parte, algunos derechos fundamentales le fueron protegidos a una 
estudiante miembro de la Iglesia Testigos de Jehová mediante la sentencia T-075/95, tales 
como el derecho a la igualdad y al debido proceso, ya que el colegio sancionó únicamente 
a la accionante, a pesar de que otros discentes estaban en igual situación. Además, a la 
alumna no se le dio la oportunidad de ejercer su defensa. Los hechos que originaron esta 
protección se relacionan con las creencias religiosas de la estudiante, las cuales le 
impidieron asistir a un evento cívico por motivo del 20 de Julio. La Corte Constitucional 
en este último fallo, al igual que en la sentencia T-877/99, estima que no existe vulneración 
del derecho a la libertad religiosa y de cultos por parte de los establecimientos educativos, 
apoyándose, entre otras razones, en los deberes cívicos. Ambas sentencias presentan 
salvamentos de votos, en los cuales se considera que sí hubo transgresión del derecho a la 
libertad religiosa de los estudiantes miembros de la Iglesia Testigos de Jehová, quienes 
consideran algunos actos que rinden homenaje a la patria como adoración. 
En relación a la Sentencia T-662/99, la Corte Constitucional considera que no existe 
vulneración del derecho a la libertad de cultos. Ese fallo obedece al análisis probatorio, y al 
hecho superado. La protección solicitada a través de la acción de tutela se centra en los 
hechos que expone un padre de familia, el cual manifiesta que el plantel educativo obliga a 
sus hijos menores a participar en actividades religiosas católicas, no obstante, de haber 
expresado que pertenecen a la religión cristiana evangélica. Al respecto, en el proceso se 
logra evidenciar que no fueron coaccionados por parte del establecimiento educativo. Se 
suma a ello, la muerte del padre y la manifestación de la madre de que sus hijos acojan las 
creencias religiosas del colegio. La anterior sentencia continúa el mismo enfoque o sentido 
asumido por las sentencias del costado izquierdo. Para el caso presente, en la sentencia T-
662/99, la Corte Constitucional expresa que los establecimientos educativos deben respetar 
la elección de creencias de cada persona, conforme a la doctrina jurisprudencial, siempre y 
cuando no se vulneren los derechos de otras personas o se violen las leyes establecidas.  
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En cuanto a la sentencia T-345/02, la Corte Constitucional no ampara la libertad 
religiosa y de cultos de un estudiante, ya que a juicio de esta Corporación la universidad no 
le vulnera este derecho al imponerle cursar un seminario de ética de índole religioso. Esta 
sentencia, señala que elementos como la edad y el nivel educativo inciden en el grado en 
que se debe proteger al discente. En este sentido, el accionante es mayor de edad y se 
encuentra estudiando en una universidad. Afirma la Corte Constitucional al respecto que 
los estudiantes universitarios deben convivir con puntos de vista diferentes a los propios. 
En este caso, el derecho que la Corte Constitucional resuelve proteger, es el de la libertad 
de conciencia del educando, debido a que la metodología del seminario forza al estudiante a 
declarar sus creencias, por tanto, contraviene la norma constitucional estipulada en el 
artículo 18, que consagra el derecho a no ser compelido a revelar sus convicciones o 
creencias. Determina también la carencia de objeto, por cuanto el accionante accedió a 
realizar el seminario de ética instaurado por el establecimiento educativo antes de haberse 
proferido el fallo de la Corte Constitucional.  
En las sentencias T-026/05, T-448/07, T-044/08, T-839/09, T-782/11, T-915/11, la 
Corte Constitucional protege el derecho a guardar el Sabbath de unos estudiantes o 
aspirantes a serlo, miembros de la Iglesia Adventista del Séptimo Día. Para cada caso, la 
Corte Constitucional realiza ciertas precisiones. Por un lado, en la T-026 se determina que 
el “‘acuerdo’ al que se refiere el […] artículo adicional al decreto 354 de 1998-, está 
asociado con el diálogo efectivo entre profesor o directivas educativas y el estudiante fiel y 
no a la elusión del debate”.  
Cabe anotar que la Corte Constitucional, en la sentencia T-026 de 2005, también 
precisa “que el ámbito de protección constitucional del derecho a la libertad religiosa de las 
personas que pertenecen a la iglesia adventista del séptimo día, comprende el derecho a 
que […] las instituciones educativas […] tomen en consideración la santidad del Sabath”. 
Por tanto, “no puede supeditarse, en consecuencia, el ejercicio de este derecho a la 
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voluntad de las partes respecto del respeto de las festividades y celebraciones propias del 
culto religioso”442.  
En cuanto a la sentencia T-448/07, la Corte Constitucional considerando que “no es 
objeto de transacción el derecho mismo […] el objeto son los mecanismos alternativos 
para conciliar y recuperar el tiempo de inasistencia o de imposibilidad para realizar alguna 
actividad durante las horas que comprende el Sabath” decide rechazar las razones 
presentadas por la universidad, las cuales generaron que el establecimiento se negara a 
lograr un acuerdo con la estudiante adventista para la realización del examen en otros días. 
En consonancia con la jurisprudencia anterior, la Corte Constitucional, en la sentencia T-
044/08, advierte a la Universidad Nacional de Colombia, que no niegue una vez más las 
solicitudes de los miembros de la Iglesia en cuestión, cuando estos pidan realizar el 
examen de admisión en día diferente al Sabbath. 
En la sentencia T-839/09 la Corte Constitucional afirma que “las entidades 
obligadas a respetar este derecho constitucional no pueden entrar a establecer si se debe o 
no respetar el sabath” Por consiguiente, este alto tribunal precisa que “no está en discusión 
si se hace o no el acuerdo, lo que se ha de debatir son los términos y las condiciones del 
mismo”.443 
Manifiesta la Corte Constitucional en la sentencia T-782/11, que los 
establecimientos educativos deben respetar a los estudiantes que avisaron oportunamente 
que por causa de sus creencias religiosas se les impide realizar los compromisos 
académicos en la jornada regular. 
Con relación a la sentencia T-915/11, la Corte Constitucional considera que obligar 
a la estudiante miembro de la Iglesia Adventista del Séptimo Día a realizar actividades 
académicas los sábados, iría en contra del derecho a la libertad de cultos. Además, la 
Corporación plantea allí que la Universidad debe encontrar alternativas adaptadas a los 
miembros de la iglesia, por cuanto éstos anunciaron anticipadamente que el día sábado no 
podrían asistir a clases.  
                                                          
442Corte Constitucional, Sentencia T-026 de 2005. 
443Corte Constitucional, Sentencia T-839 de 2009. 
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Sobre el respeto al Sabbath, la mayoría de este grupo de sentencias444, siguiendo lo 
expresado por la T-026 de 2005, manifiestan el condicionamiento del amparo de este 
derecho de los miembros de la Iglesia Adventista a la comunicación oportuna por parte de 
los estudiantes o aspirantes a serlo, de su circunstancia. Al respecto, la sentencia T-026 
especifica que constituye aviso tardío cuando se haya sobrepasado las inasistencias 
estipuladas por el reglamento para la reprobación de una asignatura. 
Un caso parecido al estudiado en las sentencias T-448/07 y T-044/08 se expone en 
la sentencia T-493/10, dado que en ésta se solicita la protección de algunos derechos 
fundamentales, luego de que el ICFES se negara a admitir a un miembro de la Iglesia 
evangélica efectuar el examen de estado para el ingreso a la educación superior en fecha 
diferente al domingo. Siguiendo con la lógica de aquellas sentencias y de otras más, la 
Corte Constitucional manifiesta que “los casos de la iglesia Adventista del Séptimo Día 
frente al caso objeto de revisión, evidencian que se debe proteger la creencia de la iglesia 
Evangélica Libre de Quibdó de no realizar el domingo actividades distintas a las 
espirituales”445. 
Con respecto a la sentencia T-832/11, la Corte Constitucional decide amparar el 
derecho a la libertad religiosa de unas jóvenes pertenecientes a la Iglesia Pentecostal 
Unidad de Colombia, ya que una norma del manual de convivencia –uso de pantalón como 
uniforme– al oponerse a sus creencias religiosas, no les permitía el acceso a la educación. 
Por consiguiente, este alto tribunal expone que las reglas que adopta un establecimiento 
educativo deben responder a los postulados constitucionales. Particularmente, siguiendo el 
mismo enfoque de la sentencia T-588/98, esta Corporación sustenta su decisión 
remitiéndose a un elemento del núcleo esencial de la libertad religiosa, a saber, que para los 
creyentes es de vital importancia que exista coherencia entre lo que se cree y lo que se 
practica. 
                                                          
444Las sentencias T-026 de 2005 y T-839 de 2009, guardan grandes similitudes. No obstante, “es posible 
detectar […] algunas diferencias relevantes. De una parte, la sentencia T-026 de 2005, fijando una posición 
que luego sería reiterada por la Corte, se refiere de manera explícita a que la protección de los derechos de los 
integrantes de la Iglesia Adventista del Séptimo Día no resulta absoluta si se tiene en cuenta la necesidad de 
que los estudiantes formulen un aviso oportuno a las instituciones educativas” (Corte Constitucional, 
Sentencia T-915 de 2011). 
445Corte Constitucional, Sentencia T-493 de 2010. 
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En la sentencia más reciente de la línea jurisprudencial que se analiza, la T-778/14, 
la Corte Constitucional al exponer el tema de la autonomía en los establecimientos 
educativos, manifiesta que aquel tiene límites. En consecuencia, cita la sentencia T-098 de 
2011, la cual señala que se encuentra proscrito que las obligaciones requeridas a los 
alumnos transgredan el ordenamiento constitucional y legal. Además, la sentencia T-778/14 
presenta algunos fallos que estudiaron casos semejantes, concluyendo a partir de ellos, que 
no le es permitido a las instituciones –educativas en este caso–, hostigar a las personas y 
supeditar la matrícula del discente por causa de sus convicciones religiosas. Pese a la 
posición frente al tema, la Corte Constitucional en la sentencia en comento, conforme al 
acerbo probatorio y al estudio de las particularidades del caso, determina no amparar el 
derecho a la libertad religiosa y de cultos a una estudiante menor de edad, por cuanto no 
evidencia la negación del cupo por parte de la institución educativa y un trato 
discriminatorio por causa de sus creencias religiosas –Judaísmo–. Sin embargo, en su 
decisión esta Corporación insta al establecimiento educativo a que permita ser matriculada 
la alumna, tal como la madre lo había solicitado. 
En síntesis, conforme a los fallos que presentan un corte liberal, la Corte 
Constitucional, decide proteger el derecho a la libertad religiosa de los estudiantes, por 
cuanto la autonomía universitaria, los manuales de convivencia y la libertad de enseñanza 
en general, no pueden restringir ni oponerse a las creencias religiosas de éstos, ni menos a 
sus derechos fundamentales a la educación. En estos casos, se les ordena a las instituciones 
educativas, en aras del pluralismo y la inclusión, cambiar la norma en cuestión conforme a 
la Constitución y la Ley.  
Finalmente, en las sentencias de corte conservador, la Corte Constitucional, hace 
referencia a la autonomía de los establecimientos educativos, manifestando que los 
estudiantes deben acogerse a las reglas de las instituciones educativas y presentar pruebas 
concretas frente a sus exigencias. En especial, la Corte Constitucional ha mantenido una 
línea conservadora al indicar que algunos actos que rinden homenaje a la patria no son 






1) En el mundo en general, y en Colombia en particular, es ya imposible negar la 
vitalidad y diversidad de las manifestaciones religiosas. Las religiones están ligadas a 
aspectos fundamentales en la vida social del ser humano, tales como los valores, las 
ontologías, las nociones de sacralidad y trascendencia, e incluso las motivaciones que 
llevan a los individuos a actuar y mantenerse unidos en torno a ideales. Por eso, para 
autores como Habermas o Mardones, las religiones no sólo tienen derecho a existir en 
nuestras sociedades modernas, sino que pueden hacer un aporte importante para resolver 
muchos de los problemas que la modernidad ha creado –destrucción del medio ambiente, 
crisis de sentido, individualismo, etc.– y para construir sociedades más democráticas e 
incluyentes. Mientras que las teorías secularistas que imperaban en las ciencias sociales en 
el siglo pasado permitían pensar que las religiones se iban a extinguir a medida que 
avanzaba la modernidad, hoy en día el modelo que se impone es el del pluralismo 
religioso, el cual no sólo reconoce la diversidad, sino que acepta la posibilidad de que las 
distintas creencias tengan un lugar en el espacio público. 
2) La libertad religiosa y de cultos es un derecho importante que caracteriza a los 
estados democráticos, con la Constitución Política actual se dio un paso importante en este 
tema, debido a que el Estado en la Constitución de 1886 tenía una orientación confesional, 
donde solo garantizaba la libertad de los cultos que no fueran contrarios a la moral 
cristiana, por tanto, excluía esta norma constitucional las diversas moralidades religiosas.   
3) La Constitución Política fue erigida por personas de distintas cosmovisiones o 
ideologías, a través de la Asamblea Nacional Constituyente de 1991, lo que generó que se 
concibiera en medio de una pluralidad de posturas. De esta manera el estado colombiano, a 
través de la Carta Política garantiza el derecho fundamental a la libertad religiosa y de 
cultos, sin tener en cuenta el tipo de moralidad.  De forma general, lo anterior significa que 
las personas pueden escoger la religión que deseen profesar, expresando públicamente sus 
creencias, ya que las manifestaciones de las confesiones religiosas no se limitan al ámbito 
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interno. Además, se garantiza frente a la Ley la igualdad entre las distintas iglesias y 
confesiones. 
4) Consecuentemente con esto, se han proclamado distintas normas, con el 
propósito de materializar este derecho y el modelo laico optado por la Carta Política de 
1991, es decir, un estado que debe asumir una posición neutral frente a las diferentes 
confesiones y establecer la igualdad entre todas ellas. Dentro de estas normas se puede 
citar la Ley estatutaria 133 de 1994, la cual aborda este derecho fundamental, 
desarrollando aspectos importantes a saber: el ámbito de la libertad religiosa, sus límites, y 
algunos asuntos alusivos a la educación, entre otros elementos. Asimismo, el Decreto 354 
de 1998 que aprueba el Convenio –de Derecho Público Interno número 1 de 1997–, 
celebrado entre el Estado de Colombia y varias Entidades Religiosas Cristianas no 
Católicas, el cual comprende un artículo especial para la Iglesia Adventista del Séptimo 
Día relacionado con su mandato religioso de guardar el Sabbath. Este artículo con el 
objetivo de dar cumplimiento a la estipulación constitucional que consagra la libertad 
religiosa y de cultos señala para el ejercicio de este derecho, en el ámbito laboral y 
educativo un acuerdo que posibilita a los feligreses de la Iglesia Adventista del Séptimo 
Día la realización de los compromisos tanto religiosos como educativos o laborales. 
Igualmente, en normas internacionales también se ha consagrado la libertad religiosa para 
su protección, tal como aparece en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos, aquellas se integran a la norma 
nacional a través del bloque de constitucionalidad. 
5) Obedeciendo las normas que desarrollan el derecho a la libertad religiosa y de 
cultos, particularmente las contenidas en la Ley 133 de 1994, a través de la Ley 115 de 
1994 y el Decreto 1075 de 2017 se establece la educación religiosa como un área 
obligatoria y fundamental. Específicamente el Decreto 1075 de 2017 estipula su 
obligatoriedad para los niveles de preescolar, básica y media. Por consiguiente, se 
garantiza el derecho de los padres o de los estudiantes de elegir recibir o no la educación 
religiosa, como parte del ejercicio a su derecho a la libertad religiosa. 
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6) Dentro de la normatividad nacional como en la internacional la educación es 
reconocida como un derecho relevante para la convivencia, lo cual abarca la convivencia 
de las diferentes religiones, es así como el Pacto Internacional de Derechos Económicos y 
Sociales determina que aquella debe ayudar al entendimiento y a la coexistencia pacífica 
de las distintas religiones. 
7) La educación en Colombia es un derecho fundamental, identificado como un 
servicio público que persigue una misión social. A pesar de que la educación en la 
Constitución Política es vista para la formación en el respeto hacia los derechos, este 
ámbito no es ajeno a todos los desencuentros que genera la convivencia en un mundo 
plural, tal cual como se refleja en los distintos casos que ha tenido que estudiar la Corte 
Constitucional a propósito de la libertad religiosa y de cultos invocada por estudiantes o 
aspirantes a serlo en establecimientos educativos. Al respecto, la posición de la Corte 
Constitucional (1991-2017) ante estos casos no ha sido igual. Se precisa también, que 
aquella ha cambiado conforme a las normas que se han venido decretando sobre el tema.  
8) La línea jurisprudencial que se estudia se ha movido dentro de una protección de 
corte liberal. La mayoría de sentencias que conforman la línea, la Corte Constitucional 
protege el derecho –a los estudiantes o aspirantes a serlo– a la libertad religiosa y de cultos 
ante los establecimientos educativos; estos últimos fundamentaron sus decisiones en 
aspectos como la autonomía universitaria, escolar, el interés general, los costos 
económicos, entre otros elementos. En estos casos, la Corte Constitucional estima que los 
establecimientos educativos deben respetar los derechos de los estudiantes y también de los 
padres, en cuanto a sus creencias religiosas. No obstante, la Corte Constitucional también 
se ha orientado hacia una postura conservadora particularmente en los casos relacionados 
con los deberes cívicos exigidos en los establecimientos educativos, al no ser estimados 
aquellos deberes como actos de adoración –tal cual como los estudiantes los consideran–, 
no se les protege su derecho a la libertad religiosa. 
9) La línea jurisprudencial de corte liberal ha venido consolidándose, a través de la 
aplicación de algunas normatividades que estipulan la libertad religiosa, decretadas con 
posterioridad a la Constitución Política. En efecto, desde el año 2005 la Corte 
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Constitucional en cuanto al objeto de análisis ha mantenido una línea uniforme de corte 
liberal. 
10) Se precisa también que la Corte Constitucional, en las sentencias que componen 
la línea jurisprudencial, fundamenta sus decisiones apoyándose no solo en sus propios 
fallos y en la normatividad nacional –artículo 19 de la Constitución Política, Ley 133 de 
1994, Decreto 354 de 1998, entre otras normas–, sino también algunas de estas sentencia 
incorporan en sus análisis y argumentos las normas internacionales, las cuales integran el 
bloque de constitucionalidad y el estudio de casos internacionales; esto último permite 
evidenciar como se está manejando el tema en otros países.  
11) En Colombia, la mayoría de los casos estudiados dentro de la línea 
jurisprudencial que se analiza, los estudiantes son creyentes de la iglesia Adventista del 
Séptimo Día, quienes han tenido que buscar la protección a su libertad religiosa y de 
cultos, ya que su mandato religioso el Sabbath, no les permite realizar actividades dentro 
de unos horarios los días viernes y sábado. Sobre estos casos, exceptuando la sentencia T-
539A de 1993 decide este alto tribunal proteger el derecho de los fieles a guardar su 
mandato religioso. De esta manera la línea ha sido casi constante en proteger a los 
estudiantes fieles de la Iglesia Adventista del Séptimo Día en el cumplimiento de su deber 
religioso. 
12) Finalmente, a continuación, se presentan algunos de los señalamientos 
importantes realizados por la Corte Constitucional en las sentencias que componen la línea 
jurisprudencial que se estudia. Así pues, esta Corporación manifiesta lo siguiente: 
-La libertad religiosa y de cultos es un derecho fundamental que permite practicar y 
divulgar una religión. De esta manera se protege no solo las expresiones privadas, sino las 
públicas; reconociendo a su vez, que la libertad religiosa y de cultos tiene como límites los 




-Dentro del núcleo esencial de la libertad religiosa se encuentra comprendida la 
relevancia que le otorga el creyente a que su vida refleje o vaya en consonancia con sus 
creencias religiosas. 
-Dentro del derecho consagrado en el artículo 19 de la Constitución Política se 
encuentran amparadas aquellas posturas que no acogen culto alguno o religión, tales como, 
las posturas ateas o agnósticas. 
-Las creencias religiosas no deben ser utilizadas como maniobra para excusarse o 
evitar responsabilidades y obligaciones adquiridas por quien solicita el amparo a sus 
derechos fundamentales. Por tanto, es un elemento importante que se analiza para conceder 
la protección solicitada.  
-Tienen prohibido los establecimientos educativos condicionar la matrícula del 
discente por causa de sus creencias religiosas. 
-El requerimiento a un estudiante de un deber cívico por parte de un 
establecimiento educativo no puede considerarse como un acto violatorio a las creencias, 
específicamente en los casos en que el dogma religioso del discente equipare el concepto 
de adoración –el cual se ofrece exclusivamente a su divinidad–, con aquellos deberes.  
-Un deber educativo es un impedimento para el ejercicio de las creencias religiosas 
cuando no observa los principios de razonabilidad y proporcionalidad. 
-El derecho a que se considere la sacralidad del mandato religioso el Sabbath en el 
campo educativo y laboral, se encuentra incluido dentro del ámbito de protección del 
derecho constitucional a la libertad religiosa de los miembros de la Iglesia Adventista del 
Séptimo Día. 
-Las entidades educativas privadas y públicas, particularmente estas últimas tienen 
la obligación de facilitar o procurar el acuerdo con aquellos discentes que se les 
imposibilita realizar los deberes académicos a causa de sus creencias religiosas, una vez el 
creyente de forma oportuna lo requiera y pruebe que pertenece a una confesión religiosa o 
Iglesia identificada estatalmente. 
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-Los establecimientos educativos violan el derecho a la libertad religiosa de los 
feligreses de la Iglesia Adventista del Séptimo Día, cuando niegan rotundamente 
considerar mecanismos alternativos para reponer las actividades académicas programadas 
durante el Sabbath. 
-No es materia de convenio el derecho en sí que tienen los miembros de la Iglesia 
Adventista del Séptimo Día, en virtud de la libertad religiosa y de cultos; el asunto o el 
tema gira en torno a las formas alternativas para compensar las actividades realizadas 
durante el Sabbath.  
-Teniendo en cuenta la igualdad, no se puede estimar que lo legalmente reconocido 
a los integrantes de la Iglesia Adventista del Séptimo Día se limita exclusivamente a esta 
religión, en consecuencia, se ampara también la creencia de la Iglesia Evangélica Libre de 
Quibdó de guardar el domingo. 
-Un estado pluralista tiene que permitir a sus ciudadanos vivir en sociedad 
reflejando sus creencias, ya que no es de recibo que un estado que tenga este carácter 
obligue a sus ciudadanos elegir entre proceder en oposición a sus creencias religiosas o 













Gráfica No. 2 
Aspectos relacionados con los hechos de las sentencias de la Corte Constitucional que 
componen la línea jurisprudencial 
 
SENTENCIA ACCIONANTE GRADO DEL 
ACCIONANTE 
CONFESIÓN RELIGIOSA DEL 
ACCIONANTE - IGLESIA A 
LA QUE PERTENECE 
T-421/92 Padres actuando en 
nombre de su hijo 
menor de edad 
 
Primer año de primaria 
 
 




Estudiante Noveno semestre de 
lenguas modernas 




Estudiante menor de 
edad 
 
Octavo grado Iglesia de los Testigos de Jehová 
T-588/98 
 
Padres representando a 
sus hijos 
-16 años (9°)  
-21 años (11°)  
-14 años de edad 
-18 años de edad 
-15 años de edad. 
Iglesia Pentecostal Unida de 
Colombia 
T-877/99 Estudiantes menores de 
edad 
 
Negación del Cupo 
para cursar estudios en 
el año 1999 




Padre puso en 
conocimiento la 
situación de sus hijos 
menores de edad 
 
Cuarto grado de 
primaria y kinder 
 






Estudiante-Ciudadano Último semestre de 
administración de 
empresas  




Estudiante –Ciudadana Curso de auxiliar de 
farmacia y droguería 




Padre representando a 
su hija menor de edad  
Examen de ingreso a 
la Universidad 
Nacional de Colombia 




Ciudadana y Madre 
representando a su hija 
menor de edad 
Examen de ingreso a 
la Universidad 
Nacional de Colombia 




Ciudadano Negación de reposición 
de clases del curso-
concurso de Formación 








Padres representando a 
su hijo menor de edad, 
de 15 años 
Examen de Estado 
para el Ingreso a la 
Educación Superior 
 
Iglesia Evangélica Central de 
Quibdó 
 
T-782/11 Padre representando a 
su hija menor de edad 
Enfermería 
 




Estudiantes jóvenes Negación del cupo 








Estudiante Cuarto semestre de 
enfermería 




Madre representando a 
su hija menor de edad 
Sexto grado. 
Situación: Cupo para 





Los datos presentes en la tabla anterior, fueron proporcionados por las mismas 
sentencias de la Corte Constitucional. De forma general, todas ellas contienen múltiples 
detalles asociados al caso, algunas arrojan mayores especificaciones que otras, lo cual se ve 
reflejado en el contenido de cada uno de los aspectos previamente expuestos. 
Ahora bien, como se puede observar dentro de la línea jurisprudencial elaborada los 
miembros de la Iglesia Adventista del Séptimo Día, han sido los que más han solicitado la 
protección del derecho a la libertad religiosa y de cultos frente a las acciones de los 
establecimientos educativos. Lo anterior, está vinculado a su mandato religioso de guardar 
el sábado. Continuando con este orden, le sigue entonces los miembros de la Iglesia 
Pentecostal Unida de Colombia, que reunidos con otros casos de feligreses que pertenecen 
a otras Iglesias Cristianas Evangélicas, han solicitado la protección a sus derechos, por 
razones relacionadas con la abstención de ritos religiosos que no comparten, el uso de 
uniformes que contravienen sus creencias, entre otras causas. Asimismo, los miembros de 
la Iglesia Testigos de Jehová han recurrido a la acción de tutela, para la salvaguarda de sus 
derechos fundamentales, ya que dentro de sus creencias religiosas algunos deberes cívicos 
son considerados actos de adoración. Existen otros casos que vinculan a la Religión Judía, o 
a ninguna religión en particular, ya sea porque no se profese o porque el accionante no 
manifiesta su creencia. 
Por otro lado, se observa también que algunos menores han solicitado directamente 
la protección de sus derechos fundamentales, otros lo han hecho, a través de sus padres. 
Particularmente hay un caso donde se recurre al personero. También, se aprecia que los 
casos analizados en las sentencias de la Corte Constitucional que integran la línea 
jurisprudencial que se estudia, están relacionados con estudiantes dentro de los niveles de 
educación preescolar, básica, media, y educación superior, o personas que desean ingresar 
al último nivel educativo mencionado, por tanto, la línea presenta establecimientos 





Gráfica No. 3 
Iglesias a las cuales pertenecen los accionantes de los casos examinados en las sentencias 
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Gráfica No. 4  
Libertad religiosa y de cultos invocada en campos distintos al estudiado 
 
En el proceso de construcción de la línea jurisprudencial que se estudia, se destaca 
la presencia de algunas sentencias donde los actores invocan el derecho a la libertad 
religiosa y de cultos en algunos campos distintos al que se examina. Por tanto, mi 
investigación aparte del tema de análisis, también arrojó otros resultados, en cuanto al 
estudio de casos que ha realizado la Corte Constitucional donde la libertad religiosa y de 












En lo laboral se relacionan aquellas sentencias que examinan casos de trabajadores 
que invocan la protección de sus derechos fundamentales. En el campo militar se 
encuentran aquellas sentencias que corresponden al tema de objeción de conciencia al 
servicio militar obligatorio. Siguiendo con el orden de la gráfica, en la siguiente tabla se 
encuentran las sentencias que estudian casos de personas privadas de la libertad. 
Finalmente, las sentencias identificadas en el campo médico, quienes solicitan la protección 
a sus derechos fundamentales son miembros de la Iglesia Testigos de Jehová, esto se 
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